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  América Latina: fracaso y pobreza


  Los países de América Latina han transitado su historia buscando un modelo de desarrollo económico y social que les permita progresar. Desde diferentes enfoques se intentó alcanzarlo, pero los resultados son malos.


  La búsqueda del modelo de desarrollo de América Latina trasciende los signos políticos de los gobiernos. En la actualidad, Chile experimenta una tensión política y social que evidencia la desigualdad de la que en algún momento fue considerada una economía de mercado “exitosa”. A su vez, Venezuela atraviesa una crisis estructural que evidencia que el socialismo del siglo XXI tampoco pudo resolver el desafío del desarrollo.


  Más aún, las democracias de la región no han encontrado un modelo de desarrollo y, en consecuencia, continúan fracasando en resolver el problema más grave de América Latina: su pobreza.


  La persistencia de la pobreza refleja la incapacidad de los gobiernos para resolver otros problemas asociados: el desempleo y la informalidad. Cuando hay pobreza, desempleo e informalidad en la sociedad, los problemas asociados a esa realidad afectan el progreso de todos.


   


  
    Encuesta | Los resultados del Informe Latinobarómetro 2018 indican que, en los 23 años que se ha realizado la encuesta, nunca antes se presentó un retroceso como el experimentado en 2018: la percepción de “progreso neto” —diferencia entre progreso menos retroceso— en los ciudadanos de América Latina cayó 8 puntos porcentuales. El informe señala que, desde que empezó la década, los ciudadanos de la región se quejan del retroceso experimentado.


    La ausencia de progreso expresa el nivel de malestar generalizado en todo el pueblo latinoamericano. Específicamente, el informe destaca que, si bien los indicadores económicos no reflejan una situación técnica de crisis —recesión—, más de la mitad de la población de la región percibe que la situación es “mala”.


    El 35% de los encuestados señala que los “problemas económicos” —desempleo, pobreza, alimentación, bajos salarios, economía en general— son el tema más importante en su país. El 42% declaró tener miedo de quedarse sin trabajo. El 27% de las personas encuestadas señaló no tener suficiente comida al día, y el 51% se autoclasifica como “clase baja”.

  


   


  La conclusión es clara: la búsqueda del progreso de América Latina ha fracasado.


  Ese fracaso se torna aun más contundente ante la irrupción de la pandemia de COVID-19 en marzo de 2020. En épocas de crisis —sanitaria, humanitaria y económica— como la experimentada durante esta pandemia (“coronavirus”), el fracaso regional se hace evidente, al mismo tiempo, para todos los habitantes de la región.


  En tiempos de crisis se necesita que el Estado gerencie medidas eficientes para toda la población a fin de mitigar impactos en la actividad productiva. Sin embargo, la elevada pobreza, el desempleo estructural y la informalidad dificultan la implementación de políticas económicas orientadas a amortiguar el golpe de la crisis sobre la población más vulnerable. En términos simples, las crisis —como la del coronavirus— solo amplifican la realidad de la pobreza.


  ¿Cómo implementar un seguro de desempleo de forma eficiente si la informalidad laboral promedio de la región es del 53%? ¿Cómo implementar medidas de alivio fiscal para las micro, pequeñas y medianas empresas (MIPYMES) si un gran porcentaje de ellas no está legalmente registrado? ¿Cómo implementar políticas públicas para contener una crisis económica y social de forma eficiente si no hay información completa ni registros actualizados y la población más vulnerable se pone en riesgo para acceder a ellos?


   


  
    Ejemplo | Cuando el coronavirus llegó a América Latina en marzo de 2020, el presidente de El Salvador, Nayib Bukele, realizó la siguiente reflexión en su cuenta personal de Instagram: “Hemos cometido errores, demasiados. Hemos tratado de hacer lo mejor y hemos fallado. Nuestro país es demasiado pobre, el 90% de la población no está bancarizada y no tenemos un censo hace catorce años. Estamos haciendo lo posible para arreglar todo lo que estuvo mal por décadas, en una semana. […] Conseguimos dinero, que no fue el que aprobó la Asamblea, porque ese ni siquiera se ha conseguido, y mucho menos han aprobado gastos —que, por decreto, ellos son los únicos que lo pueden aprobar—. Del dinero que conseguimos por nuestra cuenta decidimos darle 300 dólares a cada familia necesitada, pero ha sido casi imposible. Porque no tenemos censo, porque no tenemos cuentas de banco donde depositar, porque si decimos que vayan en orden, llegan todos a cobrar en desorden porque tienen hambre y viven en pobreza y se entiende […]”.

  


   


  La crisis del coronavirus aceleró cambios estructurales que ya estaban en marcha en la última década (CEPAL, 2020). La virtualización de las relaciones económicas y sociales, el teletrabajo y la digitalización cobraron mayor relevancia para facilitar la vida cotidiana ante las medidas de aislamiento social implementadas a fin de prevenir la expansión de la pandemia.


  Sin embargo, América Latina se encuentra rezagada en estas transformaciones, especialmente en inclusión financiera, digitalización y teletrabajo.


  La crisis del coronavirus no solo puso en evidencia el fracaso de la región en términos de reducción de la pobreza, sino que hizo evidente la agenda de reformas que deben profundizarse para que la región crezca sobre la base del desarrollo del sector privado: simplificar la regulación y digitalizar los trámites para que las empresas de la región, en particular las MIPYMES, puedan continuar trabajando aun en épocas de crisis excepcionales.


  El desafío: dejar de ser pobres


  El libro hace foco en la realidad más dolorosa en América Latina: cómo dejar de ser pobres. No enuncia teorías de desarrollo ni recetas de crecimiento económico, sino que provee una visión práctica a fin de contribuir a que se pueda entender el tipo de cambios necesarios para lograrlo.


  América Latina está siempre a tiempo de eliminar su pobreza estructural. Pero cuanto más tiempo pase, más estructural se hace la pobreza. Un tema de esta magnitud requiere tener prioridad a nivel regional, porque toda Latinoamérica transita un destino económico y social en el que los países están hermanados geográfica y culturalmente. Cuando sea una prioridad regional, genuinamente compartida, todas las decisiones de política pública se alinearán con ella.


  América Latina puede salir de la pobreza liderando su propio proceso de desarrollo. Los Estados latinoamericanos pueden crear —en conjunto— el mejor clima de negocios, es decir, la regulación más simple y con menores costos para que el sector privado de la región pueda hacer cualquier emprendimiento en todos los sectores.


  El desafío es claro. Generar la solución depende de América Latina.


  El ejercicio que propone el libro es concreto: si lo que se intentó hasta ahora fracasó, ¿cómo podríamos entender mejor en qué fallamos y qué hacer diferente? ¿Cómo puede cambiarse lo que está mal?


  Si es difícil hacer negocios para los emprendedores, micro y pequeñas empresas de la región, ¿por qué no hacerlo fácil?


  ¿Cómo cambiar las reglas para desarrollar cualquier actividad productiva de forma más simple y menos costosa que en cualquier otro lugar del mundo?


  Si trabajar en condiciones formales en la región es complicado y costoso, ¿por qué no hacerlo simple y económico?


  Si generar trabajo en la región es complejo, ¿por qué no facilitarlo?


  En América Latina aún no hemos tenido la determinación para coordinar una serie de reformas que conduzcan a simplificar la manera de hacer negocios, que a esta altura se entiende que implica: cómo facilitar la actividad del sector privado para que se genere empleo y se promueva la salida de la pobreza de aquellos que ingresen en el mundo del trabajo.


  Si bien puede ser frustrante que pasen las décadas y que la región tenga que aprender una y otra vez las mismas lecciones expresadas en crisis recurrentes, el desafío está justamente ahí: entender como dar el paso adelante. No hay atajo en el proceso colectivo de aprendizaje, sino todo lo contrario.


  Este libro no busca convertirse justamente en un atajo para la región, sino facilitar que se profundice la mirada interior regional para generar un proceso de desarrollo sostenido que le permita a América Latina entender cómo dejar de ser pobre.


  El foco: el sector privado


  Para afrontar el desafío de dejar de ser pobres, el libro explora propuestas con un foco claro: desarrollar el sector privado de la región.


  Nuestra realidad empresarial es contundente: el 99% de las empresas de América Latina es MIPYME. En términos simples, el 99% de ellas emplea entre 0 y 200 personas, o sea, es chica.


  Asimismo, las MIPYMES generan el 60% del trabajo formal de la región, es decir, tienen un rol fundamental en la creación de empleo, elemento clave para reducir la pobreza. En contraste, las MIPYMES solo representan el 25% del producto bruto interno (PBI). En otras palabras, estas empresas tienen enorme relevancia en la vida cotidiana de los latinoamericanos, pero aportan relativamente poco al crecimiento regional de la economía.


  En la actualidad, el 100% de los emprendimientos en América Latina —sean de empresas pequeñas (88%), medianas (10%) o grandes (2%)— requiere de abogados, contadores, notarios e interacciones con entidades del Estado, lo que hace que emprender o hacer negocios en la formalidad —es decir, dentro de las reglas— sea relegado a quienes puedan pagar el costo asociado y contratar los servicios requeridos.


   


  
    Ejemplo | Completar un trámite en la región requiere tiempo y capacidad de interpretación. La información solicitada es compleja y el acceso a requisitos y especificaciones de los trámites, difícil.


    Solo el 16% de las personas sin estudios ha realizado un trámite en el último año, en comparación con el 42% de aquellas con estudios universitarios completos.


    Es decir, la dificultad para hacer trámites en la región afecta en mayor medida a las personas con niveles de escolaridad bajos —porque suelen tener trabajos con poca flexibilidad para disponer de tiempo para ello y porque su nivel educativo les dificulta comprender todos los requisitos—, por lo que aumentan las posibilidades de que renuncien a algún beneficio social solo por el hecho de que les resulta complicado acceder a este.


    Asimismo, los más pobres son víctimas de corrupción con mayor frecuencia. Según Transparencia Internacional (2017), el 30% de los individuos con bajos ingresos declaró haber pagado sobornos, frente a un 25% de aquellos con mayores ingresos (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, pp. 67-68).

  


   


  En la era de la digitalización, ya debiéramos crear una MIPYME de forma gratuita en un solo proceso, con una aplicación desde nuestro teléfono móvil. También debiéramos contratar mediante la misma aplicación los recursos que requiramos por el tiempo que los necesitemos, así como dar de baja los contratos que dejemos de necesitar. Incluso debiéramos cerrar fácilmente la MIPYME si el emprendimiento o proyecto intentado no funcionó. Sin embargo, la realidad es la opuesta.


  América Latina tiene pendiente comprender que su desarrollo está asociado al de las MIPYMES. Las empresas chicas necesitan una regulación simple para prosperar.


  La clave: buenas reglas


  América Latina ha fracasado en establecer reglas simples para generar empleo en condiciones formales que brinden oportunidades de progreso a sus habitantes. Cuando se crea trabajo formal, se logra trascender al desempleo y la pobreza. En la actualidad, la región convive de forma “natural” con el trabajo informal, como si fuera una red de contención social.


  Las reglas de la región para emprender y hacer negocios son tan complejas que los latinoamericanos nos hemos especializado en encontrar alternativas —“atajos”— para subsistir a la mala regulación del Estado. La informalidad no está socialmente penalizada y, en consecuencia, eludir impuestos, incumplir reglas o intentar no pagar multas es parte de la vida diaria de la mayoría de los que habitan la región.


  Mientras las malas reglas sigan generando informalidad y desempleo, América Latina seguirá sumida en la pobreza.


  Entender cómo dejar de ser pobres debiera ser la principal prioridad de todos los latinoamericanos. Generar soluciones para que emprender y trabajar en la región sea simple y económico es un camino que aún no se ha ensayado y que tiene el potencial de transformar el futuro de América Latina en uno de progreso.


  La solución ya fue ensayada por otros países, y los beneficios son tangibles. Reglas claras y simples favorecen la creación de negocios y la generación de empleo, reducen la informalidad y disminuyen la pobreza (Banco Mundial, 2004, 2005, 2006).


  En términos concretos, América Latina puede desarrollarse, reducir la pobreza, crear empleo y ser competitiva si logra tener reglas tan simples que hacer negocios —para los latinoamericanos o cualquier inversor, en todos los sectores de la economía— resulte fácil y económico.


   


  
    Ejemplo | Crear una empresa, contratar a una persona, obtener una licencia, acceder a financiamiento, pagar impuestos, echar a un empleado y cerrar nuestra empresa debiera hacerse desde un teléfono inteligente, en un proceso intuitivo que se realice mediante una plataforma única ofrecida por el Estado al mínimo costo posible.

  


   


  El planteo no es utópico, solo práctico. El propósito no es explicar por qué en los últimos doscientos años nos fue mal como región, sino contribuir a que nos vaya bien en los próximos doscientos años.


  La herramienta: el servicio público


  Para afrontar el desafío de dejar de ser pobres, el libro hace foco en el sector privado y en generar buenas reglas para que este cree empleo en condiciones de formalidad y así reduzca la pobreza.


  Por su parte, el Estado (sector público) es el responsable de producir la regulación —decretos y leyes (además de sentencias)— que determina las reglas de juego para que empresarios y emprendedores (sector privado) realicen su actividad productiva, generando riqueza, aportes al Estado (impuestos) y empleo.


  En términos simples, el rol del Estado es regular el sector privado. Si el Estado regula bien, el sector privado florece y se crea empleo. Si el Estado regula mal —porque regula mucho, o de forma compleja o contradictoria—, el sector privado no florece y se genera pobreza.


  La informalidad siempre es indicativa de la mala regulación.


  La Organización Internacional del Trabajo (OIT) estima que América Latina afronta en la actualidad un 53% promedio de informalidad laboral (Salazar- Xirinachs, J. M., y Chacaltana, J., 2018). La disminución de la pobreza y la generación de empleo tienen que basarse en buenas reglas —simples y con el menor costo transaccional posible— que permitan, a todo el que lo desee, emprender y producir de forma más fácil y en la formalidad. Las reglas actuales crean un 53% de informalidad y, por ende, son malas: es conveniente reescribirlas.


  Los gobiernos de la región deben brindar un servicio público para facilitar la operatoria de las MIPYMES durante todo su ciclo de vida. Actualmente, las instituciones públicas funcionan de forma descoordinada, con interacciones entre sí complejas, basadas en expedientes de papel y preocupadas por cumplir con las reglas y los requerimientos de la burocracia, en lugar de hacer foco en brindar un buen servicio público.


  Como resultado, la interacción entre el sector privado y los gobiernos de la región, por lo general, es compleja, ya que hacer un trámite requiere de múltiples requisitos, formularios, interacciones con oficinas del Estado y costos asociados, entre otros. Es decir, el servicio público de la región es lento, complejo y costoso.


   


  
    Ejemplo | Según información presentada en la publicación del Banco Interamericano de Desarrollo, El fin del trámite eterno, los gobiernos de la región gestionan entre 1.000 y 5.000 trámites diferentes —cifra que no incluye los realizados a nivel subnacional—. Asimismo, se estima que: (i) un ciudadano de América Latina realiza cerca de cinco trámites al año; (ii) el 89% de los trámites se realiza de forma presencial; (iii) se requieren 5,4 horas en promedio para completar cada trámite; (iv) solo la mitad de los trámites se resuelve en una sola visita, y (v) el 64% de los ciudadanos de la región declara que hacer un trámite es “difícil” ( Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, p. 40).

  


   


  El Estado, mediante buenas reglas, puede mejorar el servicio que brinda a los ciudadanos en general y a las MIPYMES en particular. Regular para la simplificación y digitalización de trámites tiene el beneficio de agilizar la interacción del sector privado y el estatal, mejorando el clima de negocios, el acceso a los servicios y programas públicos y la eficiencia en el interior del Estado.


  Cuando el Estado regule bien, el sector privado podrá crecer, operar en la formalidad, generar empleo y contribuir a reducir la pobreza en la región.


  La información: datos regionales


  Los datos de América Latina reflejan de forma contundente su fracaso, su desafío, el foco, la clave para resolverlo y la herramienta para solucionarlo.


   


  
    	El fracaso | 0,4% es el crecimiento promedio experimentado por la región en el último lustro, el período de menor crecimiento en los últimos cuarenta años (CEPAL, 2019)


    	El desafío | 35% ha sido el promedio de pobreza en Latinoamérica en los últimos cincuenta años.


    	El foco | 99% de las empresas es MIPYME. Ellas generan el 60% del empleo, operan en condiciones de informalidad y solo aportan el 25% del PBI de la región.


    	La clave | Las reglas son tan complejas que ningún país de América Latina se encuentra entre las mejores 50 economías para hacer negocios, según el informe Doing Business, del Banco Mundial, publicado en 2020.


    	La herramienta | Mejorar el servicio público mediante la simplificación y digitalización de trámites implicaría interacciones más rápidas —los trámites digitales son en promedio un 74% más ágiles—, más económicas —entre el 1,5 y el 5% de lo que cuestan los trámites presenciales— y menos vulnerables a la corrupción (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018).

  


  La idea: simplificar y digitalizar


  Hacer negocios en la región tiene que ser fácil y económico, en especial para las MIPYMES, a fin de que el impacto positivo en la creación de empleo y reducción de la pobreza sea mayor. Sin embargo, la realidad de América Latina es la opuesta: con reglas tan complejas, hacer negocios resulta difícil y costoso, por lo que no se genera crecimiento, no se crea empleo y aumenta la pobreza.


  Para mejorar el clima de negocios en la región se propone: (i) simplificar reglas; (ii) reformar instituciones, y (iii) simplificar procesos (trámites).


  En términos prácticos, los gobiernos debieran implementar un programa integral de acciones que contemple: (i) reescribir la mala regulación que obstruye el desarrollo del sector privado y adoptar buenas reglas que faciliten el ciclo de vida de la MIPYME; (ii) reformar las instituciones —estatales— que limitan el desarrollo del sector privado y adoptar una institucionalidad que facilite la operatoria de las MIPYMES en todo su ciclo de vida, y (iii) simplificar —complementariamente a la reforma de la regulación y de la institucionalidad— los procesos asociados a la actividad de las MIPYMES.


  En términos simples, las reformas debieran tener como eje la reducción —al máximo posible— de tiempos, costos y complejidades: todo trámite debe ser online.


   


  
    Ejemplo | Estonia es un caso testigo que representa un modelo de referencia en materia de simplificación y digitalización de los servicios públicos, ha digitalizado casi el 100% de sus servicios. Hace veinticinco años, su gobierno definió el desarrollo digital en el sector público como una política de Estado, con el objetivo de promover el crecimiento económico. Actualmente, Estonia es reconocida a nivel internacional por los logros alcanzados y los resultados obtenidos. Se estima que ha ahorrado en promedio 30 minutos de transacción por ciudadano, lo que implica 5,4 horas de trabajo al año por persona y 7 millones de días por año de la sociedad en su conjunto (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, p. 158).

  


   


  Adicionalmente, los países podrían potenciar sus agendas de reforma y promover en el ámbito regional un esfuerzo coordinado para alcanzar un consenso que mejore el clima de negocios en América Latina. En este sentido, los planes nacionales debieran incluir acciones enfocadas en lograr que todos los países de la región adopten regulación, instituciones y procesos similares para que hacer negocios en Latinoamérica sea simple, sin importar en qué país se realicen.


  La realidad de América Latina es compleja. La pobreza es un problema complicado, multicausal y multidisciplinario, y las soluciones son —en general— abordadas desde enfoques intrincados. El libro propone un abordaje innovador: dejar de lado la complejidad latinoamericana e intentar formas diferentes de hacer las cosas.


  La región tiene que adoptar reglas simples para que hacer negocios sea más fácil y económico que en cualquier otro lugar del mundo, a fin de generar crecimiento, crear empleo y reducir la pobreza.


  La visión: más negocios, menos pobreza


  La propuesta del libro —simplificar las reglas y digitalizar los trámites a fin de colocar el Estado al servicio del sector privado— tiene como objetivo generar el mejor clima de negocios posible en la región, para que las MIPYMES puedan crecer, desarrollar sus planes de negocio en la formalidad, generar empleo y contribuir a disminuir la pobreza en la región.


  El beneficio de la propuesta es claro: generar más empleo y reducir la pobreza. Esto es posible, porque el libro se enfoca en las MIPYMES y en cómo facilitar su operatoria.


  Mejorar la competitividad de las MIPYMES, agilizar su funcionamiento y aumentar su productividad son la clave para crear más empleo y disminuir la pobreza.


  La realidad de las MIPYMES en la región es contundente: (i) operan en mercados locales acotados; (ii) dependen de la evolución de la demanda interna; (iii) funcionan en sectores con bajas barreras para la entrada y salida; (iv) presentan elevadas tasas de mortalidad y natalidad de empresas, y (v) responden a estrategias de autoempleo y supervivencia, más que a dinámicas propias de desarrollo empresarial (CEPAL, 2018, p. 20).


  Promover la reconversión de las MIPYMES e incrementar su potencial de ingresos implican mejorar la situación de las poblaciones más vulnerables, favoreciendo la reducción de la pobreza y la inclusión social.


   


  
    Estadísticas | Entre 2009 y 2013, la cantidad de empresas formales en la región se incrementó un 11% en un contexto de crecimiento económico. Luego, el estancamiento y la caída del PBI en los años siguientes llevaron a una reducción del –4,1% del número de empresas (CEPAL, 2018, p. 15).


    El rol clave de las MIPYMES es proveer empleo, aunque sea de baja calidad, estabilidad y nivel salarial. En la región, el salario promedio de las MIPYMES representa el 40% del de las grandes empresas. En tanto, en la Unión Europea, la proporción alcanza el 60%.


    La situación de las MIPYMES en la Unión Europea contrasta con lo que sucede en América Latina y da cuenta del potencial que tiene este segmento de la economía para contribuir a reducir la pobreza en la región.


    En la Unión Europea, las MIPYMES representan el 56,2% del valor agregado de la economía, mientras que en América Latina el porcentaje alcanza apenas el 25% (CEPAL, 2018, p. 9). La mayor diferencia entre regiones se concentra en el segmento de microempresas.


    En Latinoamérica, las microempresas representan el 88% de las empresas formales, aportan el 27% del empleo y apenas el 3,2% de la producción.


    En tanto, en la Unión Europea, las microempresas constituyen el 93% de las empresas formales, generan el 30% del empleo y aportan el 20% de la producción (CEPAL, 2018, p. 20).

  


   


  El tiempo de encarar el desafío es ahora. En primer lugar, porque la región tiene que dejar atrás su fracaso: no puede seguir conviviendo con la pobreza. En segundo lugar, porque las nuevas generaciones —nuestros hijos y nietos— demandarán una vida en la que desarrollarse sea ágil, simple y económico. No van a aceptar dócilmente perder tiempo haciendo trámites. Van a exigir un vínculo con el Estado que pueda resolverse desde la comodidad de sus casas, desde sus teléfonos inteligentes, en un tiempo breve y con pocas interacciones.


  Las nuevas generaciones —millennials, centennials, alpha y las que vendrán— podrán aprender una disciplina, una habilidad técnica y una cultura del trabajo. Pero resulta anacrónico pretender que aprendan a convivir con un sistema de reglas que dificulten la vida cotidiana, obstaculicen emprender un negocio y complejicen la creación de empleo.


  Las expectativas de las sociedades van evolucionando, como van cambiando la tecnología y la cultura.


  Entender que en los próximos años se exigirá un cambio estructural es el primer paso para tomar dimensión de la urgencia del problema.


  América Latina necesita avanzar con una visión de creación de empleo y reducción de la pobreza para finalmente salir de su fracaso.
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  El desafío: dejar de ser pobres


  Dato: en América Latina, el 31% de la población es pobre, 191.000.000 de personas (CEPAL, 2019).


  Uno de cada tres latinoamericanos es pobre. Esto es así hace décadas. La persistencia de la pobreza trae consecuencias para todas las personas. En la población infantil, la pobreza afecta la nutrición, la salud, la educación y las oportunidades de desarrollo a futuro. Y condena a los más jóvenes a una situación de desigualdad social y a dificultades para acceder al mercado de trabajo. La pobreza profundiza las brechas de desigualdad, impacta negativamente en el crecimiento económico, afecta la vida cotidiana de toda la población y potencia la inseguridad.


  El principal desafío en América Latina es dejar de ser pobres. A tal fin, la región necesita innovar en la fórmula para progresar. Habiendo fracasado todo lo intentado, es clave dejar de insistir en fórmulas recurrentes. Hay que cambiar la perspectiva. Para ello es necesario hacer una pausa y visualizar con capacidad de análisis crítico la realidad que se afronta.


  La realidad de la región fue y es compleja. Sus problemas son complejos. Sus desafíos también. Las soluciones ensayadas a lo largo de su historia han sido intrincadas. Las complejidades de los problemas y de las soluciones están asociadas a una cultura que complica aun más la forma en que aborda sus desafíos. El resultado es malo para América Latina.


  En otras palabras, la pobreza suele abordarse como un problema multicausal desde diferentes disciplinas y políticas públicas: unas vinculadas a incrementar ingresos —programas de transferencia de asignaciones—, otras a mejorar la calidad de vida —programas de infraestructura— y algunas a generar oportunidades —programas de formación profesional e incentivos— para que las personas puedan salir de esa situación. Todos intentos válidos, pero en cuanto a resultados la pobreza persiste. Diferentes esfuerzos —algunos coordinados y muchos descoordinados— que se implementan de forma compleja, discontinuada y a veces sin registro de su impacto.


  Cambiar la perspectiva es empezar a pensar que la región pueda afrontar desafíos complejos desde soluciones que busquen la simpleza.


  En términos simples, las MIPYMES representan el 99% de las empresas de la región y crean el 60% del empleo formal. Entonces, si para dejar de ser pobres hay que crear empleo, el foco de incentivo para el desarrollo económico tiene que ser las MIPYMES. En consecuencia, si la realidad de estas es complicada, el foco de las respuestas debe ser simplificarla. Concretamente, si las reglas para que las MIPYMES crezcan, se desarrollen y creen empleo son complejas, hay que simplificarlas.


  No hay que generar —necesariamente— un modelo de desarrollo para dejar de ser pobres, sino soluciones concretas que prioricen la creación de empleo —a partir del desarrollo del sector privado— y de esa forma facilitar que el área emerja como una región desarrollada.


  Desafío pendiente


  Hace doscientos años que América Latina busca un modelo de crecimiento que le permita desarrollarse para resolver su mayor desafío: la pobreza. El desafío sigue pendiente.


  Con avances y retrocesos, aciertos y desaciertos, la pobreza continúa afectando la vida cotidiana. La realidad es contundente, ya que hace doscientos años que la región no logra un desarrollo económico y social sostenible. Más aún, hace veinte años que está estancada y sin rumbo cierto.


  A lo largo de su historia, América Latina experimentó ciclos políticos y económicos de todas las ideologías y escuelas económicas posibles para lograr su desarrollo. Sin embargo, durante su búsqueda, descuidó el pilar básico para generar crecimiento: incentivar el desarrollo del sector privado, motor del progreso económico. En la actualidad, la región convive con la pobreza y aún falla en comprender cómo lograr mayor competitividad en un mundo cada vez más globalizado a partir de los avances de la tecnología.


  El primer informe Doing Business, del Banco Mundial, un estudio publicado en 2004, ya dejaba en claro que “aunque las políticas macro son indudablemente importantes, existe un consenso cada vez mayor de que la calidad de la regulación empresarial y las instituciones que la hacen cumplir son un determinante importante de la prosperidad” (Banco Mundial, 2004, p. viii).


  La realidad ha demostrado la importancia de la calidad de la regulación empresarial en el desarrollo de las economías. Mientras la región intentó resolver sus problemas, otra parte del mundo progresó aceleradamente. Los países desarrollados continúan con su modelo de crecimiento —por ejemplo, Estados Unidos, Canadá, Japón, Alemania y Francia—, y regiones que hace veinte años estaban atrasadas en su desarrollo son hoy economías pujantes —por ejemplo, Europa del Este y Sudeste Asiático—. Lamentablemente, la totalidad de los países latinoamericanos no logró avanzar de forma sostenible. América Latina sigue estancada en la “periferia” que décadas atrás identificó el economista argentino Raúl Prebisch, sin innovar en soluciones que rompan con esa dinámica.


   


  
    Ejemplo | Raúl Prebisch (1901-1986) fue uno de los primeros economistas en analizar el ciclo económico de la región. Las contribuciones de Prebisch consisten, entre otras, en identificar la dependencia entre el ciclo económico de América Latina y el de los países más desarrollados, a partir de lo cual se produjo el desarrollo de los conceptos de centro-periferia (Caldentey, E. P., Titelman, D., y Carvallo, P). En términos simples, el enfoque de centro-periferia describe la dinámica económica global entre el centro industrial, hegemónico y desarrollado, y la periferia agrícola, subdesarrollada y subordinada. Las transacciones económicas desiguales entre el centro y la periferia son el principal limitante para el desarrollo. La industrialización de la periferia es percibida como la única estrategia para romper con esta dinámica económica global.

  


   


  El desafío de eliminar la pobreza y generar una solución de desarrollo económico y social que impacte en la vida de toda una región presupone visualizar la realidad que se necesita intervenir: América Latina convive con la pobreza, el desempleo y la informalidad.


  La región ha naturalizado que un tercio de la sociedad viva y muera en situación de pobreza, que los políticos sean los principales protagonistas de las decisiones de inversión del sector privado y que las reglas para hacer negocios sean tan complejas que moverse en el “mercado negro” (informalidad), lejos de los impuestos y requisitos que impone el Estado, sea una realidad cotidiana para muchos de sus habitantes.


   


  
    Informe | La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE, 2018) realizó un Foro sobre Competitividad en América Latina y el Caribe. En el marco de la sesión “Economía informal en América Latina y el Caribe: implicancias para políticas de competitividad”, la OCDE estimó que en el período 2010-2014 la informalidad en la región representaba el 40% del PBI.


    Asimismo, si bien existen diferencias respecto de qué se entiende por economía informal, varios trabajos académicos la vinculan con: (i) trabajo no declarado; (ii) evasión fiscal; (iii) empresas que operan sin licencia o fuera de la regulación; (iv) actividades criminales o ilegales, y (v) actividades económicas que se mantienen “ocultas” por motivos monetarios, regulatorios e institucionales. En este marco, no hay cifras uniformes respecto de cuánto representa la informalidad en la región, sino que se vinculan con el concepto que se desea estudiar. Es decir, en función de dónde se ponga el foco (laboral, impositivo, regulatorio).


    La informalidad afecta la productividad y la competitividad de las economías. En este sentido, el informe señala que la economía informal en los países en desarrollo se vincula con actividades de menor escala y asociadas a la supervivencia.

  


   


  La pobreza con la que convivimos en América Latina puede ser constatada por cualquiera de nosotros que decida recorrer alguna de sus principales ciudades: Buenos Aires, Brasilia, Montevideo, Asunción, Sucre, Santiago, Lima, Bogotá, Quito, Caracas, Santo Domingo, San Salvador, La Habana, San José, Ciudad de Guatemala, Tegucigalpa, Managua, Panamá City o Ciudad de México. En cada una de estas ciudades está la síntesis de América Latina.


  Más allá del destino elegido, es probable que veamos la misma imagen: la convivencia natural con la pobreza en las calles, negocios formales junto con informales, personas que compran en la calle el mismo producto que venden en un local en la misma cuadra, o que hacen fila para resolver trámites en el Banco o en alguna dependencia del Estado, empresarios que lidian con decisiones cambiantes de la agenda política a las cuales deben “adaptarse” para sobrevivir, y así podríamos seguir describiendo escenas de la vida cotidiana en Latinoamérica.


  De norte a sur —de México a Chile—, todos los países tienen —mayoritariamente— una cultura que combina aspectos de origen inmigratorio europeo, tradiciones locales y una educación influida por la religión católica apostólica romana. Esto nos dio a los miembros de la región una identidad que se caracteriza como “latina”.


  Cuando llegaron a las Américas, los colonos trasplantaron en los territorios colonizados sus mismas reglas, inspiradas en el Código Civil Francés —conocido como Código Napoleónico—, que tienden a describir, exhaustivamente y con vocación al detalle, un esquema de medidas y excepciones que define qué es legal y qué no. En consecuencia, todos los países de América Latina adoptaron los mismos códigos legales y normas para regular la actividad productiva y tienen un enfoque similar de reglas y excepciones complejo para identificar qué se puede hacer y qué no (Balas, A., La Porta, R., Lopez-de-Silanes, F., y Shleifer, A., 2009).


  En términos simples, América Latina es compleja porque las reglas fundacionales de los países que la integran se originan en sistemas legales que también lo son. Con reglas complejas es difícil dejar de ser pobres.


  A partir de estas reglas fundacionales, los países de América Latina desarrollaron problemáticas recurrentes compartidas que generan desincentivos al progreso:


  
    	Mal clima de negocios.


    	Complejidad burocrática.


    	Ineficiencia de los servicios del Estado.


    	Corrupción.


    	Informalidad.


    	Bajo desarrollo del sector privado.

  


  
    Ejemplo | La crisis del coronavirus evidenció cómo las problemáticas recurrentes de la región no solo desincentivan el progreso, sino que también complejizan la adopción de medidas de contención social y estímulo económico en épocas de crisis, como la experimentada a partir de marzo de 2020.


    Puntualmente, en la Argentina se implementó un Ingreso Familiar de Emergencia destinado a trabajadores informales de bajos ingresos, es decir, un subsidio para los más pobres. El resultado fue contundente: más de 10 millones de argentinos —cerca del 25% de una población de 44 millones de habitantes— se inscribieron para recibir el beneficio.


    La sola inscripción al programa de emergencia evidencia una situación de vulnerabilidad social, que incluye una realidad de informalidad y bajo desarrollo del sector privado. Su implementación presentó otro desafío: cómo acceder al beneficio. El programa de emergencia preveía transferencias a cuentas bancarias. Sin embargo, gran parte de esa sociedad solo administraba dinero en efectivo y se encontraba fuera del sistema financiero. Formalizarlos durante la crisis se transformó en un desafío adicional.


    Los problemas de inclusión financiera —durante la pandemia— también se extendieron a jubilados y pensionados que no operaban a través del sistema bancario online, ya que debieron dejar sus hogares durante la cuarentena obligatoria y trasladarse — físicamente— a sucursales bancarias para cobrar sus beneficios.


    En términos simples, la pandemia del coronavirus hizo evidente la ineficiencia de los servicios del Estado y la informalidad cuando más se necesitaba eficiencia y formalidad.

  


   


  El paso del tiempo complejiza cada una de las problemáticas identificadas, lo que impacta negativamente en el desarrollo del sector privado, la creación de empleo y, en consecuencia, la disminución de la pobreza.


  En la actualidad, América Latina transita el siglo XXI conviviendo —como si fuera “normal”— con la pobreza, el desempleo, la injerencia política y la informalidad, sin haber comprendido aún cómo resolverlos.


  El desafío es no llevar estos temas al siglo XXII. Sin embargo, si se insiste en las mismas dinámicas recurrentes, el resultado posiblemente sea idéntico o tal vez una versión parecida que se ajuste a los nuevos tiempos.


  En la actualidad sería conveniente empezar a cuestionarse aquello a lo que estamos acostumbrados y tomamos como “normal”, pero que ha sido perjudicial para el proceso de desarrollo de la región:


   


  1) Reglas complejas | Los parlamentos de la región aprueban reglas (leyes) complejas, por largas, detallistas y de redacción difícil de entender. Estas normas, a su vez, se presumen conocidas por todos los habitantes del país. Vivir cumpliendo todas las reglas que existen es complejo. Las personas, en su mayoría, las desconocen, no logran entenderlas, y les resulta difícil observarlas.


  ¿Podemos reescribir las reglas para entenderlas y cumplirlas?


   


  2) Estados complejos | Los países de la región generan burocracias basadas en muchos ministerios, con muchas secretarías y muchas direcciones y dependencias públicas. Este fenómeno organizacional reparte burocracias y multiplica procesos en el ámbito nacional y subnacional. Las estructuras del Estado no logran proveer con eficiencia servicios para su población.


  ¿Cómo el Estado puede brindar un servicio público eficiente?


   


  3) Región compleja | Hacer negocios regionalmente en América Latina es complejo, toda vez que las reglas y la interacción con los distintos Estados también lo son. El desarrollo de las MIPYMES está limitado al mercado local. Acceder al mercado regional es complicado y costoso. Si bien cada país es responsable por sus reglas y organización del Estado, para dejar de ser pobres a nivel regional se requiere de una visión compartida sobre los beneficios de simplificarlas a fin de que las MIPYMES puedan hacer negocios, crear empleo y contribuir así a reducir la pobreza.


  ¿Podemos consensuar reglas y herramientas en el ámbito regional para que las MIPYMES puedan hacer negocios fácilmente?


   


  En la actualidad, América Latina se caracteriza por ser un continente de alto riesgo para los negocios a nivel global. Los que hacemos negocios y vivimos en esta región aprendimos a lidiar con altos riesgos políticos, económicos, financieros e institucionales. Por eso, los mismos latinoamericanos son los que más hacen negocios aquí, porque entienden cómo funciona “todo aquello que no funciona” y dónde están los “atajos”.


  Latinoamérica tiene indicadores que la caracterizan como una región con mal clima de negocios: altos costos y complejas burocracias. Muchos impuestos, muchas reglas y muchos trámites hacen que no pueda progresar. En los últimos doscientos años, América Latina no progresó justamente por esas características. En los últimos veinte años, la región quedó rezagada por no generar soluciones a estos desafíos, mientras otras economías implementaron reformas que les permitieron crecer, desarrollarse y generar su propia historia de éxito.


  Cómo progresar


  El conocimiento sobre cómo mejorar las reglas para lograr el desarrollo del sector privado está disponible hace décadas. En 2004, el Banco Mundial lanzó la publicación Doing Business 2004. Understanding Regulation —conocida globalmente como Doing Business—, en la que se analiza el impacto de la regulación económica en el desarrollo de los países.


  La tesis original fue ideada por Simeon Djankov y su equipo del Banco Mundial. Específicamente, lograron determinar —mediante indicadores— los “cuellos de botella” a nivel global para identificar las ineficiencias regulatorias que inciden en el clima de negocios de los países (Banco Mundial, 2004). Cuando se visualiza la ineficiencia y se cuantifican los problemas, el proceso de reforma se simplifica.


  Una buena regulación que promueva la facilidad para hacer negocios sienta las bases para generar desarrollo (Djankov, S., 2009 y 2016).


  Los resultados de los informes Doing Business 2004-2020 señalan que los países con “buena” regulación prosperan, mientras que aquellos con “mala” regulación no lo hacen.


   


  
    Ejemplo | Los primeros informes Doing Business dejaron conclusiones contundentes respecto de las ineficiencias que se generan por la mala regulación y los puntos específicos que deben reformarse (Banco Mundial, 2004, 2005 y 2006):


    (i) Los países pobres son los que más regulan los negocios, y sus empresas enfrentan hasta tres veces más de costos administrativos y cerca del doble de procesos burocráticos y demoras asociadas a estos. Asimismo, los derechos de propiedad en los países pobres están más desprotegidos que en los ricos.


    (ii) La regulación compleja genera malos resultados. En los países con tal regulación, solo aquellos con capacidad económica para emprender un negocio pueden intentarlo. En los países pobres, cerca del 53% de los empleos permanece en la informalidad.


    (iii) En lo que a regulación para hacer negocios respecta: “One size can fit all”.1


    (iv) Las reformas vinculadas con la regulación para hacer negocios deben tratarse como procesos de mejora continua y adoptarse como prácticas rutinarias de los gobiernos.


    (v) Las reformas debieran enfocarse en los siguientes aspectos, que pueden cuantificarse en términos de costo, tiempo y complejidad: a) iniciar un negocio; b) contratar y despedir trabajadores; c) registrar una propiedad; d) acceder al crédito; e) proteger los derechos de los inversores; f) cumplimiento de los contratos, y g) cerrar un negocio.

  


   


  Doing Business también agregó valor para que se entendieran la relevancia y el impacto de un buen clima de negocios como factor determinante del desarrollo de un país. En este sentido, durante la última década, la mayor disponibilidad de datos e información ha generado un aumento en el interés por mejorar los marcos regulatorios para hacer negocios. Algunos estudios (Divanbeigi, R., y Ramalho, R., 2015) han demostrado un vínculo positivo entre los cambios regulatorios que favorecen la facilidad de hacer negocios y el crecimiento económico. Este impacto es aun mayor cuando se pasa de una situación de “mala” regulación a una de mejora significativa.2


  Algunas regiones, como Europa y Asia Central, entendieron el mensaje de Doing Business, reescribieron sus reglas y progresaron, mientras que América Latina no le dio relevancia y sigue sumergida en la pobreza.


   


  
    Ejemplo | Desde el inicio de Doing Business, la región de Europa y Asia Central mejoró su puntuación vinculada con la facilidad de hacer negocios, de 58,8 en 2010 a 73 en 2019. En tanto, América Latina, que en 2010 tenía una puntuación de 57,8, solo mejoró tres puntos y alcanzó los 60,3 en 2019.

  


   


  Cabe destacar que el estudio Doing Business se inspiró en la visión de un economista latinoamericano, Hernando de Soto.


  De Soto identificó, en El otro sendero, los “cuellos de botella” que se afrontan en Perú y son representativos de América Latina, inspirando el estudio de alcance global (De Soto, H., Ghersi, E., y Ghibellini, M., 1987).


  En su libro El misterio del capital (2000), Hernando de Soto también plantea cómo el capitalismo triunfa en el “oeste” —por ejemplo, en Estados Unidos, Canadá, Reino Unido, Francia y Alemania— y fracasa en el resto del mundo —por ejemplo, en Latinoamérica—. Su tesis explica que aquellos países que protegen los derechos de propiedad y logran documentarlos debidamente hacen que sus activos sean un capital “vivo”, es decir, estén en la formalidad y sean multiplicadores de riqueza.


  En contraste, en América Latina —donde no se protegen debidamente los derechos de propiedad y se falla en documentarlos— se genera capital “muerto”, es decir, informal.


  En términos simples, una casa escriturada es “capital vivo” y otra no escriturada es “capital muerto”. Más aún, si escriturar una casa es fácil y no resulta costoso, el propietario también accede al crédito a partir de esa propiedad bien regulada. Pero si escriturarla es difícil y costoso, la casa queda en la informalidad, el “dueño” no accede al crédito y el activo está “muerto”.


  De Soto nos ayudó a entender que América Latina tiene malas reglas. Se consideran así aquellas que no protegen los derechos de propiedad ni facilitan el desarrollo del sector privado. Cuando hay malas reglas, hay pobreza. Las buenas reglas generan orden y progreso, protegen los derechos de propiedad e incluso los derechos del acreedor. Una norma es buena cuando se puede cumplir y tiene sentido con la cultura del país. Latinoamérica aún no adoptó sus propias reglas, sino que las trasplantó desde su origen, y sigue remendándolas sin cuestionar el mal resultado que nos ha dado.


  En términos de De Soto, América Latina tiene mucho activo “muerto”. Hay mucho dinero y activos “en negro” que están “muertos”, es decir, fuera del sistema, sin aportar sustancialmente al progreso de cada país y de la región (De Soto, H., 2001).


  Políticos y académicos latinoamericanos han dedicado su vida profesional a identificar e implementar modelos de desarrollo que ayuden a resolver los problemas estructurales de la región. Sin embargo, la pobreza sigue creciendo y está lejos de reducirse. Existen alternativas —que incluyen mejorar las reglas para favorecer el desarrollo del sector privado— que debieran explorarse. El conocimiento está disponible hace décadas. Depende de América Latina ponerlo en práctica.


  Desafío nacional


  La reducción de la pobreza y la generación de crecimiento a partir del desarrollo del sector privado son dos desafíos conexos que —necesariamente— son parte del mismo ciclo de progreso de cada país.


  El sector privado se desarrolla y crea empleo cuando el sector público regula para facilitar su crecimiento. Son parte de la misma sociedad, de la misma comunidad y del mismo destino. Si ese encuentro falla, la fórmula del desarrollo también.


  En esa búsqueda pasan los años, y los latinos seguimos votando, en cada elección, autoridades que puedan dar soluciones a:


  
    	Cómo generar empleo.


    	Cómo reducir la pobreza.

  


  Lo que está mayoritariamente ausente en cada elección es una visión crítica respecto del “cómo”.


  
    	“Cómo” generar condiciones para facilitar el desarrollo del sector privado y crear empleo.


    	“Cómo” generar empleo de calidad —formal— para reducir la pobreza a partir de la inclusión en el mercado laboral.

  


  Dejar de ser pobres debiera ser una prioridad de Estado, que esté en el centro de los procesos de toma de decisiones entre el sector público y el privado. Para que esa prioridad pueda implementarse, en la práctica, es necesaria la coordinación de sus actores más relevantes:


   


  
    	Políticos y funcionarios públicos (técnicos), que regulen para promover el desarrollo del sector privado y reducir la pobreza.


    	Empresarios y emprendedores, que generen empleo mediante sus negocios.


    	Trabajadores —o empleados, incluso sindicatos—, que se integren al sector privado y produzcan para las empresas.


    	Profesionales y prestadores de servicios, que brinden asistencia al sector privado (por ejemplo, abogados, contadores, escribanos).


    	Miembros de la sociedad civil, que estén comprometidos con los procesos de toma de decisiones que hacen a la vida de cada país.

  


  Para progresar es clave que exista una alineación entre políticos, funcionarios públicos, empresarios, trabajadores, profesionales independientes y miembros de la sociedad civil en la identificación de prioridades. Reducir la pobreza impulsando el desarrollo del sector privado con buena regulación es una prioridad tan básica que no debiera ofrecer resistencias y que tendría que generar un punto de consenso. No es un tema de “izquierda” o “derecha”, de “liberales” o “socialistas”, sino un desafío que trasciende ideologías y que debe ser encarado con visión pragmática.


  Hacer negocios o desarrollar nuestra actividad más afín debiera ser fácil e intuitivo. Emprender, invertir en proyectos, contratar, generar rentabilidad y movilizar capital son actividades que podrían —fácilmente— hacerse dentro de la formalidad.


  En términos simples, tanto un joven que quiera exportar servicios por Internet como un ama de casa que desee vender comidas a sus vecinos debieran poder hacerlo dentro de la formalidad y no quedar relegados a la informalidad.


  El desafío nacional es claro: sector público y privado deben encontrar un punto de coincidencia para reescribir las reglas para hacer negocios y generar desarrollo económico a partir del sector privado.


  Desafío regional


  La reducción de la pobreza y la generación del crecimiento a partir del desarrollo del sector privado son dos desafíos conexos que —necesariamente— deben ser integrados en una visión regional sostenible en el tiempo. Esta visión aún debe construirse porque no existe consenso entre los países sobre principios básicos para el desarrollo económico. Mucho menos, falta priorizar el rol del sector privado como eje de la creación de empleo y consecuente fuente de reducción de pobreza.


  Para romper con los ciclos de “crecimiento-estancamiento” característicos de los países de la región será necesario reescribir las reglas. Mientras se postergue este desafío regional, también se pospondrán las oportunidades de crecimiento.


  Escribir “buenas” reglas es el primer paso para mejorar el clima de negocios, ya que con las actuales seguirán vigentes los mismos problemas.


   


  
    Encuesta | El Informe Latinobarómetro de 2018 señala que, en términos de familias, el 48% declaró que los problemas económicos son su principal preocupación. Es decir, casi la mitad de las familias de la región percibe que los “problemas económicos” —desempleo, pobreza, alimentación, bajos salarios, economía en general— son su mayor inquietud.

  


   


  Las nuevas generaciones podrían vivir en una región con crecimiento sostenido si la generación del siglo XXI generara progreso mediante la adopción de una buena regulación para el desarrollo del sector privado. Caso contrario, seguirán los mismos problemas, o posiblemente peores porque se agravarán por la incidencia de un mayor impacto del cambio climático, los flujos migratorios por crisis humanitarias —por ejemplo, Venezuela, Honduras y Guatemala— y la brecha de crecimiento —en permanente expansión— entre países desarrollados y en vías de desarrollo.


  La pobreza y sus problemas asociados constituyen una situación de emergencia regional que afecta a todos los países, en distinto grado, pero sin discriminación.


   


  
    Encuesta | En el Informe Latinobarómetro de 2018, el resultado neto de la situación económica actual —percepción positiva menos negativa— da cuenta de esta realidad. En 16 países, el resultado neto es negativo respecto de su situación económica, con cifras que van desde –82 puntos en Venezuela hasta –11 puntos porcentuales en Uruguay. Solo Chile tenía un neto positivo de 10 puntos porcentuales en 2018, y Bolivia, un neto neutro de 0 puntos porcentuales. Probablemente, luego de las crisis políticas y sociales experimentadas por ambos países durante 2019-2020, esta situación se haya revertido de forma notoria.

  


   


  El aspecto más grave en la vida cotidiana en América Latina es que nos hemos adaptado a convivir con la pobreza en todas sus expresiones. Nuestras sociedades han aceptado la desigualdad en los hechos. Todos sus habitantes convivimos con la desigualdad, diariamente. En nuestra región se “administra” la realidad de pobreza, que ya es parte de un escenario que parece “inmodificable”, al menos en el tiempo de vida de cada uno.


  Cada país de la región tiene desafíos nacionales. No todos se enfrentan a los mismos retos.


   


  
    Ejemplo | La Argentina sigue con crisis de deuda; Chile, con desigualdad social; Bolivia, con desintegración social; Brasil, con corrupción y complejo federalismo; Venezuela, con autoritarismo y crisis humanitaria. Perú intenta estructurar un buen clima de negocios en un frágil clima institucional. Guatemala, Honduras y El Salvador administran la realidad del narcotráfico, y México se debate sobre su lugar estratégico dentro de la región.

  


   


  Sin embargo, todos los países —literalmente todos—, en mayor o en menor medida, tienen una realidad de pobreza crónica a resolver por encima de sus desafíos nacionales. La pobreza está tanto en México como en Honduras y en Chile. Por más que sea menor en uno que en otro, debiera ser prioritario resolverlo con visión y estrategia regionales, desde la propia iniciativa interna latinoamericana.


  En concreto, los problemas de uno los resuelve uno, siempre. Cuando hay un conflicto “familiar” pasa igual. Así ocurre en América Latina: se resuelve “en casa” o no se resuelve. Se soluciona con protagonismo propio, o seguiremos viendo la “administración” de esta pobreza estructural en los próximos siglos, mientras emergen otros países, pero no los de esta región.


  América Latina necesita salir de la actitud pasiva frente a su proceso de desarrollo, generar su momento “extraordinario”, diseñar su propia gobernanza regional, precisar su identidad institucional y reescribir sus reglas para ser competitiva a nivel global.


  Hoy en día, la región no tiene un norte claro. Y este no es necesariamente un tema de líderes coordinados, sino de un consenso en torno de las principales prioridades compartidas bajo una visión superadora a largo plazo. Reducir la pobreza y tener clara la prioridad de alcanzar esa meta parece un “norte” razonable y concreto.


  El desafío regional es innovar en la solución a la pobreza. Pensar y hacer distinto, es decir, reformar lo que no funciona por algo que sí lo haga.


  El desafío regional es romper con los ciclos viciosos que no generan avances. ¿Cómo romper con esta dinámica? Hay que entender el problema, diagnosticarlo y modificar lo que está “mal” para que esté “bien”. En este sentido, la solución es clara: se necesita cambiar las reglas. Las reglas dirigen los comportamientos para la correcta realización de una acción o el correcto desarrollo de una actividad.


  Las reglas que tienen actualmente los países de la región no incentivan la actividad productiva. América Latina tiene que lograr que hacer negocios allí sea simple, económico y ágil.


  En una región con el 53% de informalidad laboral, la disminución de la pobreza y la generación de empleo tienen que basarse en normas que favorezcan la realización de emprendimientos y el funcionamiento de empresas de forma ágil y en el mercado formal. Si las reglas actuales crean un 53% de informalidad laboral, entonces están mal.


  Los países latinoamericanos tienen que crear reglas, desde una mirada propia, para poder desarrollarse basados en el sector privado, generar empleo y disminuir la pobreza.


   


  
    Ejemplo | En el marco de la crisis generada por el coronavirus, la CEPAL analizó los impactos de la pandemia en la región y destacó los desafíos adicionales que enfrentará en el corto, mediano y largo plazo. En este sentido, con foco en el sector privado, recomendó: (i) fortalecer los espacios regionales y las complementariedades entre los sistemas productivos de los países de la región a fin de disminuir la vulnerabilidad externa de América Latina ante shocks externos; (ii) diversificar la estructura económica, y (iii) potenciar la integración productiva y comercial. (CEPAL, 2020)

  


  Desafío global


  La pandemia de COVID-19 cambió la dinámica económica del mundo y dio inicio a una nueva era que presenta desafíos globales, que tendrán impacto en América Latina. El COVID-19 llegó en un momento en que la economía mundial se desaceleraba (CEPAL, 2020), pero generó un escenario único: una desaceleración global en simultáneo, sin precedentes, en el marco de una incertidumbre prolongada.


  El impacto del coronavirus aún es incierto y será motivo de evaluación cuando hayan pasado muchas décadas. Sus embates directos de corto y mediano plazo son aún inestimables. El FMI (2020) previó —inicialmente— una contracción global de –3%, trazando un escenario de crisis global solo comparable con la Gran Depresión. Más aún, inversores como Ray Dalio (Bridgewater) también proyectan que este ciclo de la historia puede encontrar comparación con el período 1930-1945, que devino en un nuevo orden global.


  Sin embargo, comparaciones con la Gran Depresión o el eventual impacto que podría haber tenido una “Tercera Guerra Mundial” no contribuyen a dimensionar el foco del reto por delante: una peste detuvo al mundo, puso en evidencia la fragilidad de los Estados en el siglo XXI a nivel global y resaltó los desafíos pendientes.


  Los sistemas de salud, los mercados financieros y las herramientas de contención social no han podido dar una respuesta a la magnitud y velocidad del problema. A partir de esa realidad, contrastada por 7 mil millones de personas en el mundo en simultáneo, se da inicio a un nuevo tiempo en el que el cuidado del medio ambiente, la protección de los más vulnerables y la calidad de los sistemas de salud se convertirán en prioridades a largo plazo.


  Los países más desarrollados priorizarán sus agendas nacionales más emergentes —como resulta en cada crisis—, contribuyendo con medidas de mitigación de impacto en las economías emergentes, es decir, en los países más pobres. Sin embargo, en una crisis global en simultáneo, como la de COVID-19, América Latina se encuentra en un terreno nuevo: debiera pretender poco del mundo. Por primera vez, realmente, depende de sí misma para generar sus propias soluciones.


  Idea innovadora


  La necesidad de innovación es clara. Para dejar de ser pobres y efectivamente generar desarrollo hay que estar abierto a un nuevo rol del Estado, uno que esté al servicio del sector privado como nunca antes. Un Estado que facilite que los privados generen abundante empleo y hagan negocios —en todos los sectores—, como regla general del crecimiento económico.


  La idea innovadora para progresar es que en América Latina se simplifiquen las reglas a fin de establecer el mejor clima de negocios, con foco en la MIPYME. Es decir, todo tiene que ser tan intuitivo, simple y económico que, ante la duda, cada habitante se anime a iniciar su proyecto, idea, emprendimiento o inversión.


  Específicamente, desde su rol central para regular la actividad económica, el Estado puede impulsar el desarrollo mediante reglas que favorezcan el crecimiento del sector privado y, en consecuencia, la creación de empleo y reducción de la pobreza.


  Detrás de esta idea hay aspectos clave:


  
    	Rol del Estado | En América Latina, el Estado es la organización política que establece reglas dentro de su territorio bajo modelos democráticos que siguen siendo frágiles porque en doscientos años no han logrado éxito en su propósito de acelerar el proceso de desarrollo económico y social de sus países.


    	Buena regulación | El Estado puede hacer que la actividad privada tenga reglas tan claras y simples, que faciliten más negocios.


    	Desarrollo del sector privado | Es clave que el Estado promueva la actividad empresarial o emprendedora y mejore las condiciones de todos los sectores de la economía por igual para hacer negocios, y así crear empleo.


    	Generar empleo | El emprendedor o empresario desarrolla su actividad de forma satisfactoria y —en su proceso de crecimiento— contrata personas —trabajadores o prestadores de servicios—, que ganan dinero y así acceden —todos— a una mejor calidad de vida. Cuantas más personas aumenten su calidad de vida en virtud de estar insertas en el mundo del trabajo formal, menos quedarán en la informalidad y la pobreza.


    	Reducir la pobreza | En América Latina, la pobreza está compuesta por un universo de más de 191 millones de personas (CEPAL, 2019).

  


  La lógica es clara: el Estado puede facilitar los negocios para que el sector privado crezca y genere empleo. Cuanto más aumente el empleo, menor margen hay para la pobreza.


  Para eso, América Latina tiene que modernizar su concepción del Estado y su forma de interacción con el sector privado. Sus gobiernos pueden alcanzar coincidencias claras —más allá de las coyunturas de cada país— en una agenda común, un mínimo punto de encuentro para construir una visión y una estrategia regionales: adoptar buena regulación que permita que el sector privado florezca.


  La eliminación de la mayor cantidad de impuestos, reglas y trámites permitiría que en la región se hicieran negocios de forma simple, fácil y económica, integrando fundamentalmente a todos los que están por fuera de la economía formal, en especial los pobres.


  Los costos de no innovar en las recetas intentadas hasta el presente y de no reescribir las reglas son altos: mayor pobreza, mayor desempleo y mayor informalidad.


  De “difícil” a “fácil”


  Hacer negocios en América Latina tiene que ser sencillo, en particular para los latinoamericanos. La eficiencia —que no es de “izquierda” ni de “derecha”— debe convertirse en el pilar básico para consolidar el mejor clima de negocios.


  Todas las actividades económicas de cada sector en América Latina debieran hacerse en su formato más fácil y económico:


  
    	Cada Estado debiera tener un único portal para todos los trámites.


    	La totalidad de los trámites que dependen del Estado debieran ser online.


    	La creación de una empresa debiera hacerse en un solo trámite (online), instantáneo y gratuito, para facilitar el inicio de la actividad económica en la formalidad.


    	El Estado debiera promover una cultura de contratos entre privados para que ellos mismos regulen sus derechos y obligaciones —por ejemplo, plazos y términos de mutuo acuerdo, o alquileres con plazos y términos acordados por las partes.


    	Simplificar el sistema impositivo para que individuos y empresas de la región tengan un esquema de impuestos simple y competitivo —que posiblemente sea un impuesto universal y plano que no ofrezca interpretación alguna; por ejemplo, impuesto corporativo del 10% e impuesto único al individuo del 10% de su ingreso.


    	Digitalizar la totalidad de las actividades comerciales para operar integralmente desde un teléfono inteligente.

  


  La meta es clara: transformar una realidad “difícil” en “fácil”:


  
    	En América Latina, la gente elude impuestos todo lo que puede. Se convive con múltiples tributos, múltiples reglas y múltiples excepciones. Busquemos el impuesto mínimo y más simple posible y avancemos con algo que funcione.


    	Crear una sociedad comercial es difícil y costoso. Tener una empresa —en regla— en la región es un desafío épico que quedó al servicio de los más ricos o profesionales, o de aquellos que acuden a “atajos” para destrabar las dificultades que el sistema presenta.


    	Todo emprendedor aprende el concepto de convivir entre la informalidad y la formalidad apenas se inicia.

  


  Cambiar la realidad para “bien” implica reformar para hacer todo más “fácil”.


  En esta región dominada por la MIPYME es clave simplificar su operatoria para incentivar que la totalidad de la actividad económica esté en la formalidad, en lugar de fijar reglas complejas que dejan a la mayoría afuera, es decir, en la informalidad.


  Más aún, no alcanza solo con facilitar la formalización de microempresas. Hay evidencia que señala que esto no tiene el impacto esperado, es decir que continúan en la informalidad (Bruhn, M., y McKenzie, D., 2014). Las reformas deben enfocarse en todo el ciclo de vida de las MIPYMES. No basta con facilitar su “nacimiento”, hay que facilitarles la “vida”.


  El desarrollo del sector privado, para generar empleo y reducir la pobreza, requiere que el sector público le provea servicios que mayormente no da hoy en la región: reglas claras, bajos costos y trámites simples. La tecnología actual permite instrumentar este enfoque como nunca antes: todo debiera estar al alcance de un teléfono móvil.


  Las ideas están. La tecnología está. La duda es la capacidad de innovación de América Latina para resolver su propio desafío.


  El paso para un cambio cultural —de la cultura “difícil” a la “fácil”— empieza por demandar del Estado su total innovación para ofrecer regulación simple, organización simple y servicios integralmente digitalizados que faciliten el desarrollo del sector privado. El Estado, por su parte, tiene —como nunca antes— la posibilidad de evolucionar en beneficio de sus habitantes.


  Aquellos líderes políticos que entiendan que esta es la agenda del futuro lograrán que sus países sean pioneros en el proceso de desarrollo y podrán trascender en la historia, algo que la mayoría de los políticos busca.


  En América Latina toda interacción con el Estado se presume difícil, lo cual incentiva permanentemente a la informalidad.


   


  
    Ejemplo |


    (i) Abrir una empresa requiere de múltiples trámites y la participación de abogado, contador y notario.


    (ii) Las contrataciones de trabajo mayormente tienen regulaciones complejas y cargas sociales costosas, que hacen que los empresarios —en especial en el sector MIPYME— funcionen parcialmente en la informalidad.


    (iii) Los alquileres generalmente son regulados por leyes que presumen plazos mínimos (dos o tres años) y garantías formales —inmobiliarias en su mayoría— que limitan el volumen de operaciones.


    (iv) Los impuestos complejos, múltiples y con reglas que cambian frecuentemente son un desincentivo para el emprendedor, empleador, empleado e inversor por igual.

  


   


  Estos ejemplos son simbólicos, pero sintetizan lo difícil que es crear emprendimientos que generen desarrollo y —por ende— empleo en la región.


  En América Latina, desde lo más elemental hasta lo más complejo, todo es difícil. En términos simples, cobrar un cheque sin fondos es difícil; divorciarse es difícil; cerrar un negocio no rentable es difícil.


  La región tiende a esperar “soluciones mágicas”. Sin embargo, las soluciones se generan. Latinoamérica tiene que convertir su camino en “fácil” para acelerar la velocidad de su proceso de desarrollo, expandir la magnitud de su progreso y actuar en consecuencia para dejar de ser pobre.


  Nuevas generaciones3


  La mejor forma para comprender la importancia de afrontar el desafío de dejar de ser pobres —mediante regulación simple, organización simple y servicios integralmente digitalizados— es a partir de interpretar las demandas de las generaciones futuras.


  Los millennials, los centennials y las generaciones futuras demandarán vincularse con el Estado de otra forma. Afrontar el desafío y comenzar a implementar las reformas pensando en cómo dejar un mejor servicio para las nuevas generaciones es fundamental para su éxito.


  En 2020, los millennials tienen entre 19 y 32 años. Según la revista Forbes, en 2025 representarán el 75% de la fuerza laboral mundial. Los millennials son la generación de la flexibilidad, necesitan el soporte tecnológico y se adaptan rápido a los cambios. Asimismo, buscan crecer rápido y viven el momento.


  Los centennials todavía no han entrado en el mercado laboral. Nacieron a partir de 1997, con los dispositivos móviles a disposición. Siempre han tenido a mano el acceso a la información de manera inmediata. Tienen una visión más pragmática y menos idealista. Prefieren innovar y crear ellos mismos sus propios sistemas. Se trata de una generación que vive el afuera, pero sin moverse de su casa.


  Los millennials son la generación del home office, mientras que los centennials buscarán emplearse por “proyecto”.


  Qué difícil será para las próximas generaciones de América Latina emplearse por proyecto en condiciones formales si abrir una empresa, contratar empleados y cerrarla resulta todavía tan complicado, insume tiempo y es costoso.


  Las nuevas generaciones nos obligarán a pensar otras formas de formalizar los vínculos laborales. Los centennials creen en las comunidades digitales, funcionan en red. En su mayoría desean ser emprendedores y tener su propio negocio. Viven en constante contacto con la tecnología, a la cual perciben como una herramienta que les da libertad y que estimula la productividad. Valoran la singularidad, y los productos para ellos serán cada vez más personalizados.


  Es de esperar que esta generación, cuando llegue al mercado laboral o quiera comenzar su propio negocio, demande del gobierno una mayor flexibilidad para emprender y vincularse a su vez con colegas y socios de otros países de Latinoamérica.


  Los gobiernos de la región deberán dar respuesta a emprendedores que se conocieron por una plataforma virtual y que desean innovar en alguna industria creando una empresa por un tiempo determinado, para producir un servicio o producto, y que luego desaparecerá. Y así sucesivamente.


  La tecnología no puede faltar. Es una generación que no conoce el mundo sin teléfonos celulares, sin conexión, y para la cual la inmediatez tiene un valor muy importante.


  ¿Llenar formularios? ¿Presentar papeles? ¿Esperar para emprender un negocio? ¿Relaciones laborales complejas?


  O los gobiernos de la región comienzan a brindar respuestas a estas nuevas generaciones, o ellas buscarán soluciones propias en otros continentes o por fuera de la regulación del Estado. Y las generaciones subsiguientes (¿pandennials?) seguirán demandando aún mayor innovación, desconociendo un mundo con reglas gestadas en otra era.


  Para enfrentar el desafío será clave incluirlos. A diferencia de los millennials, los centennials parecieran querer dejar su sello en este mundo. Es una generación con mayor compromiso político y social, con conciencia de la injusticia social que hay en el mundo y en la región, y actúa en consecuencia exigiendo respuestas a esas situaciones.


  Escucharlos e integrarlos, a la hora de generar una solución para dejar de ser pobres en América Latina, será clave para el éxito —o no— de las reformas.


  
    
      1. En general se argumenta que la regulación no es replicable en todos los países. Los estudios de Doing Business han revelado que, en términos de cómo regular para generar un buen clima de inversiones y negocios, sí pueden establecerse ciertas normas “estandard” para todas las naciones.

    


    
      2. Los resultados de los estudios destacan que las regulaciones con mayor impacto sobre el crecimiento son las vinculadas con la apertura y el cierre de empresas y con el mercado crediticio (Divanbeigi, R., y Ramalho, R., 2015).

    


    
      3. Esta sección se elaboró sobre la base de Silles M. C., “Quiénes son los centennials”, Perfil.com, https://www.perfil.com/noticias/sociedad/quienes-son-centennials-generacion-z.phtml, extraído el 10 de febrero de 2020; Vargas, I., “¿Listos para contratar a los centennials?”, Glocal Thinking, https://www.glocalthinking.com/listos-para-contratar-a-los-centennials, extraído el 10 de febrero de 2020; Urien, P., “El fin del reinado millennial: ya llega la generación like”, La Nación, https://www.lanacion.com.ar/economia/empleos/el-fin-del-reinado-millennial-ya-llega-la-generacion-like-nid2036869, extraído el 10 de febrero de 2020.

    

  


  
    3

  


  El foco: el sector privado


  Dato: las MIPYMES representan el 99% de las empresas formales de América Latina y generan el 60% del empleo formal, pero solo representan el 25% del producto bruto interno de la región (CEPAL, 2018).


   


   


  Las economías de América Latina han fracasado —recurrentemente— en eliminar su pobreza y en promover el desarrollo del sector privado como motor de la economía y creador de empleo. Es clave que la región identifique los beneficios de adoptar una buena regulación para establecer el mejor clima de negocios y generar un progreso sostenible, y no insistir con recetas que han fracasado.


  Sector privado es prácticamente sinónimo de MIPYME en América Latina. Si bien cada país tiene sus parámetros para determinar cada categoría, se puede definir a las MIPYMES como aquellas empresas que van desde un formato unipersonal (micro) hasta emplear alrededor de 200 trabajadores (mediana).


  Las MIPYMES representan el 99% de las empresas formales en América Latina y generan el 60% del empleo formal en la región. Sin embargo, solo representan el 25% del producto bruto interno latinoamericano. Es decir, tienen enorme relevancia en la vida cotidiana de sus habitantes, pero aportan relativamente poco al crecimiento regional de la economía.


  Esta situación —alta contribución al empleo y bajo aporte a la producción— expresa las diferencias —en la capacidad de cada empresa— existentes en la estructura productiva de cada país.


  Las diferencias de productividad implican disparidades en las capacidades de las empresas —algunas requieren demasiados recursos para elaborar un bien de poco valor—. Las empresas de baja productividad tienen poca capacidad de negociación con clientes y proveedores, bajo acceso a cadenas de valor y, finalmente, baja movilidad ocupacional ascendente —es decir, bajo progreso— (CEPAL, 2018).


  En términos simples, lo que se produce y la forma en que se organiza la región para hacerlo generan desigualdad social.


  Si no se innova en la regulación para reducir estas diferencias, la competitividad de las economías de la región seguirá baja, y los círculos viciosos de bajo crecimiento, pobreza y estancamiento estructural persistirán.


  Por eso, el foco en las MIPYMES es clave para romper con el círculo vicioso y lograr el cambio estructural necesario para salir del fracaso, generar empleo y reducir la pobreza.


  Si con mala regulación las MIPYMES aportan el 25% del producto, con una buena regulación su aporte para generar desarrollo sería contundente.


  Es evidente que la adopción de buena regulación debe enfocarse en potenciar el rol central de las MIPYMES para generar una nueva dinámica de desarrollo que posibilite crecimiento económico rápido, continuo, inclusivo y sostenible (CEPAL, 2018).


  La micro y la macro; la macro y la micro


  Para entender las dificultades, necesidades y potencialidades de la microeconomía —las MIPYMES— resulta necesario entender la macroeconomía en la que operan y cómo la microeconomía se vincula con la macroeconomía, y a la inversa.


  Las economías son frágiles cuando el sector privado no logra desarrollarse en términos de ingreso, capacidad productiva y competitividad. El sector privado no se desarrolla cuando el clima de negocios en el que busca progresar es adverso, es decir, al empresario o emprendedor se le hace difícil crear una empresa, mantener su funcionamiento y cerrarla. A su vez, un mal clima de negocios surge cuando el Estado toma decisiones e implementa políticas —o las cambia todo el tiempo— que dificultan el desarrollo del sector privado; por ejemplo, altos impuestos o muchos trámites para obtener una licencia.


  Por lo tanto, las políticas y la regulación del Estado pueden tener incidencia directa en la fragilidad de las economías toda vez que impactan en el clima de negocios y en el desarrollo del sector privado, aumentando su vulnerabilidad, limitando su crecimiento y obstruyendo la generación de empleo.


  En las últimas décadas, los gobiernos de la región han reconocido la importancia de las MIPYMES en la economía por medio de: (i) legislación tributaria y administrativa para facilitar la creación y formalización de las MIPYMES a bajo costo; (ii) creación de instrumentos de fomento; (iii) programas de apoyo, y (iv) institucionalidad específica para apoyar el desarrollo de las MIPYMES (CEPAL, 2018).


  No obstante, los resultados son insuficientes. Las MIPYMES continúan presentando las mismas debilidades de las últimas décadas:


  
    	Baja contribución a las exportaciones.


    	Participación marginal en relaciones productivas con grandes empresas.


    	No participan de mercados dinámicos.


    	No acceden al mercado de crédito para invertir y crecer.


    	No se integran de forma asociativa con otras empresas para generar economías de escala.


    	Utilizan tecnología obsoleta y poco productiva en sus procesos.

  


  Estas dificultades reflejan las fragilidades del sector privado en la región y su imposibilidad de alcanzar niveles elevados de ingresos, capacidad productiva y competitividad.


  Si bien, al mirar doscientos años hacia atrás, puede observarse un modesto progreso, América Latina se aleja cada vez más de los casos de éxito que ofrece el mundo.


   


  
    Ejemplo | En los últimos quince años, los países de América Latina han empeorado su clima de negocios, en comparación con regiones como Europa del Este y Asia Central, donde los indicadores vinculados con facilidades para hacer negocios han experimentado avances continuos como resultado de la implementación de reformas que mejoran las condiciones para realizar negocios en estas economías. El último informe Doing Business (2019) señala que la zona de “América Latina y el Caribe también está rezagada en términos de implementación e impacto de la reforma. Ninguna economía de esta región apareció en el top 10 de la lista de países con mayores reformas en los últimos dos años. Además, ni una sola economía en América Latina y el Caribe se encuentra entre los primeros 50 en cuanto a la facilidad haciendo negocios. El líder regional en la facilidad para hacer negocios, México, todavía está casi 12 puntos porcentuales por debajo del puntaje promedio de 10 economías que mejor se ubican en el ránking” (p. 11).

  


   


  Desde principios del siglo XXI, la región ha experimentado un mayor progreso en su crecimiento económico, pero los avances socioeconómicos se estancaron en 2008 —por el impacto de la crisis financiera global— y comenzaron a disminuir desde 2011 (McMillan, M., Rodrik, D., y Sepúlveda, C., 2017). En términos estructurales, la productividad de la región se mantiene en niveles insuficientes, limitando la reducción de la pobreza y la desigualdad de ingresos (CEPAL, 2019).


  Al respecto, si bien existen casos de países que han experimentado episodios de rápido crecimiento y han alcanzado niveles de ingreso per cápita relativamente altos en determinados períodos, la regla ha sido que no han logrado mantener las altas tasas de crecimiento después de cierto tiempo. Asimismo, estos “espasmos” de crecimiento han sido seguidos, generalmente, de profundas crisis que los han alejado del mundo desarrollado.


   


  
    Ejemplo | Algunos de estos “milagros” han durado períodos de tiempo no despreciables; en particular, los de Argentina en los tres decenios anteriores a la Primera Guerra Mundial; Venezuela entre las décadas de 1920 y 1960, y Brasil y México durante los cuatro decenios anteriores a la crisis de la deuda de 1980 (Bértola, L., y Ocampo, J. A., 2010).

  


   


  Para superar estos espasmos de crecimiento, la microeconomía y la macroeconomía de los países de la región deben vencer los siguientes desafíos: (i) puntuales: baja productividad, competitividad y eficiencia, y (ii) estructurales: alta informalidad laboral y fiscal.


  El problema con las MIPYMES de América Latina no es que se crean pocas empresas, sino que su crecimiento resulta escaso y el empleo que generan es mayoritariamente de mala calidad. Esta situación tiene explicaciones puntuales, pero en realidad hacer negocios en la región es difícil porque el sector privado —“la microeconomía”— debe sobrevivir a:


  
    	Ciclos económicos que desalientan cualquier tipo de inversión o innovación.


    	Ciclos políticos que cambian reglas constantemente y no generan consensos básicos de largo plazo para el desarrollo del sector privado.


    	Mala regulación —obstáculos burocráticos—, que solo puede ser enfrentada por las grandes empresas y por aquellos sectores que tienen una ventaja natural para competir en el mercado externo.

  


  La microeconomía y la macroeconomía están vinculadas entre sí. El crecimiento de las MIPYMES —la micro— impacta en el desarrollo de la economía —la macro—. Las MIPYMES tienen sus propios desafíos para desarrollar su actividad, pero si —adicionalmente— el contexto macro y el clima de negocios son malos, las probabilidades de que la MIPYME —la micro— apuntale a la macro, genere empleo y potencie el crecimiento se diluyen.


  Ciclos globales y regionales


  La dinámica de las economías del mundo está marcada por ciclos de expansión y contracción del nivel de actividad. Si bien cada área y cada país tienen su dinámica propia, existen comportamientos que pueden generalizarse en el ámbito regional.


  En la actualidad, los países de la región no han logrado resolver las fragilidades que les impiden aprovechar las fases de expansión de sus ciclos económicos para promover el crecimiento y desarrollo de la economía basado en el sector privado. Este desafío tendrá incidencia directa en las posibilidades de progreso a futuro.


  En el caso de América Latina, los ciclos tienen una correlación positiva entre sus países y con el resto del mundo. Es decir, sus expansiones y contracciones coinciden con las de las demás economías. En términos generales: si al mundo le va bien, a la región le va bien, y a la inversa.


  En términos de duración e intensidad, los ciclos económicos de la región se han caracterizado por las siguientes dinámicas:


  
    	La duración de la fase recesiva, al igual que en otras regiones en desarrollo, tiene una amplitud mayor que en países desarrollados.
 En términos simples, los tiempos de crisis duran más que en otras regiones.


    	La intensidad de la contracción es, en general, menor para América Latina en relación con otras regiones del mundo en desarrollo.. 
En términos simples, la región tiene crisis más moderadas, con las que convive más tiempo.


    	La duración e intensidad de las fases de expansión es más corta y menos fuerte que en otras regiones en desarrollo.
 En términos simples, los tiempos de bonanza son más breves y de menor impacto.

  


  
    Ejemplo | La evidencia muestra que la duración de las expansiones, así como su intensidad, tiende a ser inferior a la de otras regiones. América Latina tiene el crecimiento promedio más débil en la fase de aceleración y desaceleración, en comparación con las otras regiones del mundo en desarrollo. La tasa de crecimiento durante la fase de aceleración es de 5% para América Latina, mientras que llega a situarse en 7% para las regiones de Asia del Este y Pacífico y en 6% para los otros países emergentes ( Caldentey, E. P., Titelman, D., y Carvallo, P.).

  


   


  En este sentido, las economías de la región han tenido dificultades para sostener las fases de expansión del ciclo y no han podido aprovechar las etapas de crecimiento para mejorar el nivel de vida y generar economías sólidas.


  Las crisis se prolongan, mientras que los tiempos de bonanza son más breves que lo necesario para lograr trascender en términos de progreso regional.


  La corta duración de las fases de expansión genera dificultades para revertir los efectos negativos de las recesiones sobre la estructura productiva, lo que se traduce en un bajo crecimiento promedio de América Latina en los últimos veinte años (Caldentey, E. P., Titelman, D., y Carvallo, P.).


   


  
    Ejemplo | La crisis del coronavirus se dio en un contexto de debilitamiento de la economía mundial. En este marco, la CEPAL estimó los siguientes impactos de corto plazo en América Latina: mayor desempleo y precarización laboral; caída de salarios e ingresos con impacto en el consumo; aumento de la pobreza y la pobreza extrema; mayores costos asociados al sistema de salud. En el mediano y largo plazo prevé: quiebras de empresas; reducción de la inversión privada; menor crecimiento económico; menor integración en cadenas de valor; deterioro de las capacidades productivas y del capital humano (CEPAL, 2020).

  


   


  En síntesis, es clave comprender la dinámica de los ciclos económicos de la región para dimensionar los desafíos del contexto en el que opera el sector privado, en especial las MIPYME. Simplificar las reglas que impactan en el ciclo de vida de las MIPYMES facilita que estas puedan gestionar a su favor las fluctuaciones de los ciclos económicos globales, regionales y locales que dan contexto a su universo de operaciones.


  Determinantes de los ciclos económicos


  Los ciclos económicos de la región se han caracterizado —en la fase expansiva de crecimiento y en la recesiva de contracción— por los siguientes determinantes.


  DETERMINANTE I
 ESTRUCTURA PRODUCTIVA Y MODELO DE COMERCIO EXTERIOR


  El crecimiento de los países de América Latina tiene como sustento una estructura productiva basada en los recursos naturales. En términos simples, la región vende —con la mayor innovación posible— lo que saca de la tierra.


  Las estructuras productivas de la región pueden sintetizarse en las siguientes:


  
    	Agroindustriales.


    	Petroleras.


    	Mineras.


    	Maquiladoras.

  


   


  La inserción de la región en la economía mundial se basó en estas estructuras, exponiéndola a cambios bruscos de oferta y demanda, así como a la alta volatilidad de precios internacionales. En períodos de crecimiento de la demanda y de los precios de productos básicos, los países exportadores de la región se han beneficiado. Por el contrario, estos se han perjudicado en tiempos de crisis internacional, con caídas de la demanda y de los precios.


  Esta dinámica se ve potenciada, además, por la alta concentración del comercio exterior en pocos bienes, que ha incrementado la exposición a los cambios en la demanda y en los precios, tornando difícil la adaptación a circunstancias cambiantes.1


  La concentración de las exportaciones en sectores primarios, extractivos y con bajo nivel de sofisticación crea estructuras exportadoras que no generan encadenamientos con el resto de la economía doméstica y presenta fuertes barreras a la entrada de otros agentes económicos, debido a la naturaleza capital-intensiva de las exportaciones. Esta situación hace que sea muy difícil para las MIPYMES conectarse con mercados internacionales.


  Las dificultades de las MIPYMES se amplifican, además, por las condiciones adversas que enfrentan localmente para desarrollarse: (i) obstáculos para emprender un negocio; (ii) complejidad para acceder al financiamiento; (iii) elevados costos de transacción; (iv) baja productividad, y (v) bajo desarrollo de cadenas de valor.


  En contraste con lo que ocurre en la región, las economías más dinámicas a nivel global son aquellas en las que: (i) el proceso de diversificación productiva es más rápido; (ii) hay más participación de la industria en la estructura productiva, y (iii) existe mayor participación en las exportaciones de manufacturas con contenido tecnológico (Bértola, L., y Ocampo, J. A., 2010).


  Existe evidencia que vincula positivamente el grado de apertura de las economías con el ingreso per cápita. Específicamente, el comercio externo genera mejoras en las economías que muestran un marco regulatorio más flexible y no en las más rígidas. Tanto es así que la regulación empresarial es más importante que el desarrollo financiero, la educación superior o el Estado de derecho como política complementaria a la liberalización del comercio (Freund, C., y Bolaky, B., 2008).


  En síntesis, la forma en que la región ha desarrollado su estructura productiva y se ha insertado en los mercados externos impacta negativamente en las MIPYMES. Los problemas de productividad y de escasas ventajas competitivas de las MIPYMES limitan su participación en el comercio exterior y sus posibilidades de mejorar su aporte al crecimiento.


  A su vez, los sectores exportadores —con un mayor aporte al crecimiento— han generado un bajo nivel de encadenamiento, limitando las posibilidades de que las MIPYMES tengan una significativa participación en el comercio exterior, que —a su vez— les permita potenciar su aporte al crecimiento y desarrollo de la región.


  DETERMINANTE II
 INTEGRACIÓN FINANCIERA GLOBAL


  El flujo internacional de capitales hacia los países en desarrollo tiene un comportamiento pro cíclico, que potencia los períodos de expansión, pero profundiza los de recesión. En términos simples, los problemas financieros del mundo se traducen en dificultades económicas para la región.


  En este sentido, los ciclos expansivos han tendido a ampliarse con la entrada de capitales, y los ciclos de contracción de la economía internacional —con sus efectos negativos en caídas de la demanda y de los precios de los productos básicos— se han amplificado por la retracción y salida de los flujos de capital.


  Complementariamente, la integración financiera global ha intensificado la frecuencia y magnitud de las crisis financieras, crisis de deuda externa, crisis de balanza de pagos —reflejadas en los ajustes del tipo de cambio— y crisis bancarias. Por un lado, porque las crisis financieras internacionales impactan negativamente en la región. Por el otro, porque los propios países latinoamericanos generan sus crisis financieras, que suelen tener impacto a nivel regional y, a veces, global. En América Latina, las más frecuentes son las crisis de deuda externa.


   


  
    Ejemplo | Las crisis financieras tienen un comportamiento cíclico. “Los picos suceden en todos los casos en períodos de entradas de capitales, cuyo origen […] está asociado esencialmente a ciclos de carácter internacional: el auge de financiamiento externo posterior a la independencia, el que antecede a la crisis internacional de 1873 —el inicio de un período de deflación internacional, la “Gran Depresión”—, la Gran Depresión de los años 1930, la crisis de la deuda latinoamericana de los años 1980 y la nueva secuencia de crisis del mundo en desarrollo que se inicia en Asia Oriental en 1997 […]. Además, durante estas crisis, casi todos y, en algunas ocasiones, los 19 países latinoamericanos […] quedan envueltos en una crisis de uno u otro tipo. El auge de la década de 1880 también generó una crisis financiera internacional, la crisis de Baring de 1890, cuyo epicentro internacional fue Argentina, pero cuyas dimensiones regionales fueron más limitadas (más allá de Argentina y Uruguay)” (Bértola, L., y Ocampo, J. A., 2010).

  


   


  Las crisis bancarias se convirtieron en la forma más reciente de expresión de crisis financieras.


  Las actuales crisis financieras tienen componentes adicionales: alta inflación, colapsos de balanza de pagos y, en algunos casos, crisis internas de deuda.


  La forma en que la región participa de la integración financiera global impacta en la operatoria de las MIPYMES. El aumento de la vulnerabilidad de las economías deteriora las condiciones en las que opera el sector privado cada vez que una crisis financiera genera:


  
    	Alta inflación que impacta en los costos y en la demanda.


    	Movimientos en el tipo de cambio que impactan en los costos de producción.


    	Problemas con la cadena de pagos que dificultan el financiamiento y cobro a proveedores.

  


  DETERMINANTE III
 FINANZAS PÚBLICAS


  Los gobiernos de la región se caracterizan por gastar más de lo que tienen. Es decir, las finanzas públicas de los países de América Latina presentan déficits fiscales recurrentes, toda vez que su estructura de gastos corrientes —vinculados con el funcionamiento del Estado y las políticas públicas— supera los ingresos —principalmente los provenientes de la recaudación de impuestos.


  Para cubrir los déficits, los países de la región recurren —con mayor o menor éxito— a endeudamiento interno y/o externo.


  Es decir, la lógica del endeudamiento es similar a la de los hogares. Cuando los ingresos no alcanzan a cubrir los gastos, se buscan alternativas para financiar el funcionamiento del hogar: pedir prestado a algún familiar, utilizar la tarjeta de crédito o sacar préstamos para costear determinados gastos extraordinarios —como puede ser el arreglo de la casa—. En algunos casos, las condiciones son “buenas”, y en otros, se recurre a financiamiento cuyas condiciones agravan la situación económica del hogar, es decir, se tornan “malas”.


  Si bien los déficits fiscales y el endeudamiento no son un problema en sí mismo, existen factores que limitan el desarrollo de dinámicas fiscales con impacto positivo en el crecimiento de los países de la región:


   


  (i) Volatilidad del crecimiento económico | Los ciclos económicos y la volatilidad del crecimiento en la región impactan negativamente en las finanzas de los gobiernos. Durante las etapas de crecimiento, los ingresos generados aumentan a un ritmo menor que los gastos incurridos. Cuando el ciclo se revierte, los ingresos caen a un ritmo mayor que los gastos, principalmente por la implementación de políticas de estímulo fiscal. Por lo tanto, toda vez que las reducciones en los déficits fiscales o las situaciones de superávits no pueden sostenerse en el tiempo, se genera la necesidad de financiamiento, que —a su vez— debe cubrirse con deuda interna y/o externa. En términos simples, la volatilidad de la economía de la región es mala para las cuentas públicas.


   


  (ii) Endeudamiento en moneda extranjera | Los países de la región tienen una tendencia a cubrir sus déficits fiscales primarios con deuda externa en los mercados internacionales. Es decir, se endeudan en una moneda que no controlan para cubrir los gastos corrientes de su operatoria. En términos simples, toman deuda en dólares estadounidenses para solventar su operatoria en moneda local. Dados los antecedentes mencionados y las dificultades de la región para encontrar círculos virtuosos de crecimiento, el endeudamiento en moneda extranjera resulta un factor limitante estructural para las finanzas públicas en particular y para el desarrollo de la región en general.


   


  (iii) Capacidad institucional | El crecimiento del Estado no ha sido acompañado del fortalecimiento de su capacidad institucional ni de herramientas y condiciones para la planificación a largo plazo. Es decir, el Estado está cada vez menos preparado para hacer frente a las demandas crecientes de la sociedad o para anticipar situaciones e implementar políticas para evitar sucesos críticos —por ejemplo, acondicionar las ciudades para el cambio climático o adaptarlas a una población cada vez más envejecida, que necesitará mejores condiciones para circular—. En este sentido, la expansión reciente de la clase media en la región ha venido acompañada de nuevas expectativas y aspiraciones de contar con organismos y servicios públicos de mejor calidad. No obstante, las instituciones no han podido responder con eficacia a las crecientes exigencias. En la actualidad existe una brecha entre las expectativas de la sociedad respecto del rol que el Estado debe cumplir y el que este puede cumplir.2 Como resultado, la ciudadanía no se ve incentivada a cumplir con sus obligaciones —si los servicios del Estado son malos, ¿para qué pagar impuestos?—, limitando los ingresos fiscales y los recursos disponibles para que el sector público brinde bienes y servicios de mejor calidad y responda a las crecientes aspiraciones de la sociedad (CEPAL, 2019), retroalimentando la situación de descontento. En términos simples, el Estado da un mal servicio a sus contribuyentes.


   


  (iv) Informalidad | La creciente informalidad —laboral e impositiva— de las economías de la región limita la capacidad del sector público de recaudar impuestos y financiar la implementación de políticas con impacto en el crecimiento y desarrollo económico. El 53% de la población tiene empleos de mala calidad, en general informales, relacionados con una escasa protección social, con ingresos bajos y variables. Esta situación impide que esta población invierta en capital humano —por ejemplo, educación—, ahorre o emprenda alguna actividad empresarial. Como resultado, solo tienen acceso a empleos de mala calidad e inestables, lo que los mantiene vulnerables y en la informalidad (CEPAL, 2019). En tanto, aquellos que deciden emprender lidian con una regulación impositiva compleja que los lleva a desarrollar su actividad entre la formalidad y la informalidad en función de sus posibilidades económicas (Gordon, R., y Li, W., 2009; Beck, T., Lin, C., y Ma, Y., 2014).


   


  Los factores mencionados impactan en las cuentas públicas, lo que genera déficits fiscales recurrentes y limita la capacidad de los Estados para implementar políticas anticíclicas, de crecimiento y desarrollo.


  Asimismo, la recurrencia de déficit fiscales impacta en las condiciones en las que operan las MIPYMES. Específicamente, las MIPYMES se enfrentan a: (i) presión fiscal constante ante la decisión de los gobiernos de subir impuestos para cubrir déficit; (ii) medidas de fomento limitadas por la capacidad —institucional y financiera— de los gobiernos para la implementación de políticas de estímulo; (iii) problemas financieros en las empresas para enfrentar la presión impositiva. Estas situaciones favorecen su informalidad y vulnerabilidad. En términos simples, las MIPYMES caen en la informalidad cuando el servicio provisto por el Estado es complejo, costoso y no ofrece un marco para el crecimiento.


  DETERMINANTE IV
 TRADICIÓN LEGAL


  Impacta la tradición legal de la región en su marco normativo y regulatorio. América Latina ha adoptado sus reglas del Código Civil Francés —Código Napoleónico—, de manera uniforme. Se trata de normas que describen, mediante la técnica de reglas y excepciones, qué se puede hacer y qué no en supuestos descriptos con la mayor precisión posible (Balas, A., La Porta, R., Lopez-de-Silanes, F., y Shleifer, A., 2009).


  La tradición legal de la región ha derivado en marcos normativos y regulatorios que se estructuran de forma compleja, impactando negativamente en el desarrollo del sector privado y potenciando la informalidad de las economías.3


  En este sentido, el aumento de la clase media en condiciones de vulnerabilidad se explica también por la mala regulación. El marco normativo y regulatorio de la región no generó condiciones más favorables para que las MIPYMES puedan avanzar.


  Los sectores que han logrado desarrollarse en la región son los vinculados a los recursos naturales, los únicos que sobreviven históricamente a la mala regulación. En contraste, las MIPYMES son las perjudicadas por las malas reglas, que generan un mal clima de negocios y afectan el desarrollo del sector privado.


  Ciclos económicos y políticos


  América Latina se ha caracterizado por la falta de consensos a largo plazo respecto de políticas estructurales para generar ciclos virtuosos de crecimiento que impacten de forma positiva en su desarrollo. Esta falta de consensos tiene su expresión en la recurrencia de ciclos políticos que han generado cambios constantes en los enfoques de políticas públicas y en las reglas de juego.


  La volatilidad política impacta en el crecimiento y desarrollo de la región, toda vez que no permite generar consensos básicos reflejados en un programa de desarrollo a largo plazo. No hay una visión en común. No se comparten principios rectores que faciliten procesos de toma de decisiones.


  En América Latina lo único consistente es la inconsistencia.


  Debiera construirse un consenso regional respecto del ordenamiento del aparato productivo: el rol que ocupan las MIPYMES debe ordenar la totalidad de las acciones para promover el desarrollo de las economías de los países de la región, a fin de generar empleo y reducir la pobreza.


  No existen oportunidades de desarrollo, de reducción de la pobreza, de generación de empleo si no se toman medidas concretas que beneficien a los que más empleo pueden crear en la región. Puntualmente: implementar reformas que simplifiquen las reglas para el funcionamiento de las MIPYMES.


  Sería una mentira decir que no hay esfuerzos de los gobiernos en este sentido. Decir que esos intentos fallan —toda vez que su implementación es compleja y solo afectan a la economía formal— es dar sentido de realidad a buenas intenciones que no se materializan en la acción. En términos simples, no sirve querer asistir a las MIPYMES si esa ayuda no tiene impacto.


  Hay otro consenso que debiera construirse transversalmente en toda la región: el rol del Estado debe transformarse para estar al servicio del desarrollo del sector privado —como principal creador de empleo y, por ende, reductor de pobreza—. La profesionalización del clima de negocios inevitablemente requiere de un buen entorno macroeconómico: sin déficit fiscal, sin deuda externa y con una identidad comercial definida.


  Gastar más de lo que se tiene, tomar deuda soberana en moneda que no se posee y tener estrategias de comercio exterior cambiantes fueron regla en los últimos doscientos años. No pueden serlo en los próximos doscientos.


  En síntesis, las empresas de la región tienen que adaptarse a los ciclos de la política. Sumados a estos, los ciclos de la economía también inciden en el desarrollo de las empresas. Solo si ambos ciclos —el de la política y el de la economía— logran alinearse, la empresa podrá desarrollarse — ser competitiva— y generar empleo que impacte en la reducción de la pobreza.


  Buen clima de negocios


  América Latina podría promover economías sólidas si basara su modelo productivo a partir de establecer el mejor clima de negocios que favoreciera a emprendedores, pequeñas y medianas empresas. Es decir, si adoptara reglas claras y simples para que el sector privado se desarrolle y a partir de allí genere empleo.


  Importante: la solidez de las economías del mundo que han logrado crecer basan su modelo de progreso en el desarrollo del sector privado, en especial en el de las MIPYMES.


  Cuando el sector privado florece, se crean empleos y se multiplican las oportunidades de crecimiento. Es clave comprender que su desarrollo depende —directamente— de que el Estado establezca el conjunto de reglas lo más claras y simples posibles para hacer negocios: un buen clima, que a su vez integre al sector informal (Banco Mundial, 2004).


  La informalidad limita el desarrollo de las MIPYMES en América Latina. Para facilitar y promover su formalización resulta necesario disminuir los costos de procesos burocráticos y, al mismo tiempo, crear incentivos, como podría ser simplificar los trámites, reducir las tasas impositivas, implementar más programas de apoyo a su desarrollo y financiamiento. En síntesis, generar una buena regulación (Banco Mundial, 2006).


  Al respecto existen casos en que la implementación de sistemas de gobierno electrónico con foco en la ejecución de procedimientos de presentación electrónica reduce los costos de cumplimiento tributario —medidos por el número de pagos de impuestos, el tiempo requerido para prepararlos y pagarlos, la probabilidad y frecuencia con que las empresas son inspeccionadas por autoridades fiscales—, mejorando la percepción de la administración tributaria y favoreciendo la formalización (Kochanova, A., Hasnain, Z., y Larson, B., 2016).


  En América Latina existen cerca de 270 medidas de fomento para que las MIPYMES puedan desarrollarse. Nadie las conoce, son complejas y contradictorias, y por lo tanto, los resultados son insuficientes (Dini, M., y Stumpo, G., coords., 2018).


  Si bien existen problemas y debilidades asociados a esos malos resultados —institucionalidad frágil y fragmentada, falta de visión estratégica y apoyo también fragmentado—, lo cierto es que hacer negocios en la región resulta difícil porque la mala regulación solo puede ser afrontada por las grandes empresas y por los sectores que tienen una ventaja natural para competir en el mercado externo.


  Cuando hay un buen clima de negocios, se favorece el crecimiento a partir de un sector privado que genera empleo y facilita hacer negocios en todos los sectores de la economía, indistintamente. Por ende, las políticas públicas implementadas desde el Estado tienen incidencia directa en el nivel de solidez de las economías. Incluso cuando el Estado intenta ayudar a un sector, puede no favorecerlo en el largo plazo.


  La regulación pública tiene impacto en lo privado.


  Si hay buena regulación pública, también hay buen clima de negocios y creación de empleo desde el sector privado. Pero si hay mala regulación pública, hay mal clima de negocios y no se crea empleo desde el sector privado: la pobreza aumenta, el desempleo aumenta, la informalidad aumenta.


  
    
      1. “A partir de la revolución industrial, los países industrializados han desarrollado un perfil de especialización e inserción internacional basados en la intensidad de su dotación de bienes de capital y […] los países asiáticos han contado con abundancia de mano de obra” (Bértola, L., y Ocampo, J. A., 2010).

    


    
      2. El crecimiento del Estado está vinculado con la expansión de la seguridad social y la creciente demanda de la clase media. En este sentido, el desarrollo de instituciones de la seguridad social se produjo durante el auge del Estado de bienestar en el mundo. Esto se tradujo en la construcción de Estados percibidos como grandes proveedores de servicios para la ciudadanía, muchos de los cuales son garantizados como derechos o fueron derechos adquiridos por los movimientos sociales. Las dificultades actuales para cumplir con las demandas de los contribuyentes generan frustración en la sociedad y un aumento en la imagen negativa de los gobiernos.

    


    
      3. Una amplia variedad de trabajos estudia el impacto del origen legal sobre el desarrollo de las economías (La Porta, R., Lopez-de-Silanes, F., Shleifer, A., y Vishny, R. W., 1997; Beck, T., Levine, R., y Demirgüç-Kunt, A., 2002; Glaeser, E. L., y Shleifer, A., 2002; Aldashev, G., 2009; Malmendier, U., 2009).
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  La clave: buenas reglas


  Dato: ningún país de América Latina se encuentra entre los 50 países con mayor facilidad para hacer negocios 
(Banco Mundial, 2019).


   


   


  Todos los países del mundo, a través de sus gobiernos, emiten regulaciones que ordenan las interacciones entre sus ciudadanos. Algunos regulan más; otros, menos. Algunos regulan de forma más eficiente; otros, de forma más ineficiente. La regulación está presente en todos los aspectos de nuestra vida cotidiana.


   


  
    Ejemplo | Vivimos en casas y departamentos cuya construcción está regulada —desde la zonificación y el uso de materiales hasta los códigos de incendio—. Comemos alimentos que fueron cultivados sobre la base de prácticas reguladas —como la utilización de fertilizantes— y procesados en fábricas con regulación referida al trabajo, a la tecnología, a medidas de seguridad, a normas de empaquetado y etiquetado, y que se venden en comercios en función de reglas vinculadas con habilitaciones comerciales. Nos movemos en distintos medios de transporte —automóviles, colectivos, aviones—, que se fabrican, venden y conducen según la regulación emitida por los gobiernos. Nuestros hijos van a escuelas que enseñan con un currículo regulado a nivel gubernamental. Visitamos médicos y accedemos a servicios de salud también regulados por el Estado. La regulación existe, aunque no siempre se cumpla, se controle o genere los resultados más eficientes a nivel económico (A. Shleifer, 2005 y 2010).

  


   


  Los países del mundo que más y peor regulan son aquellos con altos niveles de pobreza. Al mismo tiempo, Europa y Estados Unidos, que presentan economías avanzadas, también tienen altos niveles de regulación. Por tanto, la regulación no pareciera ser “buena” o “mala” per se, sino que hay factores vinculados con su diseño y aplicación que impactan en la manera en que impulsa —o no— el desarrollo de los países.


  Sobre este tema existen varios enfoques teóricos que le dan mayor o menor importancia a la regulación como solución eficiente para ordenar y coordinar las conductas de las personas en beneficio de la sociedad en su conjunto.


   


  
    Ejemplo | Existen varios enfoques académicos tradicionales sobre regulación. En primer lugar, algunos defienden el rol de la regulación sobre la base de las fallas que existen en los mercados y cómo los gobiernos deben regular para mitigar los efectos negativos de esas fallas —monopolios— en la sociedad —teoría del interés público, desarrollada por Arthur Cecil Pigou en 1938—. En segundo lugar, ciertos enfoques señalan que, cuando el sector privado y la competencia no logran resolver las fallas de mercado, la observancia de los contratos garantizada por las cortes judiciales funciona como mecanismo de resolución de controversias, promoviendo resultados socialmente eficientes —teoría de contratos, desarrollada por Ronald Coase en 1960—. En tercer lugar, algunos autores señalan que el proceso político que implica el diseño de la regulación puede ser “capturado” —teoría de la captura, desarrollada por George Stigler en 1971— por la industria regulada y, en consecuencia, lejos de resolverlos, profundiza los problemas del mercado. Esta captura se evidencia en la influencia que logra la industria sobre los órganos de control, volviéndolos instituciones ineficientes para observar las reglas establecidas (Shleifer, A., 2005 y 2010). En términos simples, “qué” regular y “cómo” regular es un tema central de análisis para el desarrollo de los países en general y la interacción de los privados en particular, con incidencia directa en la macro y microeconomía.

  


   


  Los enfoques más críticos de la regulación no han podido explicar las razones por las cuales la realidad muestra que los países avanzados son los que más regulan.


  Teorías más recientes —desarrolladas por Simeon Djankov— precisan cómo la sociedad puede regular el sector privado para promover resultados socialmente deseados. Específicamente, Djankov describe cuatro estrategias para ejercer ese “control” (Shleifer, A., 2005 y 2010):


  
    	Disciplina de los mercados | Los mercados se autorregulan.


    	Justicia privada | Sin intervención del Estado.


    	Regulación | El Estado establece controles.


    	Propiedad estatal | El Estado interviene en una industria como dueño de algunas empresas.

  


  Simeon Djankov —teoría de la “ejecución” de la regulación (the enforcement theory)— señala que estas cuatro estrategias aplicadas por separado no generan resultados eficientes para la sociedad. Por el contrario, en función de las características de cada economía, los gobiernos pueden desarrollar un diseño institucional que resulte eficiente para resolver los problemas específicos de cada sector. En términos simples, no es necesario que el Estado regule todos los aspectos de la sociedad ni dejar que el sector privado se autorregule.


  Cada país debiera encontrar la combinación eficiente de estas cuatro estrategias y alcanzar un diseño institucional que genere resultados socialmente beneficiosos.


  Las diferentes combinaciones de las cuatro estrategias generan diseños regulatorios que implican más o menos poder del Estado sobre el sector privado ( Shleifer, A., 2005). Al respecto existe evidencia de que la tradición legal influye en la manera en que estos elementos se combinan en la regulación que diseña cada país, generando esquemas regulatorios más eficientes —como los de los países con tradición anglosajona— y menos eficientes —como los de los países de América Latina, con tradición del derecho civil francés (Shleifer, A., 2005, p. 448).


  En lo que respecta a medidas para promover el desarrollo del sector privado, América Latina regula mucho y mal. La región es un claro ejemplo de cómo la abundancia y complejidad de la regulación, en vez de generar crecimiento, causan pobreza.


  Cuanto mayor sea la cantidad de reglas y menos clara sea su aplicación, peores son las posibilidades de progreso de un país o región.


  Para que América Latina pueda generar empleo y disminuir su pobreza, las reglas tienen que facilitar todo proceso del ciclo de vida del sector privado, en especial el relacionado con las MIPYMES. Ejemplo: (i) crear una empresa; (ii) conseguir una licencia; (iii) contratar trabajadores; (iv) acceder al crédito; (v) resolver conflictos con terceros; (vi) exportar; (vii) despedir trabajadores, y (viii) cerrar la empresa,1 entre otros.


  ¿Cómo dejar de ser pobres y salir del fracaso? Con regulación eficiente que promueva el desarrollo del sector privado a partir de MIPYMES que florezcan en todos los sectores de la economía, generen producción y creen empleo.


  Malas reglas


  América Latina se caracteriza por conformar un conjunto de países que regulan mucho —en exceso— y mal —de forma compleja—. Más aún, la región es inconsistente y cambia regularmente sus normas. En consecuencia, las malas reglas —es decir, las que no promueven el desarrollo del sector privado para generar empleo y reducir la pobreza— inciden en las dificultades de los gobiernos para generar desarrollo.


  La forma en la que los gobiernos diseñan y aplican su regulación está fuertemente influida por la tradición legal de cada país. La era colonial marcó fuertemente el desarrollo de los países que fueron colonizados, incluso América Latina.


   


  
    Ejemplo | Las colonias inglesas heredaron el derecho anglosajón (common law), caracterizado por la importancia de las cortes con jueces y jurados independientes, la baja trascendencia de las reglas escritas (statutory law) y la preferencia por la justicia privada para resolver conflictos en la sociedad. En contraste, las colonias francesas, basadas en el derecho romano, desarrollaron la tradición del derecho civil, caracterizada por jueces estatales, una importancia relativa de los códigos y procesos legales y preferencia por la regulación del Estado sobre la justicia privada. Por su parte, Alemania desarrolló su propia tradición de derecho civil, basada en el derecho romano. Finalmente, la Unión Soviética elaboró su propio sistema legal socialista (Shleifer, A., 2005).

  


   


  Lamentablemente, la tradición legal de América Latina —basada en el derecho civil francés— ha sido negativa para el desarrollo del sector privado en la región. La preferencia por mayor regulación de parte del Estado generó reglas complejas que no evolucionaron a favor de un enfoque regulatorio que promoviera el avance de ese sector.


  En este sentido, las reglas de los países de la región se ajustan a la cultura de sus sociedades, que las interpreta —mediante sus jueces— y las actualiza —a mediante sus legisladores—. A su vez, nuestras reglas siempre prevén excepciones para eludir su cumplimiento, legalmente. Esta modalidad de tener reglas complejas con excepciones para incumplirlas hace que nuestro andamiaje normativo —el latinoamericano— sea complicado y sujeto a interpretación recurrente. En consecuencia, la región es “formalista” en la expresión de sus reglas, pero “laxa” al interpretar “qué está bien” y “qué está mal”.


  Asimismo, lejos de evolucionar hacia una regulación que favorezca el desarrollo, los países de América Latina se han caracterizado por regular con altos estándares internacionales, que no logran internalizarse de forma adecuada en la realidad de cada uno.


  En términos simples, la complejidad de la regulación de los países de la región es el resultado de: (i) la tradición legal del derecho civil francés, que prioriza la regulación del Estado, y (ii) la internalización reciente de estándares internacionales o mejores prácticas difundidas por organismos internacionales y entidades multilaterales producto de la globalización —tales como la Organización Mundial del Comercio (OMC), la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), el Fondo Monetario Internacional (FMI), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), entre otros.


  El resultado: la regulación de la región es excesiva y compleja. América Latina evolucionó hacia una regulación que hace “difícil” lo que debería ser “fácil”.


   


  
    Ejemplo | La tradición legal afecta a los procesos de quiebra societaria (bancarrota), generando dinámicas más o menos eficientes. Conforme señala el informe Doing Business 2004, en promedio, los países con tradición legal anglosajona priorizan a los acreedores garantizados, en tanto aquellos con tradición legal vinculada con el derecho civil francés y socialista priorizan los reclamos de los trabajadores de las empresas y el pago de impuestos adeudados a los gobiernos (Banco Mundial, 2004, p. 76).


    Las reformas para mejorar los procesos de bancarrota no debieran enfocarse en que sean “más benévolos” con acreedores o deudores, sino en generar procedimientos ágiles y a bajo costo a fin de obtener un resultado eficiente y mantener las prioridades de reclamo establecidas en cada jurisdicción (Banco Mundial, 2004, p. 77).


    Si bien se entiende que el deudor es “débil” frente al acreedor que se presume “fuerte”, un país que no promueva entidades “fuertes” termina siendo “débil”. El deudor elige ser deudor, el acreedor elige ser acreedor, y la ley debiera proteger los intereses de ambos por igual.


    En el mundo, las jurisdicciones asociadas a proteger los derechos de propiedad están relacionadas con mayor desarrollo económico y social (La Porta, R., Lopez de Silanes, F., Shleifer, A., y Vishny, R. 2002).

  


   


  América Latina precisa que su tradición legal evolucione para priorizar un mejor clima de negocios. A tal fin, la interpretación de las reglas tiene que ser justa, simple y eficiente en el manejo del tiempo y promover la generación de negocios, siempre.


  La mala regulación deterioró profundamente el valor de los compromisos a todo nivel:


  
    	Muchos de los países han “defaulteado” o reestructurado sus deudas externas a lo largo de su historia.


    	La clase dirigente no enfrenta sanción social al incumplir lo prometido en sus respectivas campañas políticas.


    	El sector privado está acostumbrado a administrar incumplimientos contractuales por coyunturas externas recurrentes.

  


  Más aún, en América Latina existe la presunción de que regular mucho garantiza el cumplimiento de las obligaciones y el buen funcionamiento de la actividad económica. Sin embargo, la complejidad de las reglas, la sobrerregulación, la contradicción entre normas y los vacíos legales dificultan en realidad su cumplimiento y limitan el desarrollo de actividades económicas.


  Nuevamente, las malas reglas o las reglas inejecutables —porque las instituciones fallan o porque son tan complejas que su control se vuelve imposible— hacen que la informalidad gane terreno, toda vez que la formalidad no aporta orden ni predictibilidad.


   


  
    Ejemplo | Un empresario presta dinero a otro empresario y lo formalizan en un contrato. El deudor no repaga su deuda. Acto seguido, el acreedor accionará judicialmente, es decir, buscará la solución al problema, que le provee la formalidad. Pero si la justicia se toma meses y meses para procesar el reclamo y no da solución al tema, el empresario (acreedor) deberá recurrir a presiones informales —por ejemplo, atacar la reputación del deudor o acudir a métodos “alternativos”— para lograr recobrar su deuda. Estos desafíos impensables en el mundo desarrollado son moneda corriente en América Latina.


    El ejemplo se magnifica aun más en un escenario pospandemia de coronavirus, en que se prevén quiebras empresariales masivas en la región ( CEPAL, 2020), conflictos comerciales y rupturas de las cadenas de pago.

  


   


  Cuando se establecen sistemas normativos a partir de reglas difíciles de entender y de aplicar, y estos perduran en el tiempo —como es el caso de la región—, se torna difícil hacer negocios. Y entonces se fomentan la informalidad y la pobreza.


  La informalidad es el hábitat natural de la pobreza. Donde hay informalidad, hay reglas que no funcionan. Específicamente, existe evidencia que señala que en los países en desarrollo, con leyes laborales rígidas, la informalidad y el desempleo son mayores, en especial entre los trabajadores jóvenes (Di Tella, R., y MacCulloch, R., 2005; Almeida, R., y Carneiro, P., 2009; Djankov, S., y Ramalho, R., 2009).


  Los países que conviven con pobreza estructural e informalidad, como los de América Latina, deben tener la menor cantidad posible de reglas, con la mayor claridad posible a fin de promover su crecimiento a partir del sector privado.


  Buenas reglas


  Los gobiernos son responsables de emitir regulación a fin de establecer normas, reglas o leyes que permitan mantener el orden, controlar conductas y garantizar derechos de los habitantes de una sociedad.


  En términos simples, la buena regulación genera resultados positivos para toda la sociedad. Por el contrario, cuando son complejas, el cumplimiento de las reglas se dificulta, lo que tiene resultados negativos para todos. Específicamente, en América Latina, la regulación vinculada con el sector privado no favorece su desarrollo, sobre todo el relacionado con las MIPYMES de la región.


  El estilo de redacción de las reglas de nuestra región debiera ser lo más simple posible y lo más breve posible, a fin de facilitar el desarrollo del sector privado. Es decir, las normas que regulan la actividad privada tienen que ser claras y con foco en facilitar el ciclo de vida de las MIPYMES. Si son simples y claras, las reglas podrán ser observadas por todos. Si son complejas y difíciles de observar, la informalidad y la pobreza aflorarán.


   


  
    Ejemplo | ¿Qué es más fácil para que una persona pueda cumplir con una obligación tributaria?:


    (i) Que su impuesto sea el 10% del dinero que le ingresa.


    (ii) Que su impuesto se defina en el marco de un sistema progresivo cuya alícuota —un porcentaje variable— se ajusta en función del ingreso, el cual hay que verificar en una tabla de información provista por el Estado y que a su vez se ajusta por el índice de inflación del país publicado por mes vencido.


    La primera opción es simple y puede implementarse, y la segunda no se entiende y no puede aplicarse. Más aún, la primera opción podría prescindir de un contador para cumplir con la obligación tributaria, pero la segunda requiere de un contador, es decir, de un costo adicional. Lo mismo aplica a casi todas las reglas.


    Lo simple se implementa, pero lo complicado generalmente no, al menos en América Latina.

  


   


  Cuando las reglas son claras, es más fácil que se cumplan. Y cuando son claras y simples, se puede hacer negocios. El desafío de una buena regulación es que se comprenda “adentro” —por una sociedad que necesita resolver la pobreza a partir de integrar la informalidad por medio de la facilitación de los emprendimientos de las personas, pequeñas y medianas empresas— y “afuera” —donde el inversor extranjero pueda entender que las reglas son simples para hacer negocios.


  En este sentido, sería bueno que América Latina consensúe reglas comunes para promover el desarrollo del sector privado con el objetivo de reducir la pobreza. Esas reglas —leyes modelo— podrían ser consensuadas en foros regionales y después aprobadas en cada país, pero con un enfoque regional que ofrezca una solución integral.


   


  
    Ejemplo | El Banco Europeo para la Reconstrucción y el Desarrollo tiene esta práctica recurrente con los países de Europa del Este, que ha funcionado exitosamente, creando reglas y principios que facilitaron consolidar buenos climas de negocios.

  


   


  Un esfuerzo de esta naturaleza permite que el marco normativo se armonice y la identidad regional supere las realidades individuales de cada país.


  Asimismo, el acceso a las reglas para hacer negocios en la región, es decir “la regulación” vinculada con el clima de negocios, tendría que estar disponible en un solo sitio web —el mismo en el que se recomienda hacer todos los trámites del Estado— y ser accesible para todos.


  El acceso simplificado y universal promueve que la ley se entienda y se cumpla.


  En términos claros: un solo portal, con todas las reglas vinculadas con el sector privado, simple. Si toda la región tuviera un portal con similares características, sería observada como un grupo de países con —al menos— reglas claras para hacer negocios.


  Existe una metodología reconocida —la “guillotina legal”— que consiste en una técnica que elimina toda la normativa no utilizada para depurarla de la que efectivamente se usa y está vigente. En un segundo paso, la normativa se compacta, se simplifica y se publica para que quede ordenada en un solo portal. Si bien esta técnica ya se ha intentado en la región, sigue siendo difícil acceder a las reglas en un solo texto ordenado y presentado en un sitio web.


  Complementariamente, las políticas de gobierno electrónico disminuyen los costos del cumplimiento normativo y mejoran el entorno regulatorio, potenciando el crecimiento económico. No obstante, en general se presume que este acceso a la información es completo. Es decir, que existe una disponibilidad total de información sobre los procedimientos necesarios para establecer un negocio. Por lo tanto, no alcanza con simplificar las reglas, es necesario que se pongan a disposición de las MIPYMES de forma libre, gratuita y fácil de comprender (Vallbé, J., y Casellas, N., 2014).


  Los países que logran trascender su desorden alcanzan el orden. El desorden normativo genera también desorden institucional, mientras que el orden normativo genera orden institucional, básico para un mayor orden social.


   


  
    Ejemplo | Desde la década de 1990 se observa un aumento exponencial en la cantidad de entidades regulatorias en América Latina. Pasó de 15 entidades en 1980 —la mayoría del sector financiero— a 134 en 2002, en doce sectores de la economía. Este crecimiento refleja la expansión del rol del Estado en diferentes sectores económicos, en algunos casos como resultado de procesos de privatización, y en otros como resultado del surgimiento de nuevos sectores a regular, producto de los avances tecnológicos. La expansión de las entidades regulatorias no fue acompañada con un esfuerzo de racionalización y coordinación en la producción de regulación. Pocos países en la región cuentan con entidades enfocadas en la mejora normativa. En Colombia, en 2017, 77 entidades diferentes emitían regulaciones a nivel nacional. En el año 2000 se emitían aproximadamente 4.000 nuevas regulaciones al año. Para 2016, este número había llegado a aproximadamente 9.200. En tanto, en Perú sí se tomaron medidas para hacer frente a la excesiva regulación y a la burocracia que esta generaba. Algunas de las reformas implementadas por el gobierno se enfocan en resolver la ineficiencia de los trámites desde el punto de vista regulatorio. Desde la Presidencia del Consejo de Ministros se promovió una serie de reformas de simplificación, estandarización y mejora de la calidad regulatoria con foco en: (i) cortar regulaciones innecesarias (Decreto Legislativo 1310/2016), y (ii) limitar documentos requeridos y promover la interoperabilidad mediante la simplificación administrativa y el uso de gobierno digital (Decreto Legislativo 1246/2016) (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, pp. 77-79).

  


   


  La “guillotina legal” podría facilitar el camino para que América Latina tenga reglas claras y ordenadas, si pudiera adaptarse al más simple esquema de acceso de la sociedad a la información.


  Los textos legales solo deben exponer lo dispositivo, es decir, lo que efectivamente se quiere regular: qué se puede y qué no. Asimismo, como nuestra tradición legal regula después las leyes por decreto, sería bueno que hubiera textos unificados para no tener que andar interpretando lo general con lo particular, sino integrarlos en el mismo ejercicio de generación de regulación.


  América Latina necesita un sistema de reglas claras que le permita promover el mejor clima de negocios para que el sector privado crezca y genere empleo para eliminar su pobreza estructural.


  Resolución de conflictos


  La definición de mecanismos de resolución de conflictos es clave para dirimir situaciones problemáticas entre privados, sin la necesidad de intervención del Estado. Cuando las partes definen esquemas para resolver sus diferencias de forma económica, predecible e imparcial, los vínculos entre privados se agilizan y la necesidad de regulación en ese ámbito disminuye.


  Asimismo, el buen funcionamiento del mecanismo de resolución de conflictos depende del funcionamiento eficiente de la justicia. Si litigar se torna impredecible, los jueces no son imparciales y además es costoso en términos de recursos, existen mayores argumentos para regular la forma en que los privados resuelven sus diferencias (Shlifer, A., 2010).


  En términos simples, los mecanismos de resolución de conflictos deben proveer soluciones justas en el menor tiempo posible, al menor costo posible y con la menor cantidad de procedimientos posibles.


  Ante esta lógica, América Latina tiene una estructura de resolución de conflictos ineficiente. Su sistema judicial ofrece un mal servicio, lo que afecta negativamente cualquier decisión de negocios, y los mecanismos alternativos de resolución de controversias no logran evolucionar como para compensar ese servicio deficiente del Estado.


  Los países del mundo que fracasan en proveer soluciones para resolver controversias también fracasan en desarrollarse.


   


  
    Ejemplo | Existen opciones para mejorar la resolución de conflictos entre privados que incluyen las cortes comerciales especializadas y/o mecanismos alternativos de resolución de controversias por medio de terceras partes privadas.


    No obstante, dada la naturaleza multidisciplinaria del derecho comercial —se vincula con economía, finanzas y contabilidad—, su aplicación eficiente también requiere de capacitación especializada para los jueces y los profesionales del derecho. Existe evidencia que señala que la capacidad de los jueces para resolver de manera justa y eficiente las disputas económicas está vinculada con el conocimiento de la ley y de los hechos que tienen ante sí. Por tanto, una mayor especialización de los tribunales comerciales puede ayudar a mejorar la comprensión de la ley y la capacidad para lidiar con conceptos financieros o tecnológicos modernos.


    En el informe Doing Business 2019 (p. 55) se señala que existe una correlación positiva entre la capacidad judicial de un país en materia de derecho comercial y la calidad de su entorno empresarial, la eficacia de los tribunales y la confianza del público. De la muestra de 155 países analizada ese año, 120 ofrecen capacitación para abogados en ejercicio, pero solo 83 brindan capacitación especializada en derecho comercial y corporativo.


    Dato: casi el 76% de las economías de altos ingresos ofrece capacitación legal especializada a abogados en ejercicio, mientras que solo el 24% de aquellas de bajos ingresos lo hace (Banco Mundial, 2018).

  


   


  La ineficacia de los tribunales de América Latina contribuye al mal clima de negocios a nivel regional. En términos simples, la excesiva burocracia, las demoras, los altos costos y la alta complejidad impactan negativamente en la resolución de conflictos comerciales y en el desarrollo del sector privado.


  La ineficiencia judicial ha impactado negativamente en las pequeñas empresas y en los emprendedores (Lichand, G., y Soares, R. R., 2014). Los problemas crónicos de los sistemas judiciales de la región tienen consecuencias negativas en el desarrollo de las MIPYMES. Las pequeñas empresas toman decisiones que no siempre son eficientes a fin de mitigar los efectos del bajo rendimiento de la justicia. Asimismo, la ineficiencia del sistema judicial suele trasladarse al sector empresarial con impactos económicos negativos (Herrero, A., y Henderson, K., 2004).


  América Latina necesita simplificar sus reglas y sus procesos judiciales e informatizar la totalidad de los procedimientos judiciales vinculados con el funcionamiento de las MIPYMES, para proveer un servicio eficiente y evolucionar en mecanismos más creativos de resolución de conflictos establecidos por las partes sobre la base de contratos.


  La reputación latinoamericana en materia de justicia y resolución de controversias es mala. Los escándalos de corrupción que vinculan al Estado con el sector privado han desprestigiado a toda una región. Los casos de corrupción son tantos, tan complejos y tan recurrentes que la sociedad misma no termina de comprender qué es verdad, qué no y, peor aún, por qué no seguiría sucediendo. La corrupción está tan naturalizada que ya no conmueve, sino que se diluye con el paso del tiempo, una y otra vez.


  La justicia es un servicio escaso en los países de la región. Si el servicio no se presta con reglas claras y en el mínimo tiempo posible, la sensación de injusticia en la sociedad supera el resultado de todo proceso. Las expectativas de justicia se diluyen. La injusticia se transforma en la regla. La corrupción deja de sorprender y los arreglos extrajudiciales se vuelven una norma.


  Al respecto existen estudios que sustentan esta dinámica, en especial en los sistemas legales vinculados con el derecho civil francés. El formalismo procesal se asocia con una justicia más lenta, más compleja, más corrupta, menos consistente en sus decisiones y con un acceso inferior a la justicia (Djankov, S., La Porta, R., Lopez-de-Silane, F., y Shleifer, A., 2002).


  Lamentablemente, en América Latina ni la regulación ni la justicia ofrecen mecanismos de resolución de conflictos que sean eficientes y contribuyan a un buen clima de negocios.


  Un servicio de justicia eficiente es determinante para establecer el mejor clima de negocios posible en América Latina. La justicia tradicional latinoamericana —con indicadores regionales que la diagnostican rígida, lenta y formalista— también ha contribuido al aumento de la informalidad y, por ende, de la pobreza.


  La creatividad y la necesidad han hecho que América Latina viva —en gran medida— al margen de la ley. En la actualidad, la modernidad ha facilitado los vínculos comerciales, sin la necesidad de que la ley intervenga; en esta era, a través de Internet, uno puede comprar o contratar el servicio que necesite casi sin importar lo que diga la ley. En la informalidad también abunda el dinero en efectivo —por fuera del sistema— y existen códigos sociales que generan confianza dentro del mundo de la economía informal, con absoluta autonomía de la formalidad.


  Sin justicia no puede haber desarrollo. Sin justicia, el sector privado no puede crecer. Sin justicia, la pobreza solo puede escalar. Pero esperar justicia de un sistema judicial trasplantado de Europa hace doscientos años también es antiguo, ingenuo y probadamente ineficiente. Hasta los países europeos han modernizaron sus reglas para favorecer el desarrollo y superar los desafíos propios de su sistema legal.


  La oportunidad de innovación existe. A partir de buenas reglas también pueden generarse buenos mecanismos para resolver conflictos y procesos judiciales informatizados, sobre todo en el mundo de los negocios, los que más inciden en la creación de empleo.


  Contratos


  La región necesita sistemas de resolución de conflictos y procesos judiciales lo más simples posibles, pragmáticos, transaccionales y claros.


  Sin embargo, mejorar las reglas e informatizar los procesos judiciales ya no alcanza. Se requiere cambiar la cultura de cómo se resuelven los conflictos. Para ello es clave aprender a expresar de forma concisa los problemas y describir de manera simple los hechos relevantes.


  La práctica que mayor posibilidad de desarrollo tiene para evolucionar en la región es la de los contratos entre privados.


  Las leyes de toda la región son flexibles en este punto, pero la práctica contractual no ha florecido todavía. América Latina es —en gran medida— una región de extremos: contratos muy formales o contratos de palabra. Aún no existe, en la práctica, una cultura de firmar contratos comerciales simples entre partes que regulen con flexibilidad su gestión diaria de negocios.


  La práctica regional busca, mayoritariamente en cada contrato, incluir todas las formalidades posibles y todos los supuestos que pudieran suceder, como si fueran requisito necesario para que el contrato sea ejecutable. Todo se describe con tanto detalle que abruma a las partes. Tamaña cultura de prevención desincentiva el uso de contratos.


  Sin embargo, la realidad podría ser más simple: dos o más partes pueden convenir por contrato firmado lo que quieran, como lo quieran, por el tiempo que quieran y expresado como quieran. Más aún, con la tecnología actual, los contratos entre privados podrían incluso estar perfeccionados con los teléfonos inteligentes.


  Si América Latina lograra establecer un buen clima de negocios regional y una cultura basada en contratos entre privados, con posibilidades de esperar menos del servicio del Estado y de progresar más a partir de servicios provistos por privados y para privados, sería más razonable y realista.


  Los contratos pueden tener la flexibilidad de describir obligaciones libremente pactadas entre las partes, establecer modalidades de verificación de condiciones o requisitos, prever formas de resolución de controversias innovadoras —por ejemplo, sobre la base de principios elegidos por las partes— e incluso diferir la resolución del tema a una tercera parte —privada— de confianza de los firmantes.


  El campo para innovar es tan grande como la creatividad que caracteriza a América Latina.


  Adoptar un mejor clima de negocios plantea desafíos concretos: tener buena regulación y resolver los conflictos de forma efectiva.


  
    
      1. Existen numerosos trabajos que analizan mecanismos —costos, tiempo y complejidad— para resolver la insolvencia de las empresas y cómo estos impactan en el desarrollo del sector privado. Funchal, B., 2008; Kolecek, L., 2008; Peng, M. W., Yamakawa, Y., y Lee, S. H., 2010; Araujo, A. P., Ferreira, R. V., y Funchal, B., 2012; Adalet, M., y Andrews, D., 2016.
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  La herramienta: el servicio público


  Dato: en América Latina, el 89% de los trámites vinculados con el gobierno se hace de forma presencial y requiere de 5,4 horas en promedio para ser resuelto (BID, 2018).


   


   


  Las malas reglas de América Latina impactan negativamente en la organización de sus Estados. Si los países latinoamericanos tienen reglas complejas, inconsistentes y cambiantes, es de esperar que generen estructuras organizacionales complejas, con procesos y trámites también complejos. La organización del Estado refleja la complejidad regulatoria de la región. Malas reglas conducen a una mala organización.


  Todos los países de la región tienen múltiples estructuras ministeriales con numerosos procesos que hacen que miles de funcionarios establezcan millones de requisitos y trámites. Las intenciones regulatorias pueden ser buenas, pero los resultados son mayoritariamente malos: múltiples “cuellos de botella”.


   


  
    Ejemplo | El 25% de los ciudadanos de la región tiene que interactuar tres veces o más con el Estado para resolver un trámite. En países como Perú, Guatemala o Bolivia, el 40% de los que realizaron trámites debió concurrir o comunicarse con la oficina estatal correspondiente tres veces o más (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, p. 54).


    Por muchas razones, los trámites requieren de varias interacciones con el Estado para resolverse: (i) las personas van a hacer el trámite sin tener todos los documentos requeridos o deben recorrer varias oficinas para asesorarse; es decir, la información que brinda el Estado no es clara; (ii) varias entidades estatales tienen requisitos vinculados con la gestión que se quiere realizar, por lo que se requieren trámites adicionales, lo que obliga al ciudadano a tener múltiples interacciones con otros organismos para completar el trámite original (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, p. 54).


    Finalmente, las múltiples interacciones también implican pérdida de eficiencia para el gobierno, al tener que dedicar una mayor cantidad de recursos para atender al ciudadano.

  


   


  En términos simples, la mala regulación y la mala organización de los Estados inciden negativamente en las posibilidades de que las MIPYMES se conviertan en motores de crecimiento de los países de la región, toda vez que dificultan cada etapa de sus ciclos de vida con regulación y trámites complejos que las empresas deben cumplir para funcionar en la formalidad.


  La buena regulación favorece una organización más ágil de las entidades, de los procesos del Estado en general y de los vinculados con las MIPYMES en particular.


  Si el Estado regulara mejor, se organizaría mejor, brindaría mejores servicios al sector privado y facilitaría su desarrollo. Esta dinámica crea empleo y reduce pobreza.1


  Gobiernos complejos


  Aquellos que hayan interactuado con gobiernos de América Latina están en condiciones de afirmar que estos se caracterizan por tener muchos empleados públicos, numerosas reglas, altos costos, complejas burocracias y poco impacto para cumplir con la misión para la que fueron creados.


   


  
    Ejemplo | En 2011, el gobierno de Bolivia, por medio del Ministerio de Transparencia Institucional y Lucha contra la Corrupción (MTILCC), realizó el concurso “El peor trámite de tu vida”, a fin de evaluar y conocer la experiencia del usuario. Los ciudadanos fueron convocados a presentar una descripción de trámites extremadamente burocráticos y propuestas para mejorarlos.


    Una de las presentaciones trata el caso de un solicitante del diploma de bachiller que concurrió a una sede del Servicio Departamental de Educación (Seduca): “La fila avanzaba lentamente, ya que la funcionaria no atendía de buena forma e, incluso, se iba de su puesto de trabajo, dejaba la fila esperando y luego de un rato volvía; lo peor fue que, faltando una persona para que me atendiera, de mala manera y sin previo aviso, la señora cerró su ventanilla. La atención decía hasta las 11:30 am, y la señora cerró su ventanilla a las 11:20 am […]. Por la tarde, volví a realizar nuevamente la fila y, cuando logré que me atendieran, me entregaron el documento, diciendo que mi certificación no pudo ser realizada debido a que en dos de mis libretas figuraba mal mi apellido, al revisar noté que no figuraba mal, a lo cual me dijeron que en su sistema de Seduca y boletines figuraba mal […]. Me dijeron que tenía que volver a caja y comprar otro valorado para trámite de rectificación de nombre, hacer una carta de solicitud, llevar mi certificado de nacimiento y pagar 25 bolivianos” (Charosky, H., Vásquez, M. I., y Dassen, N., 2014, pp. 21-22).

  


   


  En la actualidad existe una brecha creciente en las expectativas de la sociedad respecto del rol que el Estado “debe” cumplir y el rol que el Estado “puede” cumplir, lo que se traduce en un aumento de la presión social que exige que el Estado redefina su rol, restaure su vocación de servicio y, sobre todo, se transforme en socio en el crecimiento y desarrollo del sector privado.


  Las MIPYMES, y la sociedad en general, demandan que el Estado facilite su operatoria, su vida cotidiana para que de esa forma puedan crecer y expandir su potencial en beneficio del conjunto.


  El Estado que obstaculiza tiene por delante —invariablemente— una conflictividad social. Los gobiernos deben entender la tendencia y poner en acción medidas que simplifiquen la interacción del sector privado con las estructuras públicas vinculadas con las MIPYMES.


  No alcanza con la simplificación regulatoria si el aparato estatal no puede responder ni hacer cumplir las nuevas reglas que se establezcan. En algunos casos, la capacidad de aplicación (enforcement) del Estado es hasta más relevante que la complejidad o no de las normas a cumplir (Hallward-Driemeier, M., y Pritchett, L., 2015).


  ¿Puede generarse desarrollo promoviendo el crecimiento de las MIPYMES desde la estructura burocrática estatal latinoamericana? Claramente, no.


  América Latina se caracteriza por burocracias estatales complejas: muchos ministerios, muchas secretarías y subsecretarías —o equivalentes—. En términos simples, el Estado de los países de la región se ha convertido en una máquina compleja que atora a los beneficiarios que desea ayudar.


  Adicionalmente, los cambios de gobiernos impactan negativamente en la complejidad de las burocracias. Cuando se produce un cambio de signo político —y no existen políticas de Estado sostenidas en el mediano y largo plazo—, se redefinen prioridades y agendas, al mismo tiempo que se producen modificaciones en los equipos de gobierno.


  Los dirigentes políticos pueden tener cuadros técnicos de alto nivel que sepan manejar las principales variables del Estado. Pero, por mejores habilidades que tengan, la “máquina” no genera desarrollo porque su complejidad causa demoras y procesos ineficientes que no se resuelven con los cambios de gobierno, sino que se complican aun más o se sustituyen por otros igual de intrincados. En términos simples, cada cambio de ciclo político produce demoras asociadas a la “adaptación” de los nuevos equipos al funcionamiento del gobierno y a la implementación de las nuevas agendas.


   


  
    Ejemplo | El ciudadano asume un rol de mensajero para completar sus trámites. Se traslada de una institución a otra para pedir actas de nacimiento, luego a otra para solicitar antecedentes penales, después a otra para obtener constancia de domicilio, etc. En los países más avanzados, el intercambio de información sobre el ciudadano ocurre dentro del gobierno (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, p. 80).

  


   


  En tanto la actividad política en la región priorice la construcción de poder por encima de la gestión, la estructura estatal compleja continuará generando un alto costo en términos financieros y transaccionales, para el Estado y para el ciudadano.


  En América Latina, el Estado debe evolucionar hacia una “máquina” eficiente de prestación de servicios que, con foco en el sector privado, agilice sus procesos y trámites a fin de promover la creación de empleo, la formalidad y la reducción de la pobreza.


  Desconfianza


  Existe un factor clave para lograr que el Estado pueda servir de forma eficiente a los ciudadanos: la confianza.


  América Latina tiene dos características sociales que impactan de forma negativa en la facilidad de hacer trámites: (i) altos niveles de desconfianza mutua, es decir, entre los ciudadanos y el Estado, y (ii) una gran confianza en las reglas (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018).


  Como resultado, los gobiernos generan reglas y requisitos para mitigar riesgos asociados con el “abuso”, por parte de los ciudadanos, de los derechos y obligaciones que les brinda el Estado. Por otro lado, las personas aceptan la complejidad de los trámites porque consideran que así el gobierno evita que los demás se beneficien de forma inadecuada de los servicios estatales (Aghion, P., Algan, Y., Cahuc, P., y Shleifer, A., 2010).


  Existe una correlación entre la tradición legal, el nivel de confianza de la sociedad y la demanda de mayor o menor regulación. En este sentido, los países con tradición legal vinculada al derecho civil francés —como todos los de nuestra región— presentan menores niveles de confianza que aquellos de tradición anglosajona o nórdica (Aghion, P., Algan, Y., Cahuc, P., y Shleifer, A., 2010, p. 1046).


  En términos simples, los trámites en la región son complejos porque existe desconfianza mutua —entre los ciudadanos y el Estado— que lleva a priorizar la búsqueda de seguridad por encima de la eficiencia.


   


  
    Ejemplo | La publicación del Banco Interamericano de Desarrollo, El fin del trámite eterno, brinda datos que ilustran la desconfianza en la región y las situaciones paradójicas que esta genera (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, pp. 83-87):


    (i) América Latina es la región más desconfiada del mundo. Solo el 14% de los encuestados declaró confiar en los demás.


    (ii) Los funcionarios públicos no confían en los ciudadanos. El 63% de ellos cree que las personas buscan “atajos” para acceder a beneficios o realizar trámites de forma más rápida.


    (iii) Los funcionarios de alto rango no confían en los de ventanilla. El 43% declaró que el personal que atiende en ventanilla es susceptible de corrupción.


    (iv) Los ciudadanos de la región consideran razonable reclamar beneficios del sector público, aun cuando no tengan derecho a su acceso. El 7% de los encuestados respondió que siempre es justificable, mientras que un 22% lo estimó justificable en alguna medida.

  


   


  El alto grado de desconfianza explica en parte la gran cantidad de instrucciones, procedimientos y requisitos que deben seguir los funcionarios que atienden al público, así como las diferentes instancias internas y entre las entidades públicas responsables de cada gestión. Es decir, la desconfianza complejiza los trámites y alarga los plazos para su resolución.


  En este sentido, América Latina presenta una paradoja. Con las demoras que causan los trámites complejos, se esperaría que los ciudadanos manifestaran una mayor insatisfacción con los servicios que proveen los gobiernos. No obstante, la mayoría está satisfecha. Es decir, gran parte de los ciudadanos de la región (62%) cree necesario que los gobiernos impongan altas barreras al acceso a servicios estatales a fin de evitar fraudes o abusos (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, p. 90).


  Esta situación se ve reforzada además por la preferencia de los ciudadanos de la región por las reglas, como estrategia para mitigar riesgos asociados con el mal comportamiento de las personas.


   


  
    Ejemplo | En una muestra de 57 países se observó que en aquellos donde el nivel de desconfianza es mayor, las barreras regulatorias para la apertura de empresas son mayores. Asimismo, la desconfianza de la sociedad explica un tercio de la variación en la carga regulatoria para abrir empresas entre países (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, p. 94).


    Este estudio refuerza el análisis realizado por Aghion, P., Algan, Y., Cahuc, P., y Shleifer, A. (2010). Los autores señalan que la desconfianza genera mayor demanda de regulación, al mismo tiempo que el exceso de regulación desalienta la formación de confianza. Como resultado, los países con mayor grado de desconfianza, como los de América Latina, prefieren mayor nivel de regulación —control estatal— aun cuando saben que esta genera resultados ineficientes por parte de los gobiernos, que además, se reconoce, presentan elevados niveles de corrupción.

  


   


  En este marco existe un desafío adicional para los gobiernos de la región que decidan emprender la tarea de simplificar y digitalizar sus trámites: si los ciudadanos se muestran dispuestos a tolerar la complejidad e ineficiencia del sistema, cuáles son los incentivos para modificar esta situación. Es decir, hay una demanda limitada por parte de la ciudadanía.


  En contraste, la mayoría de los funcionarios públicos considera que simplificar los trámites podría mitigar los riesgos de corrupción (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018). Por tanto, la reforma y el cambio en materia de simplificación de trámites y de estructuras de gobierno deben originarse en los gobiernos.


  Gobiernos eficientes


  La simpleza organizacional del Estado está asociada a la eficiencia en la gestión. Si los gobiernos latinoamericanos innovan en su organización, su capacidad para brindar servicios que promuevan el desarrollo del sector privado puede ser de un volumen inestimable.


  En términos simples, una estructura organizacional uniforme y simplificada en toda América Latina —con foco en el sector MIPYME— podría aportar credibilidad y eficiencia a la estructura de los gobiernos y mejorar el clima de inversiones a nivel regional.


  La simplificación de la estructura del Estado tiene que ir acompañada de una digitalización total del ciclo de vida de la MIPYME. Se dice “total” y no “sustancial” porque para alcanzar el mejor clima de inversiones es necesario que la prestación de los servicios de gobierno sea de acceso universal y simple, que solo la vía informática puede garantizar para reducir tiempos de interacción y costos asociados.


   


  
    Ejemplo | Algunas experiencias en la región —Chile, Uruguay y México— y en el mundo —Estonia— señalan que un buen punto de partida para la simplificación y digitalización de trámites es el establecimiento de un objetivo estratégico que abarque a todo el gobierno, es decir que sea transversal. Una vez identificados ese objetivo y el plan para alcanzarlo, los gobiernos suelen darle fuerza legal por medio de su aprobación mediante decretos y/o leyes. En Chile se implementó una serie de planes estratégicos y decretos ejecutivos en el marco de la Agenda digital 2020. En Uruguay, el Plan de Gobierno Digital 2020, apoyado por un decreto presidencial, marcó el norte en el proceso de digitalización. Y en México, los objetivos relacionados con la digitalización de trámites se enmarcan en la Estrategia Digital Nacional (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, pp. 161-162).


    De los ejemplos analizados, Estonia es el único que ha digitalizado casi la totalidad de los trámites de gobierno. Los países latinoamericanos presentan desafíos pendientes de resolución, algunos de los cuales se mencionan en este libro.

  


   


  En consecuencia, para que la totalidad de los trámites pueda hacerse online, toda la estructura institucional debiera estar integralmente digitalizada y en la “nube”. Este enfoque propone la eliminación de las tramitaciones en papel dentro de la administración pública.


  Si la estructura institucional del Estado vinculada con las MIPYMES se digitaliza y su gobernanza se simplifica, aumenta la transparencia y se diluyen los costos de transacción.


  Existe evidencia sobre el impacto de la corrupción en el desarrollo económico y las acciones que pueden implementarse para reducir su impacto negativo en las economías de la región. Específicamente se destaca el desarrollo adecuado de incentivos e instituciones, con foco en la regulación empresarial y el papel de las nuevas tecnologías (López Claros, A., 2015).


  Crear una MIPYME debiera ser un proceso ágil y accesible desde un teléfono inteligente. Al crearla, la empresa debería recibir un correo electrónico, o notificación desde el mismo aplicativo, con todos los beneficios que el Estado le otorga o con información útil referida a su actividad. La MIPYME no debiera ir a buscar el acceso a beneficios que promuevan su funcionamiento, sino que el Estado debiera brindárselos automáticamente (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018).


   


  
    Ejemplo | Existen ejemplos vinculados a conseguir conexiones de electricidad para las empresas. Un estudio analiza datos sobre este tema en 183 economías, que incluyen información sobre procedimientos, tiempo y costo que una pequeña o mediana empresa con necesidad moderada de electricidad debe invertir para obtenerla. El estudio encuentra una variación significativa en todos los países en cuanto a tiempo y costo para obtener esa conexión eléctrica. En los países de bajos ingresos, por ejemplo, se necesita en promedio casi el doble de tiempo que en los de altos ingresos para conectar a un nuevo cliente, mientras que el costo asociado es 70 veces mayor. El estudio revela que la burocracia es un factor importante para explicar el bajo rendimiento de los servicios públicos de distribución en los países de bajos ingresos y también concluye que la facilidad y el costo para acceder a las conexiones eléctricas afectan el desempeño de la empresa. Los procesos de conexión eléctrica más simples y menos costosos están asociados con un mejor desempeño de la empresa (Geginat, C., y Ramalho, R., 2010).

  


   


  La digitalización tiene enorme potencial en la agenda de desarrollo del sector privado, pero también en toda la agenda del Estado. En la actualidad, la oportunidad de innovación estatal es prácticamente total; hay países —por ejemplo, Paraguay y Honduras, entre otros— donde las comunicaciones propias del proceso de decisión del Estado se realizan en papel, por correo electrónico y verbalmente. Es decir, tres vías de comunicación para coordinar una sola decisión de la burocracia estatal. La eliminación de opciones y la modernización del enfoque presentan una oportunidad única para la región.


   


  
    Ejemplo | Uruguay ha implementado herramientas tecnológicas para mejorar la coordinación y estandarización de las interacciones en el interior del gobierno y también entre este y el sector privado. Específicamente, las herramientas incluyen: identidad digital, firma digital, plataforma de interoperabilidad y componentes comunes para los trámites, agrupados en once tipos diferentes. En la actualidad, estos instrumentos gozan de un alto nivel de adopción; por ejemplo, el ciento por ciento de las entidades públicas del gobierno central ha acogido los estándares de interoperabilidad y está conectado a su plataforma.


    El beneficio de este tipo de herramientas compartidas es la escalabilidad. Una vez probadas y refinadas, pueden implementarse repetidamente para gran cantidad de trámites, acelerando el ritmo de la transición digital. En Uruguay fue posible impulsar la digitalización masiva de trámites en relativamente poco tiempo —cerca de tres años a partir de la fijación de la meta— (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, pp. 163-165).

  


   


  La modernidad nos da la oportunidad de que la gestión estatal le dé un impulso al proceso de desarrollo del sector privado para que este genere crecimiento sin precedentes. Los gobiernos, como nunca, pueden dejar de verse como “máquinas” ineficientes y convertirse en “máquinas” eficientes que generen desarrollo.


  Los gobiernos de la región deben superar desafíos específicos a fin de avanzar en la adopción efectiva de la digitalización: (i) infraestructura digital para trámites en línea; (ii) mejorar los diseños de los aplicativos para que los trámites sean fáciles de realizar; (iii) garantizar el funcionamiento de las plataformas digitales desde cualquier dispositivo; (iv) implementar programas de alfabetización digital y atención al cliente con foco en las generaciones que no están familiarizadas con la tecnología; (v) expandir métodos de pago alternativos por fuera del sistema bancario (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, p. 208).


  La evolución de los gobiernos de la región —en el siglo XXI— tiene que ir hacia una mayor simpleza institucional y transparencia mediante el uso de la tecnología y procesos asociados a tomas de decisiones que fomenten el desarrollo del sector privado. Esta transformación debiera surgir desde cada Poder Ejecutivo en la búsqueda de eficiencia en la prestación de sus servicios, lo que permitiría ingresar con otra expectativa de progreso al siglo XXII.


  
    
      1. Existe evidencia de que una buena regulación tiene impacto directo en el crecimiento económico de los países (Djankov, S., McLiesh, C., y Ramalho, R. M., 2006).
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  La información: datos regionales


  Para reducir la pobreza es necesario dimensionar el problema y sus implicancias. Si no se tiene claridad sobre el desafío, difícilmente pueda abordarse una solución de forma eficiente y coordinar todos los intereses tras un objetivo común: dejar de ser pobres en América Latina. Diagnosticada la magnitud del tema pueden plantearse propuestas para resolverlo y una visión de futuro.


  Cuarenta años con bajo crecimiento


  La región experimenta el período de menor crecimiento en los últimos cuarenta años (CEPAL, 2019), lo que evidencia el fracaso de los gobiernos en lograr crecimiento y desarrollo económico sostenible.


   


  Crecimiento económico de América Latina y el Caribe


  (variación en % anual)


  
    [image: ] 

    Fuente: elaboración propia sobre la base de World Economic Outlook de 2019, FMI.

  


   


  Los gobiernos de América Latina tienen el desafío de innovar en la fórmula para dejar de ser pobres y lograr un crecimiento sostenible.


  Cincuenta años de pobreza estructural


  En los últimos cincuenta años, la pobreza en la región ha sido del 35% de la población. La región no ha encontrado un modelo de desarrollo para resolver su problema más grave: la pobreza.


   


  Pobreza en América Latina y el Caribe


  (% del total de la población)


  
    [image: ] 

    Fuente: elaboración propia sobre la base de CEPAL.

  


   


  La persistencia de la pobreza refleja la incapacidad de los gobiernos de América Latina de resolver otros problemas asociados: el desempleo y la informalidad.


  Desempleo persistente


  América Latina y el Caribe tienen la tasa de desempleo más alta de los últimos diez años.

   

  Desempleo en América Latina y el Caribe


  (% del total de la población)


  
    [image: ] 

    Fuente: elaboración propia sobre la base de CEPAL.

  


   


  La persistencia del desempleo limita las posibilidades de reducir la elevada informalidad laboral de la región, impactando negativamente en la pobreza.


  Informalidad y pobreza


  La informalidad laboral1 afecta con mayor magnitud a los pobres: el 72% en América Latina está en condiciones de informalidad (CEPAL, 2019).

   

  Informalidad laboral


  (% de trabajadores)


  
    [image: ] 

    Fuente: elaboración propia sobre la base de CEPAL, 2014.

  


  Informalidad y MIPYMES


  La informalidad laboral afecta con mayor magnitud a las MIPYMES. Según la OIT, la informalidad laboral en las MIPYMES de América Latina y el Caribe llega al 60%. En tanto, la tasa de informalidad entre los trabajadores independientes en la misma región alcanza un 84%. Asimismo, casi el 70% de personas con empleo informal en América Latina y el Caribe es un trabajador independiente o está ocupado en empresas de hasta 10 trabajadores —microempresas— (Deelen, L., 2015).


   


  Ocupados urbanos en sectores de baja productividad (sector informal)del mercado de trabajo


  
    [image: ] 

    Fuente: elaboración propia sobre la base de CEPAL. Datos a 2018.

  


  Una realidad con tres problemas


  La pobreza, el desempleo y la informalidad son problemas vinculados entre sí y se retroalimentan con el paso del tiempo.


  Para dejar de ser pobres hay que crear empleo, reducir el desempleo y la informalidad sobre la base de políticas que hagan foco en el desarrollo del sector privado, específicamente en las MIPYMES.


   


   


  Pobreza, desempleo e informalidad laboral en América Latina


  (en porcentajes)


  
    [image: ] 

    Fuente: elaboración propia sobre la base de CEPAL.

  


  Más informalidad, menos recursos


  La informalidad tributaria reduce recursos de los gobiernos para implementar políticas a favor del desarrollo del sector privado. En este sentido, las pérdidas asociadas con el incumplimiento tributario —de los impuestos a la renta y al valor agregado (IVA)— alcanzaron el 6,3% del PBI en 2017, una cifra equivalente a 335.000 millones de dólares (CEPAL, 2019).


  Las MIPYMES, el foco de la innovación


  Para dejar de ser pobres, los gobiernos de la región deben innovar en su estrategia de crecimiento y desarrollo. El foco debe ser el sector privado, priorizando las MIPYMES como motor del crecimiento. Nuestra realidad empresarial es contundente: (i) las MIPYMES son el 99% de las empresas formales en América Latina; (ii) las MIPYMES generan el 60% del empleo formal de la región; (iii) las MIPYMES solo representan el 25% del producto bruto interno de América Latina.


   


  Empresas en América Latina


  
    [image: ] 

    Fuente: elaboración propia sobre la base de CEPAL, 2016.

  


  El contexto macroeconómico donde operan las MIPYMES


  Para comprender las dificultades, necesidades y potencialidades de las MIPYMES resulta necesario entender la macroeconomía en la que operan. En este sentido, los ciclos económicos tienen una correlación positiva entre países de la región y con el resto del mundo. En términos simples: si al mundo le va bien, a la región le va bien, y a la inversa.


   


  Crecimiento del PBI


  (variación en % anual)


  
    [image: ] 

    Fuente: elaboración propia sobre la base de FMI, World Economic Outlook de 2019 y CEPAL de 2020. Las cifras de 2019 y 2020 son estimaciones realizadas por la CEPAL que incorporan estimaciones iniciales respecto de los efectos sobre el crecimiento producto de la crisis del coronavirus.

  


  Las economías de la región han tenido dificultades para sostener las fases de expansión del ciclo y no han podido aprovechar las etapas de crecimiento para mejorar el nivel de vida y generar economías sólidas. Esta situación se debe, en parte, a que sus estructuras productivas generan bajos encadenamientos productivos y limitan la participación de las MIPYMES en las exportaciones.


   


  Participación de las empresas en exportaciones


  (según tamaño)


  
    
      

      

      

      

      
    

    
      
        	

        	
          Microempresas

        

        	
          Pequeñas

        

        	
          Medianas

        

        	
          Grandes

        
      


      
        	
          Argentina

        

        	
          0,3

        

        	
          1,6

        

        	
          6,5

        

        	
          91,6

        
      


      
        	
          Brasil

        

        	
          0,1

        

        	
          0,9

        

        	
          9,5

        

        	
          82,9

        
      


      
        	
          Chile

        

        	
          0

        

        	
          0,4

        

        	
          1,5

        

        	
          97,9

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia sobre la base de CEPAL, 2016.


   


  La forma en la que la región ha desarrollado su estructura productiva y se ha insertado en los mercados externos impacta negativamente en las MIPYMES. Los problemas de productividad y las escasas ventajas competitivas de las MIPYMES limitan su participación en el comercio exterior y sus posibilidades de mejorar su aporte al crecimiento.


  Clima de negocios de América Latina


  Las MIPYMES no prosperan en América Latina porque hay un mal clima de negocios.


   


  
    
      

      

      
    

    
      
        	
          Economías

        

        	
          Facilidad para hacer negocios

        

        	
          Puntuación en la facilidad para hacer negocios

        
      


      
        	
          México

        

        	
          60

        

        	
          72,4

        
      


      
        	
          Colombia

        

        	
          67

        

        	
          70,1

        
      


      
        	
          Costa Rica

        

        	
          74

        

        	
          69,2

        
      


      
        	
          Perú

        

        	
          76

        

        	
          68,7

        
      


      
        	
          Panamá

        

        	
          86

        

        	
          66,6

        
      


      
        	
          El Salvador

        

        	
          91

        

        	
          65,3

        
      


      
        	
          Guatemala

        

        	
          96

        

        	
          62,6

        
      


      
        	
          Uruguay

        

        	
          101

        

        	
          61,5

        
      


      
        	
          República Dominicana

        

        	
          115

        

        	
          60,0

        
      


      
        	
          Brasil

        

        	
          124

        

        	
          59,1

        
      


      
        	
          Paraguay

        

        	
          125

        

        	
          59,1

        
      


      
        	
          Argentina

        

        	
          126

        

        	
          59,0

        
      


      
        	
          Ecuador

        

        	
          129

        

        	
          57,7

        
      


      
        	
          Honduras

        

        	
          133

        

        	
          56,3

        
      


      
        	
          Nicaragua

        

        	
          142

        

        	
          54,4

        
      


      
        	
          Bolivia

        

        	
          150

        

        	
          51,7

        
      


      
        	
          Venezuela, R. B.

        

        	
          188

        

        	
          30,2

        
      

    
  


  Fuente: elaboración propia sobre la base de Doing Business 2020, Banco Mundial.2

   

  Ningún país latinoamericano está entre los 50 con mayor facilidad para hacer negocios (Banco Mundial, 2019).


  El ránking Doing Business evidencia que hacer negocios en la región es costoso y complejo. Si bien los “cuellos de botella están identificados”, las reformas necesarias no se implementan y los indicadores que muestran una buena performance son la excepción y no la regla.


  En los últimos diez años, mientras algunas regiones implementaron reformas para facilitar los negocios, América Latina continúa rezagada buscando un modelo de desarrollo.


  La crisis del coronavirus puso en evidencia la importancia de implementar reformas que faciliten la forma de hacer negocios en la región a fin de minimizar los impactos de un freno total en la economía como el experimentado durante este período.


   


  Apertura por país, ránking Doing Business 2020


  
    
      

      

      

      

      

      

      

      

      

      

      
    

    
      
        	

        	
          Apertura de un negocio

        

        	
          Manejo de permisos de construcción

        

        	
          Obtención de electricidad

        

        	
          Registro de propiedades

        

        	
          Obtención de crédito

        

        	
          Protección de inversionistas minoritarios

        

        	
          Pago de impuestos

        

        	
          Comercio transfronterizo

        

        	
          Cumplimiento de contratos

        

        	
          Resolución de la insolvencia

        
      


      
        	
          México

        

        	
          107

        

        	
          93

        

        	
          106

        

        	
          105

        

        	
          11

        

        	
          61

        

        	
          120

        

        	
          69

        

        	
          43

        

        	
          33

        
      


      
        	
          Colombia

        

        	
          95

        

        	
          89

        

        	
          82

        

        	
          62

        

        	
          11

        

        	
          13

        

        	
          148

        

        	
          133

        

        	
          177

        

        	
          32

        
      


      
        	
          Costa Rica

        

        	
          144

        

        	
          78

        

        	
          25

        

        	
          49

        

        	
          15

        

        	
          110

        

        	
          66

        

        	
          80

        

        	
          111

        

        	
          137

        
      


      
        	
          Perú

        

        	
          133

        

        	
          65

        

        	
          88

        

        	
          55

        

        	
          37

        

        	
          45

        

        	
          121

        

        	
          102

        

        	
          83

        

        	
          90

        
      


      
        	
          Panamá

        

        	
          51

        

        	
          100

        

        	
          51

        

        	
          87

        

        	
          25

        

        	
          88

        

        	
          176

        

        	
          59

        

        	
          141

        

        	
          113

        
      


      
        	
          El Salvador

        

        	
          148

        

        	
          168

        

        	
          87

        

        	
          79

        

        	
          25

        

        	
          140

        

        	
          70

        

        	
          46

        

        	
          126

        

        	
          92

        
      


      
        	
          Guatemala

        

        	
          99

        

        	
          118

        

        	
          46

        

        	
          89

        

        	
          15

        

        	
          153

        

        	
          104

        

        	
          82

        

        	
          176

        

        	
          157

        
      


      
        	
          Uruguay

        

        	
          66

        

        	
          151

        

        	
          65

        

        	
          119

        

        	
          80

        

        	
          153

        

        	
          103

        

        	
          150

        

        	
          104

        

        	
          70

        
      


      
        	
          R. Dominicana

        

        	
          112

        

        	
          80

        

        	
          116

        

        	
          74

        

        	
          119

        

        	
          143

        

        	
          150

        

        	
          66

        

        	
          133

        

        	
          124

        
      


      
        	
          Brasil

        

        	
          138

        

        	
          170

        

        	
          98

        

        	
          133

        

        	
          104

        

        	
          61

        

        	
          184

        

        	
          108

        

        	
          58

        

        	
          77

        
      


      
        	
          Paraguay

        

        	
          160

        

        	
          75

        

        	
          109

        

        	
          80

        

        	
          132

        

        	
          143

        

        	
          126

        

        	
          128

        

        	
          72

        

        	
          105

        
      


      
        	
          Argentina

        

        	
          141

        

        	
          155

        

        	
          111

        

        	
          123

        

        	
          104

        

        	
          61

        

        	
          170

        

        	
          119

        

        	
          97

        

        	
          111

        
      


      
        	
          Ecuador

        

        	
          177

        

        	
          114

        

        	
          100

        

        	
          73

        

        	
          119

        

        	
          114

        

        	
          147

        

        	
          103

        

        	
          96

        

        	
          160

        
      


      
        	
          Honduras

        

        	
          170

        

        	
          158

        

        	
          138

        

        	
          101

        

        	
          25

        

        	
          120

        

        	
          167

        

        	
          130

        

        	
          154

        

        	
          143

        
      


      
        	
          Nicaragua

        

        	
          145

        

        	
          176

        

        	
          115

        

        	
          160

        

        	
          104

        

        	
          170

        

        	
          162

        

        	
          84

        

        	
          87

        

        	
          107

        
      


      
        	
          Bolivia

        

        	
          175

        

        	
          139

        

        	
          96

        

        	
          148

        

        	
          144

        

        	
          136

        

        	
          186

        

        	
          100

        

        	
          109

        

        	
          103

        
      


      
        	
          Venezuela, R.B.

        

        	
          190

        

        	
          175

        

        	
          174

        

        	
          145

        

        	
          132

        

        	
          170

        

        	
          189

        

        	
          188

        

        	
          150

        

        	
          165

        
      

    
  





  Nota: el destacado señala los indicadores en que los países se posicionan entre las primeras 50 economías que integran el análisis de Doing Business.


  Fuente: elaboración propia sobre la base de Doing Business 2020, Banco Mundial.

   



  Puntuación en la facilidad para hacer negocios


  
    [image: ] 

    Fuente: elaboración propia sobre la base de Doing Business, Banco Mundial.

  


  Clima de negocios: top 50 vs. América Latina


  El ránking Doing Business funciona como una referencia de indicadores de clima de negocios para los países del mundo. Los que mejor se posicionan presentan un sector privado dinámico con mayor actividad emprendedora. Asimismo, este sector se asocia a mejores oportunidades de empleo, más recaudación por parte de los gobiernos y mayores ingresos a nivel individual (Banco Mundial, 2019, p. 7).


  En este sentido, los países que mejoran su regulación e ingresan entre las 50 economías con mayores facilidades para hacer negocios, del ránking Doing Business, evidencian múltiples beneficios:


  
    	Crecimiento económico | Se estima que los que ingresan en el top 50 generan en promedio 2 puntos de crecimiento anual (Banco Mundial, 2005, p. 3).


    	Menos informalidad | Mejorar los indicadores al nivel del top 50 está asociado a una disminución de 9 puntos porcentuales en la proporción del PBI que genera la economía informal (Banco Mundial, 2006, p. 5).


    	Más empleo | Mejor performance en el ránking se asocia a mayor creación de empleo. En países con regulación compleja y costosa, las empresas se mantienen en escalas pequeñas, generan pocos empleos y suelen operar en la informalidad (Banco Mundial, 2006, p. 5).

  


  En términos simples, la mayor facilidad para hacer negocios implica más empleo y más actividad en la economía formal. En este sentido, existe evidencia que indica que la tradición legal impacta en la complejidad regulatoria, en la posibilidad de implementar reformas y, en consecuencia, en el crecimiento de las economías.


   


  
    
      

      

      

      

      

      

      

      

      
    

    
      
        	
          Países

        

        	
          Región (Doing Business)

        

        	
          Clasificación por nivel de ingresos (Banco Mundial)

        

        	
          Tradición legal

        

        	
          Facilidad para hacer negocios


          (ránking Doing Business)

        

        	
          Crecimiento


          2020e-2010


          (var. % anual)

        

        	
          Desempleo (% del total 
de fuerza laboral)

        
      


      
        	
          2000

        

        	
          Dif. con 2010

        

        	
          Prom. 2020e-2010

        

        	
          Dif. 2020e y 2010

        
      


      
        	
          Nueva Zelanda

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          1

        

        	
          1

        

        	
          2,8

        

        	
          5,3

        

        	
          –1,7

        
      


      
        	
          Singapur

        

        	
          Asia Oriental y el Pacífico

        

        	
          Alto

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          2

        

        	
          –1

        

        	
          4,4

        

        	
          4,4

        

        	
          –13,5

        
      


      
        	
          Hong Kong

        

        	
          Asia Oriental y el Pacífico

        

        	
          Alto

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          3

        

        	
          0

        

        	
          2,9

        

        	
          3,3

        

        	
          –1,3

        
      


      
        	
          Dinamarca

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Nórdica

        

        	
          4

        

        	
          2

        

        	
          1,6

        

        	
          6,3

        

        	
          –2,5

        
      


      
        	
          Corea del Sur

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Germánica

        

        	
          5

        

        	
          14

        

        	
          3,2

        

        	
          3,6

        

        	
          0,4

        
      


      
        	
          Estados Unidos

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          6

        

        	
          –2

        

        	
          2,3

        

        	
          6,0

        

        	
          –6,1

        
      


      
        	
          Georgia

        

        	
          Europa Oriental y Asia Central

        

        	
          Bajo

        

        	
          Soviética

        

        	
          7

        

        	
          4

        

        	
          4,8

        

        	
          15,3

        

        	
          –4,7

        
      


      
        	
          Reino Unido

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          8

        

        	
          –3

        

        	
          1,8

        

        	
          5,8

        

        	
          –4,1

        
      


      
        	
          Noruega

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Nórdica

        

        	
          9

        

        	
          1

        

        	
          1,7

        

        	
          3,8

        

        	
          –0,3

        
      


      
        	
          Suecia

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Nórdica

        

        	
          10

        

        	
          8

        

        	
          2,4

        

        	
          7,3

        

        	
          –0,5

        
      


      
        	
          Lituania

        

        	
          Europa Oriental y Asia Central

        

        	
          Mediano alto

        

        	
          Civil francesa

        

        	
          11

        

        	
          15

        

        	
          3,3

        

        	
          10,1

        

        	
          –11,8

        
      


      
        	
          Malasia

        

        	
          Asia Oriental y el Pacífico

        

        	
          Mediano alto

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          12

        

        	
          11

        

        	
          5,3

        

        	
          3,2

        

        	
          0,4

        
      


      
        	
          Mauricio

        

        	
          África Subsahariana

        

        	
          Mediano alto

        

        	
          Civil francesa

        

        	
          13

        

        	
          4

        

        	
          3,8

        

        	
          7,5

        

        	
          –0,9

        
      


      
        	
          Australia

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          14

        

        	
          –5

        

        	
          2,6

        

        	
          5,5

        

        	
          –0,1

        
      


      
        	
          Taiwán

        

        	
          Asia Oriental y el Pacífico

        

        	
          Alto

        

        	
          Germánica

        

        	
          15

        

        	
          31

        

        	
          3,2

        

        	
          4,1

        

        	
          –1,4

        
      


      
        	
          Emiratos Árabes

        

        	
          Medio Oriente y Norte de África

        

        	
          Alto

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          16

        

        	
          17

        

        	
          3,3

        

        	
          2,3

        

        	
          0,0

        
      


      
        	
          Macedonia del Norte

        

        	
          Europa Oriental y Asia Central

        

        	
          Mediano alto

        

        	
          Germánica

        

        	
          17

        

        	
          15

        

        	
          2,5

        

        	
          25,4

        

        	
          –15,1

        
      


      
        	
          Estonia

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Germánica

        

        	
          18

        

        	
          6

        

        	
          3,5

        

        	
          8,0

        

        	
          –12,0

        
      


      
        	
          Latvia

        

        	
          Europa Oriental y Asia Central

        

        	
          Mediano alto

        

        	
          Germánica

        

        	
          19

        

        	
          8

        

        	
          2,8

        

        	
          11,1

        

        	
          –12,8

        
      


      
        	
          Finlandia

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Nórdica

        

        	
          20

        

        	
          –4

        

        	
          1,2

        

        	
          8,0

        

        	
          –2,1

        
      


      
        	
          Tailandia

        

        	
          Asia Oriental y el Pacífico

        

        	
          Mediano bajo

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          21

        

        	
          –9

        

        	
          3,6

        

        	
          1,0

        

        	
          0,2

        
      


      
        	
          Alemania

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Germánica

        

        	
          22

        

        	
          3

        

        	
          1,9

        

        	
          4,6

        

        	
          –3,7

        
      


      
        	
          Canadá

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          23

        

        	
          –15

        

        	
          2,1

        

        	
          6,8

        

        	
          –2,0

        
      


      
        	
          Irlanda

        

        	
          Ingreso alto OCDE

        

        	
          Alto

        

        	
          Anglosajona

        

        	
          24

        

        	
          –17

        

        	
          5,9

        

        	
          10,2

        

        	
          –9,4

        
      

    
  





  
    
      
        

        

        

        

        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Kazajistán

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            Socialista

          

          	
            25

          

          	
            38

          

          	
            4,4

          

          	
            5,1

          

          	
            –0,9

          
        


        
          	
            Islandia

          

          	
            Ingreso alto OCDE

          

          	
            Alto

          

          	
            Nórdica

          

          	
            26

          

          	
            –12

          

          	
            2,6

          

          	
            4,6

          

          	
            –4,0

          
        


        
          	
            Austria

          

          	
            Ingreso alto OCDE

          

          	
            Alto

          

          	
            Germánica

          

          	
            27

          

          	
            1

          

          	
            1,6

          

          	
            5,2

          

          	
            0,2

          
        


        
          	
            Rusia

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            Socialista

          

          	
            28

          

          	
            92

          

          	
            1,9

          

          	
            5,5

          

          	
            –2,6

          
        


        
          	
            Japón

          

          	
            Ingreso alto OCDE

          

          	
            Alto

          

          	
            Germánica

          

          	
            29

          

          	
            –14

          

          	
            1,3

          

          	
            3,5

          

          	
            –2,6

          
        


        
          	
            España

          

          	
            Ingreso alto OCDE

          

          	
            Alto

          

          	
            Civil francesa

          

          	
            30

          

          	
            32

          

          	
            1,1

          

          	
            19,8

          

          	
            –6,7

          
        


        
          	
            China

          

          	
            Asia Oriental y el Pacífico

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            Germánica

          

          	
            31

          

          	
            58

          

          	
            7,5

          

          	
            4,0

          

          	
            –0,3

          
        


        
          	
            Francia

          

          	
            Ingreso alto OCDE

          

          	
            Alto

          

          	
            Civil francesa

          

          	
            32

          

          	
            –1

          

          	
            1,3

          

          	
            9,5

          

          	
            –0,8

          
        


        
          	
            Turquía

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            Civil francesa

          

          	
            33

          

          	
            40

          

          	
            5,5

          

          	
            10,7

          

          	
            2,6

          
        


        
          	
            Azerbaiyán

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Bajo

          

          	
            Socialista

          

          	
            34

          

          	
            4

          

          	
            1,6

          

          	
            5,1

          

          	
            –0,7

          
        


        
          	
            Israel

          

          	
            Medio Oriente y Norte de África

          

          	
            Alto

          

          	
            Anglosajona

          

          	
            35

          

          	
            –6

          

          	
            3,7

          

          	
            5,5

          

          	
            –4,3

          
        


        
          	
            Suiza

          

          	
            Ingreso alto OCDE

          

          	
            Alto

          

          	
            Germánica

          

          	
            36

          

          	
            –15

          

          	
            1,8

          

          	
            3,0

          

          	
            –0,7

          
        


        
          	
            Eslovenia

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Alto

          

          	
            Germánica

          

          	
            37

          

          	
            16

          

          	
            2,0

          

          	
            7,5

          

          	
            –2,7

          
        


        
          	
            Ruanda

          

          	
            África Subsahariana

          

          	
            Bajo

          

          	
            Civil francesa

          

          	
            38

          

          	
            29

          

          	
            7,3

          

          	
            1,1

          

          	
            –0,1

          
        


        
          	
            Portugal

          

          	
            Ingreso alto OCDE

          

          	
            Alto

          

          	
            Civil francesa

          

          	
            39

          

          	
            9

          

          	
            0,8

          

          	
            10,9

          

          	
            –5,2

          
        


        
          	
            Polonia

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            Germánica

          

          	
            40

          

          	
            32

          

          	
            3,5

          

          	
            7,1

          

          	
            –5,9

          
        


        
          	
            República checa

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            Germánica

          

          	
            41

          

          	
            33

          

          	
            2,3

          

          	
            4,8

          

          	
            –5,0

          
        


        
          	
            Holanda

          

          	
            Ingreso alto OCDE

          

          	
            Alto

          

          	
            Civil francesa

          

          	
            42

          

          	
            –12

          

          	
            1,5

          

          	
            5,3

          

          	
            –1,7

          
        


        
          	
            Baréin

          

          	
            Medio Oriente y Norte de África

          

          	
            Alto

          

          	
            Islámica

          

          	
            43

          

          	
            –23

          

          	
            3,3

          

          	
            3,8

          

          	
            0,3

          
        


        
          	
            Serbia

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            Germánica

          

          	
            44

          

          	
            44

          

          	
            2,0

          

          	
            18,0

          

          	
            –7,2

          
        


        
          	
            Eslovaquia

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            Germánica

          

          	
            45

          

          	
            –3

          

          	
            3,1

          

          	
            10,7

          

          	
            –8,6

          
        


        
          	
            Bélgica

          

          	
            Ingreso alto OCDE

          

          	
            Alto

          

          	
            Civil francesa

          

          	
            46

          

          	
            –24

          

          	
            1,4

          

          	
            1,4

          

          	
            –1,4

          
        


        
          	
            Armenia

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Bajo

          

          	
            Socialista

          

          	
            47

          

          	
            –4

          

          	
            4,4

          

          	
            18,1

          

          	
            –1,5

          
        


        
          	
            Moldavia

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Bajo

          

          	
            Socialista

          

          	
            48

          

          	
            46

          

          	
            4,2

          

          	
            4,6

          

          	
            –4,4

          
        


        
          	
            Bielorrusia

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            Socialista

          

          	
            49

          

          	
            9

          

          	
            1,7

          

          	
            0,7

          

          	
            0,1

          
        


        
          	
            Montenegro

          

          	
            Europa Oriental y Asia Central

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            Germánica

          

          	
            50

          

          	
            21

          

          	
            2,7

          

          	
            17,9

          

          	
            –3,9

          
        


     
    





   Fuente: elaboración propia sobre la base de World Economic Outlook del Fondo Monetario Internacional, Base de datos sobre Indicadores de Desarrollo del Banco Mundial, informe Doing Business 2004, y base de datos Doing Business.

 
 

     


    En América Latina, en los últimos diez años, los países han retrocedido en la implementación de reformas que mejoren la regulación y promuevan la actividad del sector privado. En línea con este retroceso, el crecimiento se estancó y el desempleo aumentó. En la región, el impacto de la tradición legal sobre la complejidad regulatoria es evidente.


     


    
      
        

        

        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Países


            (tradición legal: civil francesa)

          

          	
            Clasificación por nivel de ingresos


            (Banco Mundial)

          

          	
            Facilidad p/ hacer negocios


            (ránking Doing Business)

          

          	
            Crecimiento


            2020e-2010


            (variación % anual)

          

          	
            Desempleo (% del total de fuerza laboral)

          
        


        
          	
            2000

          

          	
            Diferencia con 2010

          

          	
            Prom.


            2020e-2010

          

          	
            Dif. 2020e y 2010

          
        


        
          	
            México

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            60

          

          	
            –9

          

          	
            2,6

          

          	
            4,3

          

          	
            –1,8

          
        


        
          	
            Colombia

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            67

          

          	
            –30

          

          	
            3,7

          

          	
            9,8

          

          	
            2,3

          
        


        
          	
            Costa Rica

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            74

          

          	
            47

          

          	
            3,5

          

          	
            10,0

          

          	
            1,8

          
        


        
          	
            Perú

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            76

          

          	
            –20

          

          	
            4,5

          

          	
            6,8

          

          	
            –1,2

          
        


        
          	
            Panamá

          

          	
            Alto

          

          	
            86

          

          	
            –9

          

          	
            6,2

          

          	
            5,3

          

          	
            –0,6

          
        


        
          	
            El Salvador

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            91

          

          	
            –7

          

          	
            2,5

          

          	
            6,7

          

          	
            0,3

          
        


        
          	
            Guatemala

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            96

          

          	
            14

          

          	
            3,4

          

          	
            N/A

          

          	
            N/A

          
        


        
          	
            Uruguay

          

          	
            Alto

          

          	
            101

          

          	
            13

          

          	
            3,0

          

          	
            7,4

          

          	
            1,1

          
        


        
          	
            R. Dominicana

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            115

          

          	
            –29

          

          	
            5,6

          

          	
            7,0

          

          	
            –1,0

          
        


        
          	
            Brasil

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            124

          

          	
            5

          

          	
            1,4

          

          	
            9,5

          

          	
            2,3

          
        


        
          	
            Paraguay

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            125

          

          	
            –1

          

          	
            4,5

          

          	
            5,5

          

          	
            0,2

          
        


        
          	
            Argentina

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            126

          

          	
            –8

          

          	
            1,0

          

          	
            8,2

          

          	
            2,4

          
        


        
          	
            Ecuador

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            129

          

          	
            9

          

          	
            2,6

          

          	
            4,4

          

          	
            –0,3

          
        


        
          	
            Honduras

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            133

          

          	
            8

          

          	
            3,7

          

          	
            4,2

          

          	
            –1,1

          
        


        
          	
            Nicaragua

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            142

          

          	
            –25

          

          	
            2,8

          

          	
            6,3

          

          	
            1,0

          
        


        
          	
            Bolivia

          

          	
            Mediano bajo

          

          	
            150

          

          	
            11

          

          	
            4,7

          

          	
            3,8

          

          	
            –0,4

          
        


        
          	
            Venezuela, R. B.

          

          	
            Mediano alto

          

          	
            188

          

          	
            –11

          

          	
            –8,7

          

          	
            14,4

          

          	
            26,5

          
        

      
    




    Fuente: elaboración propia sobre la base de World Economic Outlook del Fondo Monetario Internacional. Base de datos sobre Indicadores de Desarrollo del Banco Mundial, informe Doing Business 2004, y base de datos Doing Business.


    Malas reglas, malos trámites


    América Latina se caracteriza por tener una alta complejidad regulatoria,3 lo que genera muchos trámites y requisitos (Roseth, B., Reyes, A., Farias. P., y otros, 2018). En 2013, solo México tenía un nivel de complejidad regulatoria en el mercado debajo del promedio de la OCDE.


     


    Complejidad de los procedimientos regulatorios


    
      [image: ]    Fuente: elaboración propia sobre la base de BID, con datos de Product Market Regulation (PMR) de la OCDE.

    




    La mala regulación genera trámites lentos, complejos y costosos que dificultan hacer negocios en la región (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018). En este sentido, apenas el 36% de los trámites efectuados en la región se considera fácil —requirió solo una interacción y menos de dos horas para ser realizado—. Los ciudadanos se demoran, en promedio, más de cinco horas para llevar a cabo la diligencia. Asimismo, cerca del 50% de los trámites demanda más de una interacción para ser completado. Al término de un año, los ciudadanos de América Latina hacen, en promedio, de 5 a 20 trámites.


    Los trámites lentos, complejos y costosos afectan en mayor medida a la población más pobre, lo que retroalimenta situaciones de vulnerabilidad social.


     


    Porcentaje de trámites fáciles y difíciles en América Latina


    
      [image: ]
    


    Porcentaje de personas que hicieron un trámite en el último año


    (según nivel educativo)


    
      [image: ]    Fuente: elaboración propia sobre la base de BID, con datos de Latinobarómetro 2017.

    




     


    Se puede dejar de ser pobres creando las condiciones para promover el desarrollo de las economías sobre la base del crecimiento de las MIPYMES. La simplificación regulatoria y de los trámites es posible a través de la digitalización.


    Digitalizar para simplificar los trámites


    Los trámites digitales son más rápidos —un 74% en promedio—, más económicos —entre el 1,5 y 5% de lo que cuestan los presenciales— y menos vulnerables a la corrupción (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018).


     


    Uso del canal digital para hacer trámites


    (% de personas que hicieron su último trámite en línea)


    
      [image: ] 

      Fuente: elaboración propia sobre la base de BID, con datos de Latinobarómetro 2017.

    


     


    La implementación y el uso de canales digitales para trámites en la región son limitados: solamente el 7% de los ciudadanos reconoce haber hecho su último trámite en línea (Latinobarómetro, 2017).


    Los datos son contundentes: (i) el 89% de los trámites se realiza de manera presencial; (ii) el 73% de los trámites empresariales es completamente presencial; (iii) el 29% de los ciudadanos reportó haber pagado un soborno en el contexto de un servicio público, y (iv) los gobiernos gestionan entre 1.000 y 5.000 trámites diferentes. La región tiene un gran potencial para aprovechar en términos de digitalizar trámites y aprovechar la tecnología de los teléfonos móviles para facilitar la operatoria de las MIPYMES.


     


    Conectividad de banda ancha y móvil


    
      [image: ] 

      Fuente: elaboración propia sobre la base de BID.

    


     


    La era poscoronavirus nos ofrece la oportunidad de avanzar en reformas que simplifiquen la regulación y digitalicen los trámites con urgencia.


    
      
        1. Sector donde los trabajadores no tienen derecho a pensión, seguro médico, protección social, contrato de trabajo ni los derechos generales del sector formal (CEPAL, 2019).

      


      
        2. Las economías son clasificadas entre el puesto 1 y 190 en la facilidad para hacer negocios. Una clasificación más alta, es decir, más próxima al 1, significa que las regulaciones en el ámbito de los negocios de esa economía facilitan la apertura de empresas locales y sus actividades. Las clasificaciones se determinan sobre la base de la media de las puntaciones obtenidas en los 10 indicadores que componen Doing Business: apertura de una empresa, manejo de permisos de construcción, empleo de trabajadores, registro de propiedades, obtención de crédito, protección de inversores, pago de impuestos, comercio transfronterizo, cumplimiento de contratos y cierre de una empresa, en su aplicación a las pequeñas y medianas empresas.

      


      
        3. El indicador de “complejidad de los procedimientos regulatorios” es un subindicador de la base de datos de Product Market Regulation (PMR) de la OCDE —con datos de 2013—, forma parte del set de indicadores de regulación del mercado de productos a nivel económico y se enfoca en procedimientos relacionados con licencias y permisos. El subindicador tiene una escala de 0 a 6, donde 6 es más restrictivo. Los indicadores del PMR están basados en datos sobre leyes y regulaciones. Se calcula a través de la incorporación de 18 indicadores secundarios. El indicador agregado es el promedio simple de los siguientes módulos: 1) control estatal; 2) barreras al emprendimiento, y 3) barreras al comercio y la inversión (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018).
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  La idea: simplificar y digitalizar


  Simplificar la regulación —e ingresar entre las 50 economías con mayores facilidades para hacer negocios del ránking Doing Business— genera, en promedio, 2 puntos adicionales de crecimiento anual, disminuye la informalidad y crea más empleo (Banco Mundial, 2005).


  Estonia se transformó en una economía con el 100% de los servicios del Estado digitalizados, ahorrando en promedio 30 minutos de trámite por ciudadano, es decir 5,4 días de trabajo al año por persona y 7 millones de días al año 
para la sociedad (BID, 2019).


   


   


  Hacer negocios en América Latina tiene que ser más fácil y económico que en cualquier otro lugar del mundo a fin de generar crecimiento, crear empleo y reducir la pobreza.


  El foco de la idea propuesta para generar crecimiento, crear empleo y reducir la pobreza es claro: simplificar y digitalizar para promover el desarrollo del sector privado a partir de las MIPYMES y lograr un mayor impacto positivo en la creación de empleo y reducción de la pobreza.


  Para implementar la idea se proponen las siguientes acciones para los países de la región: (i) simplificar reglas; (ii) reformar instituciones, y (iii) digitalizar procesos (trámites).


  La implementación de las acciones requiere de un programa integral de reformas que cada país debe abordar de forma individual. El programa debiera contemplar:


  
    	Simplificar la regulación con foco en reescribir las reglas que obstruyan el desarrollo del sector privado y adoptar las que faciliten el ciclo de vida de la MIPYME.


    	Reformar las instituciones —estatales— que limitan el desarrollo del sector privado y adoptar una institucionalidad que agilice la operatoria de las MIPYMES en todo su ciclo de vida, a partir de una vocación de servicio frente al sector privado.


    	Digitalizar —complementariamente con la reforma de la regulación y de la institucionalidad— los procesos asociados a la operatoria de las MIPYMES. El foco debiera ser reducir —al máximo posible— los tiempos, los costos y las complejidades: todo trámite debe ser online.

  


  Adicionalmente, la implementación de la propuesta podría potenciarse a nivel regional mediante el esfuerzo coordinado para lograr un consenso que mejore el clima de negocios en América Latina. En este sentido, los planes nacionales debieran incluir acciones enfocadas en lograr que todos los países de la región puedan adoptar regulación, instituciones y procesos similares para que hacer negocios en Latinoamérica sea simple, sin importar en qué país se realicen.


  La realidad regional es complicada. La pobreza es un problema complejo, multicausal y multidisciplinario, y las soluciones son —en general— abordadas desde enfoques también complejos. La implementación de la propuesta debe tener un abordaje innovador. Dejar de lado la complejidad latinoamericana e intentar formas diferentes de hacer las cosas, abordar los problemas complejos con soluciones simples, pragmáticas, que puedan ejecutarse y que tengan impacto positivo.


  Cuando las reformas son simples, resulta más fácil comunicarlas, entender el proceso de mejora y, fundamentalmente, que los beneficiarios comprendan el alcance de los beneficios. Si no se entiende el beneficio de una reforma, difícilmente se consigan los consensos necesarios para lograr su implementación.


  Las reformas encuentran mayor voluntad y aceptación social durante períodos “malos”. Cuando todo está “bien”, es difícil que se quiera cambiar las cosas. Pero cuando la situación es “mala”, la reforma cobra sentido porque se transforma en una herramienta para estar “bien”.


   


  
    Ejemplo | El informe Doing Business 2007 señala que en las economías que más reformaron, en los tres años previos, el 85% de los cambios se dio durante los primeros quince meses de gobiernos nuevos. En este sentido, para un gobierno recién elegido o reelegido, el mejor momento para impulsar modificaciones estructurales es durante el comienzo de su mandato. Cuando los gobiernos logran implementarlas con éxito, y los beneficios se hacen evidentes para los ciudadanos, se produce un efecto virtuoso y la demanda de más reformas aumenta (Banco Mundial, 2006, p. 7).


    Complementariamente, la evidencia señala que cuando son vistas como beneficiosas para un grupo reducido de agentes económicos —inversores extranjeros, grandes inversores o funcionarios “ transformados en inversores”—, las reformas pierden legitimidad y erosionan la del gobierno. En contraste, las reformas debieran hacer foco en aliviar la carga regulatoria de los sectores con mayor posibilidad de crear empleos y generar impactos positivos en los ciudadanos —las empresas, pequeñas y grandes, domésticas y extranjeras, rurales y urbanas— (Banco Mundial, 2006, p. 8).

  


   


  La actualidad de América Latina presenta un escenario malo, con proyecciones a futuro también malas. Existe una oportunidad para implementar la propuesta y transformar la realidad de los países de la región, generando una visión de futuro con menos pobreza y más empleo.


  Inspiración en Estonia


  Existen casos de éxito a nivel global en materia de simplificación y digitalización. Un caso ejemplar es el de Estonia, un país de Europa del Norte —es decir, del Báltico— que ha logrado captar la atención del mundo al adoptar reglas simples e informatizar prácticamente la totalidad de los trámites y la interacción que se requiere con el Estado.


  Estonia tenía problemas de falta de competitividad y bajo presupuesto. En ese marco, reformó y generó la sociedad digital más avanzada del mundo. El 99% de los servicios ahora son digitales, y se puede hacer prácticamente todo por Internet: desde votar hasta pagar impuestos.


  Facilitar startups, es decir, aperturas de empresas para emprendimientos, ofrecer Internet como servicio universal y gratuito y promover una cultura emprendedora están entre las principales prioridades del Estado.


  El desafío fue claro: progresar como sociedad sabiendo que no tenían recursos para financiar una burocracia estatal. Lograron generar desarrollo económico y social desde un Estado profesional y digital con foco en promover el sector privado.


  Estonia invirtió en que el ingreso a Internet fuera “el más libre del mundo”, para facilitar el acceso a la formalidad, la inversión y la información. Los pilares culturales de su modelo son la innovación, digitalización, educación y creatividad.


  No es necesario replicar el modelo de Estonia, como tampoco ningún otro del mundo. Pero América Latina puede aprender a innovar inspirándose en historias de éxito que no necesariamente tienen siglos de desarrollo, sino pocas décadas. (Estonia reestableció su independencia en 1991.)


  Estonia es un caso que evidencia que el Estado puede profesionalizar su rol, digitalizar su gestión y dar un servicio de calidad con el foco en el desarrollo del sector privado como motor de la creación de empleo.


  Lo más atractivo del desarrollo económico y social de Estonia es que nos confirma que la modernidad realmente permite acelerar ese proceso de crecimiento si se comprende “qué” reformar y “cómo” generarlo, según la realidad de cada país o región.


  Pensar nuestra solución


  En la actualidad existen papers académicos, indicadores y estudios internacionales que identifican las herramientas y los beneficios asociados a generar un buen clima de negocios. Complementariamente, las instituciones de gobernanza global —como Naciones Unidas y el Banco Mundial— y regionales —como el Banco Interamericano de Desarrollo— contribuyen a implementar estas herramientas, promoviendo el conocimiento y apoyando a los países que deseen aplicarlas.


   


  
    Ejemplo | La Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (Grupo de Trabajo MIPYME) desarrolló un consenso en cuanto a principios rectores y lineamientos para leyes modelos, con visión global.

  


   


  El conocimiento está disponible, la comunidad internacional lo pone a disposición, pero no alcanza.


  América Latina tiene un desafío propio por delante: ponerse en acción, adoptar una visión autocrítica, tomar el conocimiento disponible y pensar su propia solución.


  ¿Qué quiere decir su “propia solución”? Establecer un foro exclusivamente latinoamericano para reescribir sus reglas con identidad propia y liderar su progreso, a partir de una simplificación total de su regulación y procesos para el desarrollo del sector privado. En términos simples, implementar soluciones simples a problemas complejos.


  El progreso en América Latina se producirá cuando pueda desprenderse sustancialmente de las malas reglas implantadas hace doscientos años por la tradición legal del derecho civil francés —Código Napoleónico—. La región tiene la oportunidad de reescribir esas normas con un enfoque pragmático, centrado en resolver el problema de la pobreza mediante el desarrollo de las MIPYMES. Si se facilita hacer negocios, también se simplificará la creación de empleo para dejar de ser pobres.


  Específicamente, América Latina podría sacar provecho de un sistema de gobierno eficiente, mediante un esquema de ministerios simplificado y lo más uniforme posible a nivel regional. Si los países de la región tuvieran estructuras de gobierno similares, la simpleza organizativa beneficiaría a todos los que interactúan con el Estado y al propio funcionamiento de la gestión.


  El beneficio es concreto: si una MIPYME decidiera emprender un negocio con planes de expandirlo a la región o asociarse con empresas de otros países de América Latina y generar cadenas de valor, es probable que le resulte más simple hacerlo en un marco institucional que se replique en todos ellos.


   


  
    Ejemplo | Las empresas que venden productos en el extranjero deben interactuar con varias agencias fronterizas que desarrollan múltiples regulaciones comerciales y supervisan su cumplimiento. Estas regulaciones establecen los procedimientos que estas firmas deben seguir y los documentos que tienen que obtener, completar y presentar para exportar sus productos. Existe evidencia respecto de los impactos positivos sobre la expansión del número de empresas exportadoras en los casos en que se implementaron sistemas de simplificación regulatoria e institucional en materia de comercio exterior —ventanillas únicas— (Carballo, J., Graziano, A., Schaur, G., y Volpe Martincus, C., 2016). Asimismo, existe evidencia de que las regulaciones a nivel local impactan cada vez más en el comercio externo, más allá de la disposición específica vinculada con barreras arancelarias o paraarancelarias (Rodrik, D., 2018). En este sentido, alcanzar un consenso regional respecto de cierta regulación relacionada con la las MIPYMES podría favorecer su actividad, creando empleo y disminuyendo la pobreza.

  


   


  Si las estructuras regulatorias de gobierno fueran simples y similares en estos países, sería fácil entender “quién” hace “qué” en cada uno y cómo coordinar decisiones en todas las direcciones necesarias para escalar los negocios, al menos, regionalmente.


  América Latina necesita adoptar un mejor clima de negocios con foco en el desarrollo MIPYME. A tal fin, la región debe comprender “por qué”, “qué”, “cómo” y “para quién” reformar.


  “Por qué” reformar


  El horizonte de desarrollo económico y social latinoamericano para fines del siglo XXI y principios del XXII es presumiblemente malo. ¿Por qué habría de ser bueno si la región no hizo reformas significativas durante el inicio del siglo XXI? El escenario a futuro solo puede mejorar si América Latina se reforma a sí misma.


  Mejorar las reglas para hacer negocios en toda la región es un desafío sin precedentes. Otras regiones del mundo ya enfrentaron el reto y avanzaron en su crecimiento y desarrollo. Por ejemplo, Europa del Este en su escenario poscomunista emprendió la reescritura de sus normas y progresó. Si bien su realidad y cultura son incomparables, el mundo da ejemplos claros de que reescribir las reglas, reformar y progresar es posible.


  En los países desarrollados —donde las reformas buscan potenciar el buen clima de negocios— surgen permanentemente nuevas historias de éxito que se solapan unas con otras como algo “normal”. Sin embargo, en América Latina, mayoritariamente hay historias de fracaso —que se solapan unas con otras— como algo “normal”, y los éxitos son pocos.


  ¿Por qué seguir esperando para implementar reformas que mejoren las regulaciones y generen múltiples historias de éxito?


  Reformar las reglas para hacer negocios es más fácil que nunca antes en la historia: existe la información y la tecnología para hacer las transiciones con eficiencia. Es más fácil porque ya están identificados los obstáculos al desarrollo económico y se cuenta con la medición referida a “tiempo”, “costo” y “complejidad” de cada trámite a nivel nacional, regional y global.


  En términos simples, los “cuellos de botella” a eliminar ya están inventariados.


   


  
    Ejemplo | El proyecto Doing Business del Banco Mundial nos permite identificar —entre otros— el tiempo que nos insume abrir una empresa, contratar personal, resolver una disputa, acceder a licencias, pagar impuestos, acceder al crédito y cerrar la empresa. El tiempo de cada trámite, el costo y su complejidad —es decir, cuántas gestiones— nos da una idea de dónde está el problema en la vida de una empresa que busque desarrollar una actividad en el sector privado.

  


   


  La oportunidad de reforma es ahora: todos los países de América Latina obtienen malos resultados para abrir una empresa, malos resultados para contratar personal, malos resultados para resolver una disputa, malos resultados para acceder a licencias, malos resultados para pagar impuestos, malos resultados para acceder al crédito, malos resultados para despedir personal y malos resultados para cerrar la empresa.


  Todo el ciclo de vida de la actividad comercial o productiva es difícil y costoso.


  Es claro que hay oportunidad de reforma en cada uno de estos trámites:


  
    	El tiempo se puede mejorar.


    	El costo se puede disminuir.


    	La complejidad se puede simplificar.

  


  En términos simples, todas las dificultades “cuantificables” —o sea que es posible medir su incidencia— pueden ser reformadas y mejoradas porque está claro el perjuicio que generan y el valor que no agregan.


  En este sentido, resulta fundamental conocer “la experiencia del usuario”, es decir, del ciudadano, para evaluar las posibilidades de mejora de cada uno de los trámites a reformar. Los avances que se hicieron en materia de digitalización no siempre han resultado positivos, ya que los países de la región no evalúan la experiencia ciudadana a fin de generar procesos de mejora continua en los servicios que brindan (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, pp. 198-201).


  Con vocación de reforma, América Latina puede pasar de malos resultados a buenos. Con vocación de reforma, América Latina puede dejar de ser pobre. Sin vocación de reforma, América Latina seguirá siendo pobre.


   


  
    Ejemplo | Bolivia ocupa el puesto 174 del mundo (Banco Mundial, 2019) para abrir una empresa. Abrirla —en la formalidad— se presume difícil. ¿Por qué? Porque se estima que abrir una sociedad comercial demanda —aproximadamente— 12 procedimientos en al menos 39,5 días y a un costo del 37,3% del ingreso per cápita local. Si ese mismo trámite pudiera hacerse en un procedimiento, en un mismo día y a un costo cero —o mínimo—, el acceso a la formalidad corporativa —en Bolivia— seguramente mejoraría, especialmente para aquellos fuera de la formalidad. El sector privado de las MIPYMES se vería beneficiado e incentivado a ingresar a la formalidad, por bajos costos y bajas complejidades.


    El ejemplo de Bolivia es representativo de América Latina. Empezar un negocio en la región es difícil. Administrarlo es difícil. Cerrarlo también lo es. Ejemplo: en Paraguay (Banco Mundial, 2019) se demora 3,9 años en resolver una insolvencia. El ciclo de vida —completo— funciona mal.

  


   


  Nuevamente, ¿por qué reformar? Porque reescribiendo la regulación para hacer negocios se podrá generar desarrollo en el sector privado a partir de las MIPYMES como fuente principal de generación de empleo y punto de partida para la reducción de la pobreza desde la inserción en el mercado laboral.


  El ciclo de vida —completo— de la MIPYME debe ser lo más simple y menos costoso posible. La verdadera competitividad de América Latina está allí.


  “Qué” reformar


  La propuesta de reforma abarca el universo de reglas, instituciones y procesos que inciden en el inicio, administración y cierre de una MIPYME a fin de priorizar el desarrollo del sector privado como fuente principal de creación de empleo.


  El foco de la reforma son las MIPYMES, toda vez que estas representan el 99% de la fuerza productiva de la región y tienen la mayor potencialidad para crear empleo.


  Las reformas debieran focalizarse en la secuencia del ciclo de vida de la MIPYME y priorizar la digitalización de la totalidad de los procesos a fin de que puedan realizarse en un aplicativo desde el teléfono móvil.


  ¿Cuál sería el objetivo de cada reforma? Reducir el tiempo, el costo y la complejidad asociados a cada uno de estos hitos en el ciclo de vida de la MIPYME para simplificar la actividad productiva y facilitar hacer negocios.


  Puntualmente, los hitos del ciclo de vida de las MIPYMES en que se implementarían las reformas son:


   


  (i) Apertura | Agilizar el proceso de inicio y entrada en funcionamiento de las empresas, con foco en trámites y requisitos para funcionar formalmente, obtención de licencias, acceso al crédito1 para la adquisición de capital de trabajo y/o el pago de inversiones iniciales, contratación de empleados, pago de impuestos (tasa fija para dar inicio al negocio).


   


  (ii) Funcionamiento | Agilizar los procesos vinculados con el pago de impuestos a partir de un porcentaje fijo en función de las ganancias; el acceso al crédito para financiar inversiones durante el funcionamiento de la empresa; la contratación de empleados adicionales o el despido de empleados en función de los requerimientos de producción o proyectos especiales; el cumplimiento de obligaciones laborales o las establecidas en los contratos de trabajo; facilitar transacciones de comercio transfronterizo de MIPYME.


   


  (iii) Cierre | Facilitar mecanismos de resolución de conflictos comerciales especializados —judiciales y extrajudiciales—; despedir empleados como consecuencia del cierre de la empresa; gestionar procesos específicos vinculados con el cierre de una MIPYME.


   


  
    Ejemplo | Los informes Doing Business dan cuenta del impacto positivo que pueden tener las reformas en las diferentes etapas de la vida de una empresa. En especial, el informe de 2005 identifica los beneficios de enfocarse en reformas que puedan medirse con foco en los siguientes aspectos (Banco Mundial, 2005): (i) iniciar un negocio; (ii) contratar y despedir trabajadores; (iii) registrar una propiedad; (iv) acceder al crédito; (v) proteger los derechos de los inversores; (vi) cumplimiento de los contratos, y (vii) cerrar un negocio.

  


   


  En términos simples, las reformas debieran priorizar el mejoramiento integral del clima de negocios de las MIPYMES, que son las que tienen la capacidad de generar un mayor impacto en la reducción de la pobreza mediante la generación de empleo.


  Para reducir la pobreza, crear empleo y generar desarrollo, la clave es empezar por mejorar el clima de negocios a partir de reglas simples con foco en las MIPYMES.


  “Cómo” reformar


  El enfoque propuesto sobre “cómo” reformar es práctico: en la era digital debiéramos hacer la mayoría de los trámites, que tienen que ver con la vida comercial de una MIPYME, desde un teléfono móvil en el menor tiempo posible —online en un día—, al menor costo posible —costo cero— y con la menor complejidad posible —a partir de una aplicación online.


  “El mejor trámite es el que no hay que hacer” (Roseth, B., Reyes, A. y Santiso, S., 2018, p. 202). Es decir, si bien la digitalización y la simplificación son medidas eficientes en términos de mejorar el ciclo de vida de las MIPYMES, lo cierto es que la reforma más costo-eficiente es aquella que elimina los trámites innecesarios.


  La eliminación de trámites innecesarios no intenta asumir mayores riesgos al eliminar regulación, sino por el contrario, promover buena regulación con eficiencia. Ello implica la supresión de los trámites que no agregan valor, es decir, aquellos que agregan tiempo, costos y/o complejidad al proceso y no aportan seguridad jurídica en los derechos que pretenden resguardar.


  La eliminación de procesos, la estandarización y el rediseño de trámites pueden ser sustanciales, como nunca. La tecnología nos permite simplificarlos, universalizar procesos y, fundamentalmente, reducir costos.


  Posiblemente lo más valioso de reformar sobre la base de la tecnología actual sea que la mayoría de los trámites se pueden anticipar en el aplicativo móvil sin tener que interactuar personalmente con el Estado para gestionarlos.


  Dejar de hacer fila para hacer trámites y universalizar el acceso a la formalidad en un dispositivo móvil iguala el punto de ingreso a esta.


   


  
    Encuesta | El Informe Latinobarómetro 2018 señala que la tecnología y su penetración en la región han cobrado gran relevancia. En la encuesta que mide la importancia de la posesión de determinados bienes, el teléfono celular aparece en tercer lugar con el 89% —sin contar a los menores de edad—, solo superado por el agua potable (91%) y una comida al día (96%).


    Más aún, uno de cada tres latinoamericanos que tienen una sola comida al día posee un teléfono móvil inteligente. Es más importante tener un celular que una comida diaria. Así de relevante es el peso de la conectividad en la región. El latinoamericano que vive en la pobreza percibe el potencial integrador al mundo de este instrumento, como fuente de oportunidad y como una manera de salir de la vulnerabilidad.

  


   


  Si bien el recorte de trámites implica un proceso de profesionalización e informatización del rol del Estado y una reingeniería de sus ingresos —es decir, dejaría de trabajar gente revisando documentación de apertura de una empresa y dejarían de cobrar costos por ello—, el beneficio de facilitar el acceso a la formalidad generaría actividad dentro del sector privado formal, que crea empleo y contribuye a reducir la pobreza.


  ¿Cómo reformar, entonces? Con pragmatismo, simpleza y visión a largo plazo.


  “Para quién” reformar


  Los millennials y los centennials serán los protagonistas de la implementación de reformas para que la región genere un proceso de desarrollo sostenido. Aprovechar su potencial, visión y convicción será clave para que las reformas sean aplicadas. Dejarlos fuera de este proceso sería un error de graves consecuencias a futuro. Liderarlo será un desafío central para los próximos presidentes latinoamericanos.


  El proceso de reforma deberá incluir además a las nuevas generaciones del siglo XXI. Ya se ha comenzado a hablar de la generación alpha, los que nacieron después de 2010 —año que marca la salida al mercado del iPad—. Son los hijos de los millennials, ciento por ciento nativos digitales. Para 2025, cuando nacerán sus últimos miembros, la generación alpha representará cerca de 2.000 millones de personas, y la gran mayoría nacerá en mercados emergentes y países en desarrollo, como los latinoamericanos. Será una generación con pleno dominio del mundo digital, poniendo en duda cómo podrán conectarse con el mundo analógico.2


  Pensar en las necesidades de la generación alpha que habite en América Latina a partir de 2040 es un ejercicio clave para lograr visualizar el futuro. Resulta difícil imaginarlos haciendo largas filas para iniciar o completar trámites —en entidades públicas o en sucursales bancarias—, yendo a sacar fotocopias y presentar documentación para abrir sus empresas, contratando empleados con vínculos laborales diseñados en el siglo XX, lidiando con problemas para cobrar cheques —¿acaso seguirán existiendo?— y administrando “cuellos de botella” que las MIPYMES de la región deben enfrentar en la actualidad.


  Las nuevas generaciones, tarde o temprano, demandarán que “lo difícil” sea “fácil”. Exigirán terminar con las injusticias sociales que las reglas de América Latina han generado por doscientos años. Posiblemente lleguen con una visión pragmática y acudan a la tecnología como principal aliada en lo cotidiano para buscar una vida mejor.


  Reformar implica interpretar el pasado, modificar el presente y planificar el futuro en un escenario dinámico. Comprender estas instancias es determinante para la buena implementación de una reforma.


  Secuencia de reforma


  Cada gobierno de América Latina podría aprovechar el inicio o la renovación de la gestión del Estado para comenzar el proceso de reforma, cuya estrategia puede adoptar dos formas:


  
    	Profunda | Reformar la regulación y digitalizar procesos mediante la modificación legislativa o la aprobación de leyes nuevas. Esta estrategia demanda más tiempo, toda vez que debe cumplir con procedimientos legislativos en cada país.


    	Simple | Implementar modificaciones a nivel administrativo —eliminar procedimientos, formularios estándar, ventanillas únicas, digitalización de procesos—. Esta estrategia demanda menos tiempo, ya que requiere menos procedimientos para su aprobación.

  


  En los países en desarrollo con una realidad regulatoria compleja, la estrategia debiera ponderar si es más eficiente modificar la regulación existente o, directamente, crear una legislación nueva que reemplace la anterior.


   


  
    Ejemplo | Roseth, Reyes y Farías señalan que existen varias formas de suprimir trámites, que ya fueron experimentadas por países de la región:


    (i) Mejora normativa | Hace foco en eliminar trámites duplicados, excesivos o innecesarios. Perú ensayó medidas de mejora normativa y derogó automáticamente las regulaciones que no fueran debidamente justificadas y, con ellas, los trámites asociados.


    (ii) Interoperabilidad | Las bases de datos del Estado deben estar interconectadas a fin de que el usuario —el ciudadano— solo deba presentar su información una sola vez. El Estado debe ser el responsable de reunir datos de la misma base. No al revés. Las pérdidas de tiempo que se ocasionan cada vez que se inicia un trámite se traducen en costos operacionales para las MIPYMES. Ejemplo: Chile, Ecuador y Argentina ya utilizan este tipo de tecnología para realizar versiones de declaración de impuestos sugeridas sobre la base de la información que se tiene del contribuyente.


    (iii) Entrega proactiva | Cuando la interoperabilidad funciona, el Estado puede comenzar a brindar servicios sin la necesidad de que el ciudadano los solicite. En términos simples, si existe un beneficio para las MIPYMES, estas deberían percibirlo sin tener que iniciar ningún trámite más que la creación de la empresa. Ninguna MIPYME tendría que justificar su condición para acceder a determinado beneficio, debería gozarlo directamente desde el día de su creación (2018, p. 202).

  


   


  En función de un diagnóstico profundo, cada país deberá identificar la complejidad regulatoria en las diferentes etapas del ciclo de vida de las MIPYMES, las áreas de modificaciones y los cambios que deben realizarse en cada caso, a fin de definir qué estrategia es la más eficiente para implementar la reforma. La estrategia debiera adoptar —en el mediano plazo— una rutina de “limpieza” y “simplificación” que adopte como hábito del gobierno la revisión y simplificación de la regulación que no contribuye a la prestación de un servicio eficiente por parte del Estado.


  Según el diagnóstico, podría plantearse la siguiente secuencia de reformas para que América Latina mejore su clima de negocios, con foco en el universo MIPYME:


   


  1) Simplificar la regulación | Reescribir la regulación de la totalidad del ciclo de vida de la MIPYME con el objetivo de que tenga el menor costo, tiempo y complejidad posible en cada hito — apertura, administración y cierre—. Complementariamente se debiera eliminar las malas reglas, utilizando, por ejemplo, la técnica de la “guillotina legal”, que permite quitar todas las que no aplican, quedaron obsoletas o crean “cuellos de botella”. El objetivo no se limita únicamente a esto, sino también a crear un texto ordenado, al cual pueda acceder la sociedad en un único sitio web en el que estén las reglas expresadas de manera clara, para ser comprendidas por la mayor cantidad de personas con el menor grado de dificultad posible.


   


  2) Reformar las instituciones | Simplificar la estructura organizativa y profesionalizar el rol del Estado, para que este provea a las MIPYMES un servicio integralmente digitalizado y al mínimo costo posible.


   


  3) Digitalización | Facilitar la infraestructura digital para que el Estado pueda proveer acceso universal, a través de un único portal, a todos los procesos vinculados con el ciclo de vida de las MIPYMES, así como a la nueva regulación aprobada. El aplicativo facilitaría, desde cualquier teléfono móvil, la gestión de apertura, administración y cierre de la MIPYME. Más aún, la inversión pública en acceso universal al servicio de Internet posibilitaría reducir los costos de acceso a la infraestructura digital y nivelar las oportunidades a favor de los más pobres.


   


  4) Regionalizar las reformas | América Latina debiera generar un foro regional que permitiera que los países de la región —exclusivamente— identificaran principios básicos compartidos en materia de buenas reglas, buenas instituciones y buenos procesos para regionalizar el impacto de las reformas. Si todos los países latinoamericanos pudieran adoptar, de forma conjunta o coordinada, buenas reglas, buenas estructuras organizacionales y soluciones digitales comunes, la región se beneficiaría de un clima de negocios con impacto global.


   


  
    Ejemplo | El informe Doing Business 2007 hace foco en “cómo” reformar. Específicamente destaca cuatro pasos para una reforma exitosa: (i) comenzar por modificaciones simples, priorizando reformas administrativas que no requieran cambios legislativos; (ii) eliminar procedimientos innecesarios; (iii) introducir formularios de aplicación estándares y publicar toda la información regulatoria que sea posible, y (iv) mejorar la gestión de las regulaciones a partir de su digitalización, teniendo presente que poder administrarlas por Internet no es suficiente para simplificar el espíritu de esas regulaciones (Banco Mundial, 2006).

  


   


  Complementariamente, el gobierno debe diseñar una estrategia de “marketing” que venda la reforma de forma efectiva a fin de comunicar todos los cambios y beneficios a la ciudadanía. También resulta clave la selección de un área de gobierno que lidere el proceso y que sea transversal a todas las demás áreas de la estructura estatal, habida cuenta de que las reformas impactarán en varias entidades públicas.


  Finalmente, es necesario involucrar al sector privado durante el proceso de reforma. Las MIPYMES conocen como nadie las trabas que el sistema regulatorio vigente les genera, además pueden hacer recomendaciones respecto de cómo simplificar y digitalizar los procesos vinculados al ciclo de vida de sus empresas y contribuir de esa forma a generar un mejor clima de negocios en cada país y en la región.


  Liderazgo para reformar


  Reformar implica cambiar, y los cambios suelen generar resistencias por más que una propuesta sea lógica, haya funcionado en otra región del mundo y ofrezca una alternativa a las recetas que han fracasado en el pasado.


  Para enfrentar la resistencia al cambio se requiere de un liderazgo positivo que construya consensos alrededor de las propuestas, que tenga claridad para transmitir la secuencia del proceso, así como los beneficios y desafíos de las reformas.


  ¿Cómo liderar las reformas?


  1) Visión | Los líderes —políticos y empresariales— que trascienden son aquellos que logran “ver” más allá de su propio tiempo. Reescribir las reglas, informatizar la gestión pública, digitalizar la interacción con el Estado a partir de la telefonía móvil y simplificar todo el ciclo de vida de las MIPYMES son pasos clave, que permitirán generar los cimientos para que el sector privado finalmente se desarrolle. Sin embargo, muchas de las medidas necesarias para implementar esos cambios no tendrán un impacto o efecto inmediato, servirán para sentar las bases del futuro de la región. La visión debe trascender las coyunturas del momento, los dilemas de corto plazo, la politiquería local y, fundamentalmente, brindar claridad sobre la secuencia del proceso y los beneficios esperados, para vencer la resistencia al cambio.


   


  2) Convicción | Reformar requiere convicción. Los líderes inseguros no reforman. Los pueblos sin visión no logran estar convencidos para atravesar el desafío de una reforma. Generalmente, la convicción es una virtud que se reconoce una vez alcanzada una meta, pero que se la cuestiona a lo largo de todo el recorrido. Por ende, América Latina debe consolidar una visión de futuro para después sustentarla con convicción y lograr trascender su escenario de pobreza actual.


   


  3) Estrategia | Un proceso de reforma para lograr crecer doscientos años a futuro requiere un pensamiento estratégico a nivel soberano (país) y regional para consensuar principios y acordar una agenda que permita innovar, es decir, intentar algo nuevo para conseguir un resultado distinto del alcanzado en los pasados doscientos años. Solo se podrá cambiar el futuro cuando el pensamiento estratégico defina una hoja de ruta clara, en una sociedad con convicción, construida sobre la base de una visión de futuro (aún ausente).


   


  4) Proceso claro y continuo | El proceso de reforma requiere que los líderes políticos tengan claridad en su secuencia, tanto para la implementación como para la comunicación. Esa claridad debería basarse en la visión del procedimiento y sustentarse en la convicción respecto de que la tarea emprendida es la correcta. Una secuencia clara del proceso refleja una estrategia sólida de ejecución para alcanzar el objetivo: el sector privado formal —con foco en las MIPYMES— debe florecer en toda su capacidad. Asimismo se trata de un proceso de reforma continuo. Hasta tanto la creación de empleo no alcance todo su potencial y la pobreza disminuya a su mínima variable, la potencialidad de mejora de los servicios a ser prestados por el sector público seguirá vigente: habrá más costos por reducir, más reglas por simplificar y más trámites por eliminar o informatizar. Por eso, la secuencia del proceso para los próximos años tiene que lograr una dinámica de mejora continua que busque implementar una visión: América Latina sin pobreza.


  América Latina podrá progresar, generar desarrollo y eliminar la pobreza a partir de la creación de empleo, pero siempre será ella misma. Por ello es clave que la visión, convicción, estrategia y secuencia del proceso para dejar de ser pobres que se adopten en los próximos años se realicen valorando lo que se construye, dimensionando el desafío de reinventar una región y “cuidando” cada hito del camino del progreso por todo el esfuerzo y aprendizaje que implicó.


  Los líderes políticos y empresariales, así como la sociedad latinoamericana en general, deben converger en su esfuerzo para generar desarrollo y transformar la resistencia al cambio en reformas que avancen con consistencia hacia el progreso de la región en su conjunto.


  Los avances nos permitirán alcanzar una mayor autoestima regional, basada en el compromiso con el camino a recorrer. Parece utópico, pero es todo lo contrario, es práctico, es real y está ausente.


  Cuestionamientos a las reformas por delante


  Las “dudas” —es decir, la resistencia al cambio— son el primer obstáculo para lograr una visión que permita recorrer en los próximos años un camino de reforma para crecer. Los cuestionamientos son normales, es decir, propios de cada proceso de cambio y reforma. Cuando se instalan y no logran disiparse, las cosas no cambian, las reformas no se implementan y los objetivos no se cumplen.


  Esta dinámica es recurrente en América Latina. Se quiere cambiar, dejar de ser pobres, pero siempre se intentan caminos similares, con resultados también similares. Los cambios implementados en la región no han sido “reales”, solo se han movido en un rango variado pero fijo de políticas para dejar de ser pobres, siempre con los mismos resultados: la pobreza mejora un poco, para volver a empeorar y enquistarse cada día más. Nos acostumbramos a que “cambiar” para “no cambiar” es “normal”.


  El cambio propuesto por el libro sale del rango de medidas ya ensayadas en la región. Busca innovar para finalmente obtener resultados diferentes. Sin embargo, es de esperar que haya aversión al cambio.


  El espíritu de las reformas es simplificar la solución a un tema complejo. Es previsible que un enfoque “simple” se enfrente a cuestionamientos, toda vez que la pobreza fue abordada siempre desde una perspectiva compleja. Por más que se haga el intento de resolverlas, las “dudas” están culturalmente arraigadas, a tal punto que no hay respuestas correctas para quien abraza la “complejidad” como algo “normal”.


  La región tiene que dejar de lado su resistencia al cambio e intentar acciones diferentes a las ensayadas en el pasado. América Latina puede progresar, igual que lo hicieron otras regiones del mundo. Esto es posible en esta era de oportunidades de desarrollo sobre la base de la innovación tecnológica.


  Las oportunidades de progreso están, y las dudas pueden ser disipadas.


  Adoptar un clima de negocios basado en la simpleza implica reformar nuestras reglas, procesos e instituciones en los próximos años.


  Las “dudas” o cuestionamientos a las reformas posiblemente hagan foco en las siguientes preguntas:


   


  1) ¿Las reformas generarán desempleo? 


  No. Las reformas buscan crear empleo. Con malas reglas no se genera empleo porque contratar y despedir a un trabajador es caro y complejo. Con buenas reglas se genera empleo porque contratar y despedir —pagando el monto que corresponda— es fácil y predecible, haciendo que el emprendedor y el empresario puedan impulsar el desarrollo del sector privado.


   


  2) ¿Los empleados públicos perderán su empleo?


  Sí, algunos. Posiblemente, la simplificación regulatoria, institucional y de procesos requiera menos empleos públicos en las áreas estatales impactadas por las reformas, es decir, las vinculadas con el desarrollo del sector privado como motor de la creación de puestos de trabajo. Sin embargo, el objetivo de las reformas es que la creación de empleo se concentre en el sector privado, por lo que se generarán nuevas oportunidades —en este o en el tercer sector— para los empleados públicos que queden fuera de la máquina estatal.


   


  3) ¿Las reformas son ingenuas?


  No. Lo ingenuo es seguir pensando que América Latina podrá progresar sin generar un mejor clima de negocios, que tenga como eje central el desarrollo de las MIPYMES de la región. En la actualidad están disponibles el conocimiento y las herramientas para implementar reformas de forma concreta y aprovechar las innovaciones tecnológicas para simplificar la operatoria de las MIPYMES y promover la creación de empleo, reducción de la informalidad y, como resultado, de la pobreza. Por ende, no solo no es ingenuo, sino tan claro que lo ingenuo es que no haya —en la actualidad— una visión compartida —con convicción— sobre el sendero de mayor oportunidad para la región.


   


  4) ¿Las reformas desfinancian al Estado?


  No. Por el contrario, si están bien implementadas lo financiarán. Los Estados de América Latina conviven actualmente con déficit fiscal —como regla— y mal ambiente de negocios. Las reformas plantean que un buen clima de negocios genera crecimiento del sector privado, lo que aumenta el aporte de este sector al fisco público. Pero también es cierto que el sector privado de la región está basado en empresas pequeñas, por lo que la regulación tiene que tener simpleza y agilidad para que estas puedan operar en la formalidad, crecer y aportar. Seguir esperando inversiones extranjeras que resuelvan los desafíos de creación de empleo y administrando Estados burocráticos monumentales ha sido una fórmula que ha desfinanciado al Estado en los últimos doscientos años.


   


  5) ¿Las reformas tienen un enfoque simplista ante una realidad no simplificable?


  No. Enfrentar de forma simple una realidad compleja es un desafío en sí mismo. Toda realidad es modificable. Europa del Este —con otra historia— logró reinventar su clima de negocios para mejorarlo. América Latina puede liderar —con otra historia y otras normas— su propio procedimiento de simplificación de reglas, procesos e instituciones para generar un clima de negocios que facilite la competitividad del sector privado, partiendo de la base del ciclo de vida de las MIPYMES.


   


  6) ¿Las reformas son de carácter general?


  Sí. Los sectores de la economía son dinámicos, y todos tienen derecho a emprender y progresar. La mala regulación es aquella que predice los “ganadores” —por competitivos— y “perdedores” —a proteger— cuando la realidad es dinámica y no siempre los ganadores ganan y los perdedores pierden. Por ende, para que todos los sectores puedan ser potenciales “ganadores” es clave regular con simpleza —de carácter general—, a fin de que cada sector de la economía pueda progresar con el mayor incentivo posible y así contribuir a la creación de empleo y reducción de la pobreza.


   


  7) ¿Por qué no se reformó hasta ahora?


  Porque las reformas propuestas requieren de un cambio de enfoque para la región, lo que implica: (i) dejar de lado la complejidad y adoptar enfoques pragmáticos; (ii) comprender que los países pobres regulan más que los ricos; (iii) comprender que más regulación está asociada a peores resultados; (iv) comprender que reformar para regular bien está asociado al crecimiento, y (v) comprender que el mundo tiene múltiples fórmulas para generar desarrollo, pero que América Latina depende de sí misma para reinventarse en los próximos años y crecer.


   


  8) ¿Un buen clima de negocios puede cambiar una realidad marcada por la corrupción? 


  Sí. Un buen clima de negocios focalizado en estimular el ciclo completo de vida de las MIPYMES se centra en el 99% del aparato productivo de América Latina. Por ende, si el 99% del empresariado tiene reglas claras y simples, con procesos exclusivamente dispuestos a través de un aplicativo en un teléfono móvil y la posibilidad de alcanzar un clima de negocios que elimine —al menos en ese sector— la contingencia de corrupción, se generaría un “oasis” de eficiencia, competitividad y transparencia. Por ello, el énfasis es empezar por el sector MIPYME, como eje central del proceso de reforma.


   


  9) ¿Los sindicatos van a oponerse a las reformas?


  Sí. Pero no serán los únicos, también se opondrán los contadores, abogados, notarios públicos (escribanos) y funcionarios públicos, entre otros. Sin embargo, no se termina el rol de estos miembros clave de la vida productiva, sino que se reinventa en uno nuevo, con otros servicios que ofrecer a la comunidad del trabajo. Las malas reglas generan roles “parasitarios”; las buenas reglas agregan valor al rol de cada actor. El desafío de los sindicatos —a futuro— está justamente en agregar valor al proceso de creación de empleo y reducción de la pobreza.


   


  10) ¿Las grandes empresas van a oponerse a las reformas?


  Sí. Pero a medida que las reformas se consoliden, la mayoría comprenderá los beneficios asociados a su implementación. Es de esperar que las grandes empresas habituadas a hacer negocios con el Estado —por ejemplo, obra pública— se resistan inicialmente a reformas que simplifiquen la regulación y aporten mayor transparencia, porque estas generarán potenciales nuevos competidores —las MIPYMES—. Sin embargo, la simplificación regulatoria y la digitalización de los procesos terminarán beneficiando a todas las empresas proveedoras del Estado y producirán mayor eficiencia para la economía en su conjunto.


   


  11) ¿Las reformas implican perder derechos sociales adquiridos?


  No. América Latina tiene derechos sociales “declarados” que no son efectivamente provistos por el Estado. Por ende, no se puede perder lo que efectivamente no se tiene. Estados quebrados, sin posibilidad de ofrecer servicios básicos con eficiencia, pueden establecer, cuanto menos, un mejor clima de negocios para que el sector privado crezca y la pobreza se reduzca. A partir del crecimiento económico y social —generado desde el progreso del sector privado— podrán alcanzarse mayores derechos económicos y sociales, propios de las sociedades desarrolladas. Pero si la sociedad latinoamericana continúa sin desarrollarse, los derechos adquiridos seguirán siendo una ilusión. Por ende, un buen clima de negocios permitirá generar desarrollo para expandir —a partir de allí— el acceso a mayores y mejores derechos.


  El beneficio de la idea


  Simplificar las reglas y digitalizar los procesos vinculados al ciclo de vida de las MIPYMES presentan beneficios claros: generar más empleo y reducir la pobreza.


  Existe evidencia (Banco Mundial, 2005, p. 5) que señala que una mejor regulación genera beneficios en términos de crecimiento y desarrollo: (i) porque las empresas dedican menos recursos —tiempo y dinero— a lidiar con reglas vinculadas a su operatoria y pueden redireccionarlos a aumentar su producción, difundir su negocio y crecer, generando más empleo; (ii) porque los gobiernos destinan menos recursos a implementar y controlar una normativa compleja y excesiva y pueden utilizarlos en servicios sociales básicos que contribuyan a reducir la pobreza.


  Facilitar la operatoria de las MIPYMES favorece una mayor competitividad y un aumento de su productividad, toda vez que hay recursos que se liberan y pueden destinarse a crecer e invertir en innovación y no a financiar “atajos” a la regulación compleja o a mantenerse en condiciones informales.


  Operar en la formalidad en una economía que promueve el sector privado tiene ventajas en materia de acceso a mejores condiciones crediticias, beneficios impositivos, posibilidades de expansión en mercados externos, entre los más significantes.


  Por su parte, los gobiernos también dispondrán de mayores recursos para destinar a proveer servicios sociales básicos de calidad.


  Esta es una demanda creciente de la clase media de la región. La lógica es simple: para qué pagar más impuestos si la contraprestación es mala. Mejorar el servicio público es clave para promover un mayor cumplimiento de las obligaciones impositivas y un traspaso de la actividad económica del mercado informal al formal.


  La liberación de recursos públicos, producto de la simplificación regulatoria y la digitalización de procesos vinculados con las MIPYMES, genera beneficios también en términos de brindar un mejor servicio público a la población en general.


  Las reformas también causan impacto positivo en términos de redistribución del ingreso. Por un lado, se “agranda la torta” de riqueza a distribuir al generar mayor crecimiento y formalidad. Por el otro, los beneficiarios de la reforma son las poblaciones más vulnerables, las que en la actualidad afrontan desigualdad en el acceso a la distribución de la riqueza.


  La idea propuesta es innovadora, audaz, no pretende ser utópica, sino hacer foco en cuestiones pragmáticas y con sentido común. Los beneficios son claros: mejorar la situación de las poblaciones más vulnerables, favoreciendo la reducción de la pobreza y mejorando la inclusión social, a partir del desarrollo de las MIPYMES de la región.


  
    
      1. Los datos analizados del informe Doing Business revelan que el indicador que mejor perfomance tiene entre los países de la región es el de acceso al crédito. Si bien un mayor acceso a financiamiento debiera resultar en un mayor crecimiento del empleo, en especial entre las MIPYMES (Ayyagari, M., Juarros, P., Martinez Peria, M. S., y Singh, S., 2016), la región da cuenta de que esta mejora por sí sola no alcanza y que las reformas deben ser integrales a lo largo de todo el ciclo de vida de las MIPYMES.

    


    
      2. Solé Borrull, A., “Qué es la generación Alfa, la primera que será 100% digital”, BBC Mundo, https://www.bbc.com/mundo/noticias-48284329, extraído el 10 de febrero de 2020.
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  La visión: más negocios, menos pobreza


  América Latina convive y seguirá conviviendo con la pobreza mientras no se generen ideas innovadoras, a nivel país y regional, para mejorar el clima de negocios, promover el desarrollo del sector privado y fomentar la creación de empleo. Sin reformas ni consensos, el futuro latinoamericano se proyecta con menos empleo y más pobreza.


  El libro pretende hacer un aporte y brindar una mirada innovadora sobre cómo la región puede generar más empleo y reducir la pobreza en la era poscoronavirus. Y reconoce que el problema de pobreza y desarrollo es complejo y requiere de esfuerzos multidisciplinarios —desde la educación, la salud, la justicia, la infraestructura, entre otros— para avanzar de forma integral en su resolución. Pero el objetivo del libro no fue, ni es, embarcarse en un camino lleno de complejidades, sino, por el contrario, aportar una mirada práctica, simple, con propuestas sustentadas en su efectividad a nivel global.


  No se desconocen otros aportes al debate de cómo generar desarrollo, sino que se pretende hacer foco en un ámbito muy específico de acción —las MIPYMES—, a partir del cual se puede crear empleo, disminuir pobreza y dar comienzo al desarrollo sostenible en América Latina. Tampoco se desconoce que cada país transitará su propia adaptación en función del diagnóstico que haga y las reformas que decida implementar. Evaluar cómo será la transición a partir de la adopción de las reformas es un ejercicio que podrá hacerse sobre la base de cada caso y siguiendo la lógica de la secuencia de modificaciones propuesta.


  La pobreza con la que convivimos en América Latina durante los últimos años de nuestra historia seguirá presente en 2030, 2040, 2050, 2060, 2070, 2080, 2090, 2100 y posiblemente después también, mientras se siga postergando afrontar el desafío de reducirla sobre la base de la creación de empleo formal desde el desarrollo del sector privado, con foco en las MIPYMES.


  Pero el futuro no necesariamente debe ser así, con mayor pobreza y desempleo. Es posible reescribir las malas reglas para adoptar una buena regulación y a partir de allí recomponer nuestro porvenir. La situación de América Latina puede ser mejor que la proyectada hasta hoy. La región puede tener un futuro de progreso sostenible, aunque no nos toque verlo a quienes seamos parte de la generación que inicie la transformación. Y ese paso transformador es práctico: simplificar las reglas para hacer negocios y digitalizar los trámites que inciden en la evolución de la actividad privada.


  En este nuevo tiempo por delante, el de la pospandemia, el rol del Estado será central para promover el crecimiento económico a partir del desarrollo del sector privado.


  La implementación de un buen clima de negocios hace foco en las MIPYMES para expandir regionalmente las oportunidades de progreso. A partir del desarrollo de las MIPYMES se podrá intervenir en la propia realidad desde un enfoque innovador que no ha sido intentado aún en la región. Mejorar la competitividad de las MIPYMES —con visión global, regional y local—, agilizar su funcionamiento y aumentar su productividad son medidas clave para crear más empleo. En términos simples, promover la reconversión de las MIPYMES e incrementar su potencial de ingresos implican mejorar la situación de las poblaciones más vulnerables, favoreciendo la reducción de la pobreza y acrecentando la inclusión social. Esta es la llave al desarrollo económico y social de América Latina.


  Si la propuesta de reforma se implementa, los impactos sobre la pobreza, el desempleo y la informalidad posiblemente no sean inmediatos. Las reformas bien implementadas llevan tiempo de diagnóstico, diseño, ejecución y evaluación. Pero si hay decisión política, liderazgo y respaldo de la ciudadanía para llevar a cabo la propuesta, los resultados positivos se materializarán.


  El desarrollo del sector privado debiera tener un efecto multiplicador en la creación de empleo, con incidencia directa en la reducción de la pobreza. El proceso de crecimiento podría —con identidad latinoamericana— facilitar hacer negocios en todos los sectores de la economía a partir de una buena regulación.


  El beneficio es claro: se crea empleo y se reduce la pobreza.


  La pospandemia de COVID-19 ofrece la coyuntura apropiada para iniciar reformas en cada país de América Latina. Posiblemente, nunca se presente un momento mejor para comenzar la reconversión de la región en su conjunto. De todas formas, el contexto mundial siempre ofrecerá situaciones disruptivas que aumentarán la incertidumbre global, con impacto a nivel regional y local: (i) un conflicto bélico; (ii) disputas comerciales entre los países líderes del mundo; (iii) una pandemia; (iv) una crisis financiera global; (v) una crisis de deuda, y (vi) una crisis humanitaria.


  Por ello, este libro no buscó describir los contextos externos que continuarán alterando la agenda del mundo e incidiendo en la región. El contexto externo siempre estará allí y siempre será cambiante.


  América Latina tendrá que adoptar una agenda a largo plazo, que trascienda y pueda sobrevivir a los cambios en el contexto global y a los ciclos regionales. Las propuestas formuladas en el libro reconocen esta realidad cambiante y ofrecen reformas prácticas para que la región mantenga su propia agenda, se reforme a sí misma y genere su proceso de desarrollo económico y social.


  El momento de encarar el desafío es ahora. La región tiene que emerger de su realidad de fracaso, no puede seguir conviviendo con la pobreza y sus consecuencias. Las nuevas generaciones —nuestros hijos y nietos— demandarán una vida en la que desarrollarse sea ágil, simple y económico. No van a aceptar dócilmente perder tiempo administrando trámites en escenarios donde hacer negocios siga siendo difícil. Van a demandar un vínculo con el Estado que pueda resolverse desde la comodidad de sus casas, desde sus teléfonos inteligentes, en poco tiempo y con pocas interacciones.


  La realidad del fracaso del pasado y la demanda de mejoras a futuro imponen la necesidad de reformar el presente, con pragmatismo y visión de futuro.


  No hay tiempo que esperar, el momento de la reforma empieza ahora: en la nueva era pospandemia. Entenderlo y ponerse en acción es nuestra responsabilidad, la de las generaciones actuales, que —en algún punto— ya conformamos las generaciones pasadas, para que nuestros descendientes puedan desarrollarse en una región generadora de oportunidades de negocios para progresar. Una región que, finalmente, deje de ser pobre.
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  Hoy más que nunca la prioridad de América Latina debe ser enfrentar el desafío de abrazar la senda del progreso dejando atrás su enorme pobreza. Reducirla depende necesariamente de crear empleo, para lo cual es preciso que emprender y trabajar en la región sea fácil y económico. Se trata de formular (pocas) reglas claras orientadas a favorecer la multiplicación de negocios, disminuir la informalidad y ganar competitividad.


  El planteo de este libro no es utópico, es práctico; su propósito no es explicar por qué en los últimos doscientos años nos fue mal, sino contribuir a que nos vaya bien en los próximos doscientos. ¿Cómo? Cambiando las reglas para que cualquier actividad productiva en nuestros países sea más sencilla y menos costosa que en otros lugares del mundo.
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